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INAPLICABILIDAD DE LA EXPROPIACIÓN ESPECIAL PREVISTA EN EL 
COOTAD PARA LA REGULARIZACIÓN DE UNA PARTE DE LOS 
ASENTAMIENTOS DE HECHO POR LA IMPOSICIÓN DEL DOBLE PAGO DEL 
PREDIO A LOS FRACCIONADORES ILEGALES, EN EL DISTRITO 
METROPOLITANO DE QUITO. 
 
 
La presente tesis demuestra que la Expropiación Especial para regularizar asentamientos urbanos, 
prevista en el vigente artículo 596 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización, es inaplicable y por lo tanto, se debe derogar, puesto que, la mayor parte de los 
asentamientos humanos de hecho existentes en el país son fruto de fraccionamientos ilegales 
realizados en terrenos de propiedad del traficante de tierras, del fraccionador ilegal o de 
cooperativas de vivienda y compañías asociados a estas personas, quienes serán beneficiadas 
económicamente con un doble pago como resultado de su fraccionamiento ilegal, ya que en un 
primer momento contarán con el dinero producto de la venta de los lotes fraccionados ilegalmente; 
y, finalmente, se les entregará el valor que corresponde a la indemnización de la Expropiación 
Especial a cargo del Municipio, la cual será solventada por los mismos posesionarios del 
asentamiento de hecho. En virtud de lo expuesto, se incentivará la formación de nuevos 
asentamientos de hecho con el fin de ser favorecidos por la Expropiación Especial. 
 
 
Palabras claves: EXPROPIACIÓN ESPECIAL; INAPLICABILIDAD; DOBLE PAGO; 






THE NON-APPLICABILITY OF THE SPECIAL EXPROPRIATION FORESEEN AT 
COOTAD FOR THE REGULARIZATION OF A PART OF THE FACTO SETTLEMENTS 
BECAUSE OF THE IMPOSITION OF THE DOUBLE PAYMENT FOR THE PIECE OF 




This thesis demonstrates that the Special Expropriation aimed to regulate and legalize urban 
settlements, which is foreseen at the current article 596 of the Organic Code of Territorial 
Organization, Autonomy and Decentralization, is not applicable; and therefore, must be abrogated 
given that most part of the facto human settlements that exist in the country are the result of illegal 
divisions that have been carried out in pieces of land that belong to the land trafficker, to the illegal 
divider, or to housing cooperatives and companies that are partnered with these people; who will 
receive an economic benefit with a double payment as a result of their illegal division; since in the 
beginning they will have the money from selling the illegally divided pieces of land. And finally, 
they will receive the value that corresponds to the compensation of the Special Expropriation 
carried out by the Municipality; which will be paid by the very same owners of the facto 
settlement. In light of the above, the creation of new the facto settlements will be encouraged, with 
the aim of being favored by the Special Expropriation.  
 
 
Key word: SPECIAL EXPROPRIATION; NON-APPLICABILITY; DOUBLE PAYMENT; 








Una de las principales aspiraciones de los seres humanos es tener una vivienda propia en la cual 
establecer su hogar y vivir de forma digna, no obstante en la mayoría de casos este anhelo no se 
puede cumplir debido a la falta de recursos económicos que limita el adquirir predios en suelo 
urbano fraccionado de forma legal, impulsando así el acceso al suelo de manera ilegal, facilitando 




Estas formas de tenencia de la tierra perjudican de manera directa no solo a los titulares de dominio 
cuando su derecho es vulnerado por los invasores, sino que también permite que las personas que 
adquieren los lotes producto del fraccionamiento ilegal, sean víctimas de los traficantes de tierras o 
de los fraccionadores ilegales, que ven en el mercado ilegal del suelo una fuente para obtener 
beneficios económicos, además incide y afecta al ordenamiento y la planificación territorial de las 
ciudades provocando un crecimiento desordenado por el aparecimiento de nuevos sectores donde 
prima la informalidad, inseguridad y pobreza. 
 
 
El problema de los asentamientos humanos de hecho, lo enfrenta nuestro país, principalmente en 
las ciudades de Quito y Guayaquil, y es una situación recurrente en Latinoamérica que involucra 
tanto a la sociedad en general como a los Gobiernos Locales, quienes han buscado soluciones 
prácticas, estableciendo políticas de legalización y creado normas que en cierta forma regulan esta 
realidad pero no han detenido su incremento, pues constituye un tema de importancia social, 




Ante este escenario, en el Ecuador, si bien continúa vigente la política de legalización, a su vez se 
ha aclarado que favorecerá únicamente de los asentamientos consolidados (el requisito para la 
legalización ha sido que el asentamiento tenga un grado de consolidación, es decir que esté 
ocupado, al menos, en un treinta por ciento, es decir que si el barrio informal tiene cien lotes deben 
estar construidos y habitados treinta lotes, para ser legalizados), pues no se permitirá la formación 
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de nuevos fraccionamientos ilegales, es así que entre los mecanismos adoptados se ha incluido en 
el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización en su artículo 596, 
la Expropiación Especial para la regularización de asentamientos urbanos. 
 
 
La presente tesis tiene como objetivo demostrar que la figura de la Expropiación Especial tal como 
la prescribe el vigente artículo 596 del COOTAD, no es aplicable para regularizar asentamientos 
humanos de hecho, ya que permite que los traficantes de tierras o los fraccionadores ilegales se 
beneficien con un doble pago, el primero obtenido de la venta de lotes producto de sus 
fraccionamientos ilegales; y el segundo, con el pago de la indemnización que corresponde por 
concepto de la expropiación.  
 
 
El procedimiento de expropiación para legalizar un asentamiento humano de hecho se debería 
realizar de la misma manera que una expropiación común, el Municipio debería transferir a su 
dominio la totalidad del bien fraccionado y objeto de la expropiación, previo al pago de la 
respectiva indemnización, sin embargo, de conformidad al artículo 596 del COOTAD este pago se 
realizará mediante títulos de crédito con vencimiento semestrales a un plazo no mayor a veinticinco 
años o conforme el pago que realicen los respectivos adjudicatarios, quienes deberán cubrir el valor 
proporcional que les corresponde a cada uno por su lote a través de pagos mensuales, asumiendo la 
deuda para legalizar y obtener el justo título de su predio.  
 
 
El Municipio debería contar con los recursos económicos suficientes en su presupuesto para 
solventar la indemnización por la expropiación al inicio del procedimiento conforme lo establece el 
artículo 323 de la Constitución que señala que se podrá efectuar la expropiación de bienes, previa 
justa valoración, indemnización y pago de conformidad con la Ley, lo cual no se prevé en el 




La importancia de esta investigación radica en que la Expropiación Especial para regularizar 
asentamientos de hecho, es un tema nuevo dentro del ordenamiento jurídico metropolitano, que no 
ha sido analizado aún a profundidad y que tiene plena vigencia pues se encuentra en ejecución; 
razones por las cuales es preciso demostrar que los legisladores al insertar esta modalidad de 
3 
 
expropiación en el COOTAD, lo hicieron sin un adecuado estudio de la realidad social, del impacto 
y las consecuencias de aplicar esta institución, pues hasta la actualidad el problema de los 
asentamientos de hecho ha forjado relaciones clientelares entre autoridades y posesionarios, 
ofreciendo dotación de servicios básicos, infraestructura y la legalización a cambio del apoyo en las 








1.1. Antecedentes para la promulgación del COOTAD 
 
En virtud de la incorporación de nuevas competencias atribuidas a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados y a una nueva organización territorial del Estado erigida en la Constitución de la 
República de 2008, el proyecto de Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización-COOTAD fue remitido a fin de implantar un cuerpo legal que integre la 
normativa y regule la organización, competencias y facultades de los GADs. Este nuevo código 
integra las normas jurídicas contenidas primordialmente en la Ley Orgánica de Régimen 
Municipal, Ley Orgánica de Régimen Provincial, Ley Orgánica de Juntas Parroquiales y demás 
leyes y decretos afines.  
 
Los antecedentes constitucionales expuestos en el COOTAD señalan que: 
 
 “el Ecuador ha emprendido un proceso ambicioso de reorganización territorial del 
Estado, de reconocimiento a la autonomía territorial, de impulso decidido a la 
descentralización, democratización de los gobiernos autónomos descentralizados, y de la 
construcción de un Estado plurinacional. El gran hito de este proceso de reestructuración 
del Estado es, sin duda, la transformación estructural que establece la Constitución. 
Dentro de ese marco, la Carta Magna establece distintos mandatos y cambios, entre los 
cuales se destacan principalmente: la introducción de los nuevos principios de solidaridad, 
subsidiariedad, equidad territorial e integración, que conjuntamente con el de 
participación reconocido también por la Constitución de 1998, se consagran como 
elementos fundamentales de la organización territorial del Estado, la autonomía y la 
descentralización; el reconocimiento pleno de la autonomía política, administrativa y 
financiera de los gobiernos autónomos descentralizados la creación de la región, que se 
conforma a partir de un proceso de integración voluntaria, equitativa y equilibrada de 
provincias histórica y culturalmente afines; cuyo gobierno regional gozará del mayor 
grado de autonomía; cantones con alta población, cuyos autónomos, para ejercerán las 
competencias propias del nivel cantonal y aplicables de los gobiernos provinciales y que le 
sean el impulso a la autonomía de los territorios en el marco de un Estado unitario y 
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solidario, instrumentado mediante la existencia de estatutos de autonomía de regiones y de 
distritos metropolitanos autónomos, que deberán ser aprobados en consultas populares; la 
afirmación del carácter plurinacional del Estado, a través de la creación de 
circunscripciones territoriales étnico culturales, que podrán ser conformadas en el marco 
de la organización político administrativa a través de una consulta popular, cuyos 
gobiernos ejercerán las competencias del nivel de gobierno correspondiente y se guiarán 
por los principios de interculturalidad, plurinacionalidad y de acuerdo con los derechos 
colectivos; la reivindicación de los sectores rurales, a través de la asignación de 
competencias fundamentales para el desarrollo a favor de las juntas parroquiales rurales, 
y mediante la existencia de representantes rurales al interior de los consejos regionales, 
provinciales y concejos cantonales; la conformación del consejo provincial con 
representantes de los concejos cantonales y de las juntas parroquiales rurales; el 
establecimiento de un sistema nacional de competencias y de un proceso de 
descentralización con carácter obligatorio y progresivo; la definición de competencias 
exclusivas para cada nivel de gobierno, el reconocimiento del ejercicio concurrente en la 
prestación de servicios públicos y la coordinación entre los niveles de gobierno; la 
existencia de un organismo conformado por representantes de todos los niveles de 
gobierno, que se ocupará principalmente de regular, resolver conflictos de competencias y 
asignar competencias residuales; o la ratificación del principio de que no habrá 
transferencia de competencias sin recursos, y la definición de que las asignaciones serán 
predecibles, directas, oportunas y automáticas; la asignación a los gobiernos autónomos 
descentralizados de al menos el 15% de los ingresos permanentes y un monto no inferior al 
5% de los no permanentes, correspondientes al Estado central y establece nuevos criterios 
de distribución de los recursos entre estos gobiernos” (Correa, 2009, pág. 1) 
 
Es decir que el Código Orgánico vigente, tiene su origen en el nuevo esquema de descentralización, 
autonomía y organización territorial; fue aprobado con ochenta y dos votos a favor y finalmente 
publicado en el Registro Oficial N° 303 el 19 de Octubre de 2010. En cuanto a los principios que 
enuncia el COOTAD están: unidad, solidaridad, coordinación y corresponsabilidad, subsidiariedad, 
complementariedad, equidad interterritorial, participación ciudadana y sustentabilidad del 
desarrollo; los cuales han sido definidos en relación a la aplicación que deben hacer los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados en estricto apego a la unidad territorial, jurídica, económica y la 
igualdad de trato. 
 
El  COOTAD  está  constituido  por  640  artículos,  entre  los  cuales  trae  como  novedad el 
Artículo 596, que habla de la expropiación especial para regularización de asentamientos urbanos, 
esta propuesta impulsada por el Alcalde y el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, tiene 
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en el COOTAD descrito el procedimiento que se deberá seguir para su aplicación y empezó a 
desarrollarse en Quito a partir del 22 de noviembre del 2012.  
 
 




El suelo es un recurso que por su naturaleza no puede incrementarse. Es además, debido a su condición de 
fijeza y al aumento progresivo de la población, un recurso escaso absoluto.  (Esquivel de Infante, 1974, pág. 117).  
Para desarrollar el tema que nos ocupa cabe determinar que el suelo se lo puede considerar como el 
espacio físico o el ámbito geográfico en el cual se han desarrollado las ciudades, las mismas que 
desde hace varios años como en el caso del Distrito Metropolitano de Quito han crecido de forma 
desproporcionada producto del desorden en la construcción de viviendas, urbanizaciones y barrios.  
 
La Ordenanza Metropolitana No. 0172 define al suelo como: 
 
“1. El soporte físico territorial incluidos el subsuelo y el espacio aéreo urbano, para la 
implantación de los diferentes usos y actividades y, cuya autorización para tal fin, se dará 
en concordancia con lo que dispone este Libro. 2 La implantación de los diferentes usos y 
actividades se dará en función de los usos asignados en el PMOT, las Reglas Técnicas de 
Arquitectura y Urbanismo y otros instrumentos de planificación complementarios”. (DMQ, 
2012). 
 
“La ciudad es un hecho colectivo que condiciona la vida de todos sus habitantes (…), la ordenación 
urbanística surge, entonces, como una función pública; es el Estado el que debe determinarla, no puede 
estar librada a la conveniencia del propietario de realizar cualquier obra en su terreno”  (Vidal Perdomo, 
1985, págs. 115-117), es decir que el crecimiento de la ciudad debe seguir un orden, una 
planificación establecida tanto en la ley como por la respectiva autoridad; y a su vez el propietario 
de  un  predio debe cumplir con las disposiciones de planificación y no utilizar su predio como una 
mercancía.  
 





 “el ordenamiento territorial es una política de Estado y un proceso planificado de 
naturaleza política, técnica y administrativa, cuyo objeto central es el de organizar, 
armonizar y administrar la ocupación y uso del espacio, de modo que éstos contribuyan al 
desarrollo humano ecológicamente sostenible, espacialmente armónico y socialmente 
justo.”  (Massiris, 2000) 
 
 
1.2.2. Clasificación del Suelo 
 
La clasificación del suelo es considerada como: 
 
“un instrumento básico de la ordenación urbanística y que se realiza atendiendo a la 
situación fáctica actual de los terrenos y al destino urbanístico que el planeamiento 
general prevea en cada caso. Distingue el suelo que ya es ciudad o está en condiciones de 
incorporarse a ella, el nuevo suelo de crecimiento que debe o puede incorporarse a ella, y 
por último el suelo que debe permanecer vinculado a su destino original y natural”  
(Municipio de Montilla, 2011) 
 
Es decir, lo que corresponde a suelo urbano, de expansión urbana y rural. 
 
Pedro Fernández señala que: “el régimen urbanístico en el que se divide el suelo, determina si es urbano, 
urbanizable o no urbanizable, estableciendo los derechos y deberes de sus propietarios”  (Fernández, 2010). 
Es decir que, la clasificación del suelo es un instrumento o una técnica de planificación para un 
mejor uso del suelo, ejecución de proyectos  de  edificación  o  urbanización  siempre  que  siga  la  
planificación  hecha  por la autoridad competente.  
 
José Antonio Rosa señala que:  
 
“La clasificación del suelo es un instrumento de la planificación urbanística para 
racionalizar el término municipal que, junto con la calificación, sirve para programar el 
desarrollo urbanístico de la ciudad, organizando el suelo a través de la ordenación 
urbanística que otorga derechos y obligaciones a sus propietarios, en orden a satisfacer 
los intereses colectivos.” (Rosa, 2010). 
 
Por lo tanto, a través de esta clasificación también se establecen los derechos y las limitaciones de 
planificación que regirán las propiedades ubicadas en estos suelos. Es así que encontramos tres 
clases de suelo: 
8 
 
Suelo Urbano.- Es el que “cuenta con acceso vial, suministro de energía, agua y alcantarillado o el que 
está consolidado por un entorno edificado” (Grau Asociados), es decir es aquel que preferentemente 
cuenta con todos los servicios públicos, infraestructura vial y al cual se puede acceder de dos 
maneras: 
 
Existen dos formas de acceso al suelo: “el legal y el ilegal, estas dos modalidades obedecen a una 
dinámica única, relacionada con la estructura misma del mercado inmobiliario de suelo y vivienda y con los 
condicionamientos socioeconómicos estructurales que están detrás de ellos”  (Calderón, 1999). 
 
Suelo Urbanizable.- también conocido como suburbano, de expansión urbana o de reserva urbana;  
es aquel suelo que no cuenta con toda la infraestructura básica para ser urbano por no encontrarse 
dentro de la planificación municipal pero no se lo puede considerar como no urbanizable pues se lo 
puede adecuar o incluir; dentro de esta clase de suelo a su vez encontramos dos subclases; la 
primera es aquella que no se encuentra en ninguna panificación, zonificación o programa de 
vivienda y la segunda comprende el suelo en el que ya se han ubicado los asentamientos de hecho. 
Es decir, que en este suelo generalmente surgen los fraccionamientos ilegales. 
 
Suelo No Urbanizable.- conocido también como suelo rural e incluye aquellos predios que se 
encuentran protegidos por sus características propias ya sean estas de interés ecológico como las 
zonas de protección ecológica; de interés histórico o arqueológico; o simplemente por el hecho de 
estar ubicados en zonas de riesgo donde podrían presentarse deslaves, deslizamientos, incendios, y 
por lo tanto no pueden ser urbanizados. 
 
 
1.3. DERECHO DE DOMINIO O PROPIEDAD DEL SUELO 
 
1.3.1.  En Derecho Civil y en Derecho Municipal 
 
Para entender de mejor manera cabe mencionar que el derecho de dominio (que se llama también 
propiedad) de conformidad a lo señalado en el artículo 599 del Código Civil “es el derecho real en 
una cosa corporal, para gozar y disponer de ella, conforme a las disposiciones de las leyes y respetando el 
derecho ajeno, sea individual o social”. El dominio es un derecho estrictamente real, el autor 
Leonardo Rivas Cadena sostiene que: “en el dominio, la relación del propietario con la cosa es tan 
entrañable, tan integradora, tan directa, tan operante como no la hay en otro derecho real”  (Rivas 
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Cadena, 1974, pág. 99), es decir, que es la facultad de una persona para usar y disponer de los 
bienes que posee. 
 
Los derechos reales “son los derechos que atribuyen al titular un señorío o poder inmediato sobre la cosa, 
señorío o poder que es pleno (…)”  Los derechos reales tienen dos elementos: “el sujeto o titular del 
derecho tiene el poder de aprovecharse de la cosa en forma total o parcial, activo y la cosa objeto del 
derecho que debe ser determinada individual o específicamente (…)” (Alessandri, 1999,pág. 47) 
 
Algunos autores de Derecho Civil atribuyen características al Derecho de Dominio entre las cuales 
están:  
 
 Es un derecho real, es decir que recae sobre una cosa corporal, no así la propiedad que 
también puede recaer sobre una cosa incorporal como es el caso de la propiedad intelectual 
o industrial.  
 Es un derecho de uso, goce y disposición, es decir que le da al dueño todas las facultades 
para disponer plenamente de la cosa que es de su propiedad. 
 
 Es un derecho absoluto, sin que ello implique que es ilimitado pues tiene restricciones 
impuestas por la Ley o por derechos individuales o colectivos de los demás; y es un 
derecho exclusivo, ya que el propietario de una cosa puede gozar de esta e impedir la 
intromisión de ajenos.   
 
En lo referente a la expropiación, el derecho de propiedad se enfoca en la propiedad privada, un 
derecho subjetivo sujeto a ciertas condiciones como es el cumplir con un fin social. Entre las 
limitaciones al derecho de propiedad, los autores consideran que están: servidumbre, expropiación, 
ocupación temporánea, requisición, decomiso, confiscación y secuestro de bienes. Además cabe 
resaltar que el Derecho de Dominio no caduca, pero sí se lo puede transferir a otro persona 
conforme lo manda la Ley.  
 
Por lo tanto el derecho de dominio del suelo se lo puede adquirir a través de su acceso formal o 
informal, en Derecho Municipal ésta segunda forma de acceder es la más aplicada y está 
constituida por los asentamientos informales, invasiones o fraccionamientos clandestinos que a 
criterio de García Hernández “ha dado lugar a la formación de un hábitat segregado físico y socialmente 
marcado por la pobreza de su medio y la de sus habitantes. (García Hernández, 2006, pág. 218)”, los 
posesionarios de los lotes no solo carecen del título de dominio o propiedad sino que también son 
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víctimas de estafa ya que los fraccionadores ilegales no solo cobran por la supuesta venta sino que 
además cobrarán un rubro extra por la legalización del predio. 
 
Acceso Legal.- como su palabra lo indica es aquel apegado a Derecho y a la planificación hecha 
por el Gobierno Municipal o Metropolitano, cumple con todos los requisitos establecidos en la 
normativa vigente. Sin embargo, esta forma de acceso es limitado para las familias de bajos 
recursos económicos, razón por la cual no es muy común y las familias optan por adquirir tierras de 
forma no apegada a Derecho como se describe en los siguientes párrafos.  
 
Acceso Ilegal.- es el más común y se representa a través de los asentamientos irregulares o 
fraccionamientos ilegales; es decir contrariando las normas jurídicas vigentes; esta forma de acceso 
surge por necesidad de las personas de limitados recursos económicos de contar con un lugar donde 
vivir sin considerar las condiciones en las que van a vivir pues el suelo donde se asientan 
generalmente está ubicado en zonas de riesgo o protegidas y no son aptos para ser urbanizados. 
 
Según Alfonso Rodríguez López: 
 
“Ante la falta de oferta de suelo urbano accesible a familias de escasos recursos, las 
mismas lo ocuparon de manera ilegal, bajo las siguientes características: 
 
Al no encontrar suelo urbano y vivienda económicos en los centros históricos, las familias 
se ubicaron en la periferia de las poblaciones, y ocuparon suelos ejidales, comunales, 
particulares o del gobierno, sin servicios públicos; en ocasiones en zonas de peligro, por 
inundaciones, deslizamiento de suelos arenosos de vía federal, estatal o municipal; se 
crearon zonas marginadas, no sólo de la Ley, sino también de los servicios públicos, con la 
tenencia de suelo, pero sin el reconocimiento público de la propiedad(…)” (Rodríguez, 
2013). 
 
Es así que el acceso ilegal deriva en la formación de asentamientos informales que son conjuntos 
de viviendas, producto de la ocupación o invasión de tierras financiadas por sus habitantes, Brakarz 
señala “que los habitantes de los asentamientos informales presentan condiciones de marginalidad física y 






1.3.2. Modos de adquirir el Dominio 
 
En cuanto a los modos de adquirir el dominio encontramos varias formas, tanto legales como 
contrarias a la Ley, por lo tanto cuando se accede de manera formal al suelo como se mencionó en 
líneas anteriores, podemos concluir que también se contribuye con el crecimiento planificado de la 
ciudad.  
 
Los tratadistas clásicos consideran que para perfeccionar el derecho cuando se adquiere un bien, es 
necesario considerar el título y el modo de adquisición, mientras que otra teoría impulsada por 
tratadistas italianos y franceses afirman que el acuerdo de voluntades es el único requisito sin que 
sea necesario un título o su inscripción.  
 
 
Nuestra legislación se fundamenta en la teoría clásica, y es importante distinguir que en ella se 
enuncian modos originarios de adquirir el dominio como la ocupación, accesión y prescripción; y 
modos derivativos como la tradición y sucesión por causa de muerte. Es decir que, la propiedad se 
adquiere originara o derivativamente. (Larrea Holguín, 2008, pág. 184). 
 
Los modos originarios se presentan cuando un derecho surge por primera vez, proveyendo a quien 
lo adquiere de un título constitutivo de dominio, mientras que los modos derivativos surgen cuando 
una persona transmite o traspasa su derecho a otra persona, dotándolo de un justo título traslativo 
de dominio. 
 
Entre las maneras más usuales que las personas aplican para adquirir el dominio del suelo 
encontramos: 
 
 Ocupación.- Es el modo más primitivo y natural de adquirir el dominio consiste en (…) la 
apropiación por parte del hombre de cosas que carecen de dueño. (…) La ocupación supone un 
elemento material y otro intencional, la aprehensión material de la cosa y la voluntad de hacerla 
propia. (Larrea Holguín, 2008, pág. 197). 
 
Es un modo originario, es la forma mediante la cual se adquiere el dominio de las cosas 
que no pertenecen a ninguna persona natural o jurídica y cuya ocupación no está prohibida 
en la Ley. En este modo no es necesario el título de dominio cuando de bienes muebles se 
trata ya que basta con la simple aprehensión; en el caso de bienes inmuebles sí es necesario 
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que exista una sentencia judicial o un acto administrativo emitido por autoridad competente 
que declare la ocupación del inmueble. 
 
Cabanellas define a la ocupación como “un modo originario de adquirir la propiedad mediante 
la aprehensión o apoderamiento de una cosa que carece de dueño, por no haberlo tenido nunca, 
por haber hecho abandono de la misma su último propietario o por haber fallecido éste sin 
herederos”.  (Cabanellas, 1993). 
 
 Tradición.- es el acto mediante el cual una persona entrega a otra un bien, siempre que 
exista la facultad de transferir y de recibir respectivamente. 
 
 Prescripción.- mediante este modo se adquiere el dominio de los bienes de otro titular por 
haberse reunido ciertas condiciones establecidas en la Ley. 
 
 Posesión.- de conformidad al artículo 715 del Código Civil, "es la tenencia de una cosa 
determinada con ánimo de señor o dueño (…)” esta tenencia puede presentarse de manera 
regular cuando existe el justo título o puede ser irregular.  
 
 
 Sucesión por causa de muerte.- mediante esta forma se adquiere el dominio de los bienes 
que ha dejado el causante, ya sea como herencia o como legado.  
 
 Compraventa.- es el acto mediante el cual una persona transfiere el dominio a otra a 
través de la firma de un contrato en el cual las partes se obligan mutuamente a entregar el 
bien y a pagar el justo precio respectivamente. 
 
Con estos antecedentes, se concluye que el dominio del suelo puede pertenecer a: 
 
a) Propietario Único.- puede ser una persona natural o jurídica como los Comités Pro 
Mejoras, Cooperativas o Asociaciones legales o creados por fraccionadores ilegales 
quienes son los principales responsables de los asentamientos de hecho o barrios 
informales. 
 
b) Copropietarios.- de conformidad al Código Civil es sinónimo de indivisión,  es decir 
pueden ser dos o más propietarios de un mismo suelo. 
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1.4. FRACCIONAMIENTO DEL SUELO  
  
 
El fraccionamiento del suelo es la división de un terreno o de un predio en varios lotes siguiendo 
los lineamientos y limitaciones previstos en la norma jurídica respectiva, a criterio de Dromi el 
fraccionamiento son “las limitaciones impuestas a la propiedad privada que se subdivide” (Dromi, 1997, 
pág. 236). 
 
El fraccionamiento es una potestad pública única y exclusiva de los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados Municipales o Metropolitanos a través de su Departamento de Planificación que 
de conformidad al artículo 54 del COOTAD le corresponde:  
 
“c) Establecer el régimen de uso del suelo y urbanístico, para lo cual determinará las 
condiciones de urbanización, parcelación, lotización, división o cualquier otra forma de 
fraccionamiento de conformidad con la planificación cantonal, asegurando porcentajes 
para zonas verdes y áreas comunales; e) Elaborar y ejecutar el plan cantonal de 
desarrollo, el de ordenamiento territorial y las políticas públicas en el ámbito de sus 
competencias y en su circunscripción territorial, de manera coordinada con la 
planificación nacional, regional, provincial y parroquial, y realizar en forma permanente, 
el seguimiento y rendición de cuentas sobre el cumplimiento de las metas establecidas (…); 
  
Y, en el caso del Distrito Metropolitano de Quito el artículo 84 del COOTAD señala: 
 
“c) Establecer el régimen de uso del suelo y urbanístico, para lo cual determinara las 
condiciones de urbanización, parcelación, lotización, división o cualquier otra forma de 
fraccionamiento de conformidad con la planificación metropolitana, asegurando 
porcentajes para zonas verdes y áreas comunales (…);  
 
e) Establecer y ejecutar el plan metropolitano de desarrollo, de ordenamiento territorial y 
las políticas públicas en el ámbito de sus competencias y en su circunscripción territorial, 
de manera coordinada con la planificación nacional, regional, provincial y parroquial, y 
realizar en forma permanente, el seguimiento y rendición de cuentas sobre el cumplimiento 






1.4.1. Fraccionamiento legal del suelo 
 
Este tipo de fraccionamiento es aquel que está permitido por la Ley respectiva y que se ha 
dispuesto tomando en consideración la Planificación realizada por la autoridad competente y la 
función social y ecológica que desde hace algún tiempo atrás se le ha atribuido al suelo. 
 
 
 Subdivisión o fraccionamiento.- este tipo de división se produce cuando en el predio 
surgen hasta diez lotes. 
 
 Urbanización.- en este tipo de división del suelo, surgen más de diez lotes. 
 
 Propiedad Horizontal.- este tipo de fraccionamiento tiene sus características propias ya 
que está regulado por su propia Ley y reglamento y se lo entiende como “el derecho común 
en parte y privativo en otra, resultante de corresponder una misma casa a distintos propietarios, 
dueños exclusivos cada uno de ellos de un piso, departamento u otra vivienda independiente” 
(Cabanellas, 2006).. El resultado de esta forma de división del suelo son alícuotas 
correspondientes a una casa, departamento, local comercial, oficina, etc. 
  
El Dr. Juan Larrea Holguín en su obra señala que se llama generalmente propiedad horizontal 
a la que consiste en pisos o departamentos de un edificio, perteneciente a diversos dueños (…) 
elemento característico de la propiedad horizontal es el de que cada piso o departamento tenga su 
salida o acceso independiente a lugar público (…)  (Larrea Holguín, 2008, pág. 159). 
 
 
1.4.2. Fraccionamiento ilegal del suelo 
 
El fraccionamiento ilegal del suelo es dividir un predio sin contar con la respectiva autorización, 
que éste se encuentre en zonas que por sus características no son aptas para ser fraccionadas o que 
no cuente con los servicios básicos necesarios, esta división lo realiza el propietario del predio sin 
consentimiento de las autoridades y con fines de lucro, o a su vez puede realizarla una tercera 
persona que sin ser titular del dominio incita a la ocupación o invasión del terreno igualmente para 
obtener beneficios propios. 
 
El fraccionamiento ilegal del suelo es el resultado principalmente de la poca capacidad del 
Gobierno Local para controlar el aparecimiento de asentamientos humanos de hecho pues la gran 
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mayoría de fraccionadores ilegales no han recibido una sanción ejemplar ya que su astucia y 
estrategia les ha permitido continuar lucrando con el uso del suelo. Esta situación cobra más fuerza 
en los sectores de escasos recursos económicos debido a la ingenuidad de las personas que son 
fácilmente engañadas ante la ilusión de tener una vivienda propia y que colaboran con el 
incremento de barrios informales y el crecimiento desordenado de la ciudad. 
 
Las formas más comunes de fraccionamiento ilegal son las invasiones y ocupaciones pues permiten 
a los asentamientos de hecho crecer a un ritmo acelerado como lo señala Norma García de 
Hernández: 
 
“De la astucia y apresuramiento con que se actúe dependerá, en parte el éxito de la acción 
emprendida. En el menor tiempo posible, en escasas hora, se debe consumir el hecho: 
tomar una tierra propiedad de otro. El modo de proceder, aunado al abultado cuadro de 
pobreza, que asiste en los invasores, signa al incipiente desarrollo. Pues además de estar 
cargado de improvisación, al transgredirse el derecho a la propiedad, el asentamiento 
surge infringiendo patrones convencionales, fuera de patrones establecidos. Así, el 
incipiente asentamiento desde sus inicios adquiere carácter ilegal, clandestino o no 
controlado". (García Hernández, 2006). 
 
En nuestra legislación el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización COOTAD, en sus artículos 476 y 477, respectivamente, prescribe que el 
fraccionamiento ilegal o no autorizada se presenta en dos formas, aquel realizado sin fines 
comerciales y el que se efectúa con fines comerciales, es decir con ánimo de lucro. 
 
Artículo 476.- Fraccionamientos no autorizados sin fines comerciales.- Si de hecho se 
realizaren fraccionamientos sin aprobación de la municipalidad, quienes directa o 
indirectamente las hubieran llevado a cabo o se hubieran beneficiado en alguna forma de 
ellas, no adquirirán derecho alguno frente a terceros y la municipalidad podrá sancionar 
con una multa equivalente al avalúo del terreno a los responsables; excepto cuando el 
consejo municipal o distrital convalide el fraccionamiento no autorizado de asentamientos 
de interés social consolidados. 
 
Artículo 477.- Fraccionamiento de inmuebles sin autorización con fines comerciales.- 
Quien procediere al fraccionamiento total o parcial de un inmueble situado en el área 
urbana, con fines comerciales, sin contar con la autorización de la respectiva autoridad, y 
recibiere y ordenara recibir cuotas o anticipos en especie o en dinero, por concepto de 
comercialización del mismo, incurrirá en delito de estafa tipificado en el Código Penal. 
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Las municipalidades afectadas aplicarán las sanciones económicas y administrativas 
previstas en la ley  y en las respectivas ordenanzas.  
 
Con estos antecedentes se puede establecer la diferencia que existe entre urbanizar y lotizar, pues 
para urbanizar se debe regular el predio, es decir que se debe contar con planos arquitectónicos, 
permisos de construcción, dotarla de infraestructura básica como alcantarillado, acceso vial y 
peatonal, luz eléctrica, agua potable, aceras, bordillos, y dejar  la correspondiente área verde; 
mientas que la lotización como en la mayoría de casos cuenta con poco o nada de esta 
infraestructura necesaria y sin la respectiva autorización de la autoridad competente para el 




1.5. USO DEL SUELO EN EL DISTRITO METROPOLITANO DE QUITO 
 
El Uso del suelo dentro del Distrito Metropolitano de Quito está regulado por la Ordenanza No. 
0172 sancionada el 30 diciembre de 2011 y publicada el martes 11 de septiembre de 2012, en el 
Registro Oficial No. 328, cuerpo normativo referido a la Planificación Territorial, Zonificación, 
Plan de Uso y de Ocupación del Suelo del PMOT (PUOS); Plan Metropolitano de Ordenamiento 
Territorial (PMOT); y los instrumentos complementarios como los planes de escala metropolitana 
Planes Maestros; planes de escala zonal: Planes Parciales; planes de escala parroquial o sectorial: 
Planes de Ordenamiento Territorial. Planes Estratégicos y Proyectos urbanos-arquitectónicos 
especiales; Reglas Técnicas de Arquitectura y Urbanismo e Instrucciones Administrativas y flujos 
de procedimiento específicos. 
 
Es así que de conformidad a lo establecido en esta Ordenanza Metropolitana No. 0172, la 
clasificación general del suelo está integrada por: suelo urbano y rural, es decir ya no existe 
como una categoría independiente el suelo de expansión urbana o urbanizable “a) Suelo 
urbano y de expansión urbana, es aquel que cuenta o tiene programadas vías, redes de servicios e 
infraestructura pública y con ordenamiento urbanístico definido y aprobado como tal por el PMOT u otros 
instrumentos de planificación. b) Suelo rural, es aquel que por su condición natural o ambiental; su 
vocación agrícola, ganadera, forestal o de extracción de recursos naturales; o, su interés paisajístico, 




Sin embargo, personal de la Secretaría de Ordenamiento Territorial, Hábitat y Vivienda en boletín 
de prensa el 23 de Diciembre de 2012, indicó que en el nuevo Plan de Uso y Ocupación del Suelo 
que tiene la ciudad, se clasifica al suelo del Distrito Metropolitano de Quito únicamente en suelo 
urbano y rural eliminando “el suelo urbanizable para evitar la expansión urbana en la periferia y más 
bien se apuesta a la densificación (concentración urbana en sitios que poseen todos los servicios, elevación 
de edificaciones en altura, aprovechamiento de terrenos baldíos, etc.). (DMQ, 2012). En consecuencia, la 
política metropolitana es propender al crecimiento de la ciudad no horizontalmente sino 
verticalmente, es decir en altura. 
 
 
1.5.1. SECRETARÍA DE COORDINACIÓN TERRITORIAL Y PARTICIPACIÓN 
 
Equivalente a una dirección, es una dependencia del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito 
encargada de coordinar la gestión que realizan las Administraciones Zonales para garantizar la 
ejecución de las políticas metropolitanas de ordenamiento territorial y la participación ciudadana. 
Entre los proyectos de la secretaria tenemos los centros comunitarios y principalmente los 
programas de gestión participativa, desarrollo económico y regularización de barrios, este último el 
de mayor trascendencia para el tema en estudio pues tenía como objetivo regularizar en cinco años 
los más de quinientos barrios informales que existen en nuestra ciudad. 
 
 
1.5.2. SECRETARÍA DE TERRITORIO, HÁBITAT Y VIVIENDA 
 
Equivalente a lo que antes se denominaba, Dirección de Planificación; y es una dependencia o 
unidad administrativa encargada de los procesos de planificación, las políticas públicas 
territoriales, de uso del suelo, hábitat y vivienda,  creada mediante Resolución N° A0002 del 06 de 
Agosto de 2009. 
 
Esta secretaría orgánicamente está conformada por la Dirección Metropolitana de Políticas y 
Planeamiento del Suelo; de Desarrollo Urbanístico y de Gestión Territorial; conjuntamente con la 
colaboración de la Empresa Pública Metropolitana de Agua Potable y Saneamiento; Empresa 
Pública Metropolitana de Hábitat y Vivienda; Instituto Metropolitano de Patrimonio y la Empresa 






1.5.2.1. Competencias y Atribuciones 
 
Entre otras, las principales competencias y atribuciones son las relacionadas con la planificación y 
gestión del desarrollo del territorio; formular y ejecutar el Plan Metropolitano de Ordenamiento 
Territorial (PMOT); dirigir y coordinar los procesos de planificación urbano-territorial enmarcados 
dentro de la sostenibilidad, inclusión, calidad y universalidad. 
 
 
1.5.2.2. Dirección Metropolitana de Desarrollo Urbanístico 
 
Sus funciones son: 
 
 Formular políticas públicas y lineamientos estratégicos de desarrollo urbanístico. 
 
 Identificar y priorizar los proyectos y estudios urbanísticos en concordancia con el Plan 
Metropolitano de Ordenamiento Territorial. 
 
 Desarrollar instrumentos de gestión urbanística. 
 
 Coordinar y supervisar las actuaciones urbanísticas de arquitectura y espacios públicos 
encargadas a las entidades ejecutoras del sector. 
 
 
1.5.2.3. Dirección Metropolitana de Políticas y Planeamiento del Suelo 
 
Tiene como funciones las siguientes: 
 
 Formular políticas públicas territoriales, de usos del suelo, de hábitat, de patrimonio 
edificado y vivienda. 
 
 Realizar estudios e investigaciones que apoyen y sustenten la planificación y el 
Ordenamiento Territorial del DMQ. 
 
 Gestionar la generación, procesamiento, recopilación y disponibilidad de información 
relevante para la planificación urbano-territorial, cantonal y parroquial. 
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 Priorizar las necesidades, demandas y problemas de ordenamiento urbano y territorial 
desde la perspectiva del Gobierno Local y de la sociedad. 
 
 Evaluar impacto de los planes, programas y proyectos de intervención urbanística. 
 
 Formular de manera participativa el Plan Metropolitano de Ordenamiento Territorial en 
concordancia con la planificación nacional, regional, provincial y parroquial. 
 
 Determinar y priorizar alternativas de solución y o protección urbano-territorial y efectuar 
su análisis de viabilidad y factibilidad 
 
 Dirigir la elaboración técnica de estudios y de propuestas relacionadas con las normas y 
ordenanzas reguladoras del uso del suelo. 
 
 Elaborar propuestas de ordenanzas, resoluciones de temáticas territoriales, normas y 
procedimientos para el desarrollo controlado urbano y distrital.  
 
 
1.5.2.4. Dirección Metropolitana de Gestión Territorial 
 
Encargada de gestionar de manera ordenada y coherente, con eficiencia, eficacia y efectividad los 
trámites relacionados a la planificación territorial, uso del suelo, hábitat y vivienda requeridos por 
el Consejo Metropolitano. Entre otras de sus funciones cabe resaltar que se le atribuye: absolver y 
resolver consultas aclaratorias de aplicación de instrumentos de planificación y reglas técnicas en 
materia de uso de suelo; coordinar con la Agencia Metropolita de Control el proceso técnico de 
control territorial, brindar soporte técnico y absolver consultas de trámites en las administraciones 
zonales. 
 
Todos estas direcciones mencionadas forman parte del organismo de control de planificación y uso 
del suelo del Distrito Metropolitano de Quito, quienes de manera conjunta trabajan en función del 
Plan de Uso y Ocupación del Suelo, del Plan Metropolitano de Ordenamiento Territorial y de las 
respectivas ordenanzas para promover el crecimiento ordenado y planificado de la ciudad, para lo 
cual además cuentan con el soporte de la Unidad Especial Regula Tu Barrio de la cual se tratará 










2.1. Definición  
 
Para una mejor comprensión del tema que se trata, es trascendente determinar el origen de la 
potestad expropiatoria de la Administración, para lo cual cito a los tratadistas García de Enterría y 
Ramón Tomás Fernández, quienes señalan que la Administración posee una potestad “por la cual 
puede incidir gravosamente sobre las situaciones jurídicas de los particulares” y se denomina potestad 
ablatoria. Es decir que, “la Administración tiene el poder de sacrificar situaciones patrimoniales de los 
particulares, en las cuales no se limitan derechos afectados, sino que se extinguen como tales derechos total 
o parcialmente. Es así que la ablación de derechos se representa a través de las expropiaciones actuadas en 
estado de necesidad” (…).  (García de Enterría & Fernández, 1981, pág. 106). 
 
Además, enseñan que:  
 
 “La expropiación sacrifica la propiedad privada o derechos o intereses patrimoniales 
legítimos o facultades parciales del dominio porque su mantenimiento resulta incompatible 
con la utilidad pública o el interés social, formalmente declarados, en cuanto que estos 
imponen una afectación nueva del objeto a expropiar que implica el desapoderamiento del 
titular privado pero es característico que esta privación se hace en consideración a un 
beneficiario, que puede ser una persona pública (la misma Administración expropiante u 
otra en su caso), o incluso una persona privada, beneficiario que queda por ello gravado 
con la carga de satisfacer un justo precio al expropiado que compense la pérdida que éste 
ha sufrido”.  (García de Enterría & Fernández, 1981, pág. 106). 
 
Por tanto, la potestad ablatoria produce privación o eliminación de derechos privados en atención a un 
interés público que se califica bajo el concepto jurídico indeterminado de expropiación por utilidad pública.  
(Cassagne, 2002, pág. 589). 
 
Una vez mencionado esto iniciaré expresando algunas definiciones de Expropiación: a criterio de 
Gabino Fraga “es un medio por el cual el Estado impone a un particular la cesión de su propiedad cuando 
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existe una causa de utilidad pública, mediante ciertos requisitos de los cuales el principal es la 
compensación que al particular se le otorga por la privación de esa propiedad.”  (Fraga, 1980, pág. 375). 
 
 El Dr. Rodrigo Jijón afirma que expropiar es “privar a una persona de la propiedad de un bien dándole 
a cambio una indemnización” (Jijón, 2012). 
 
Salvador Mendoza considera que la expropiación, “supone el poder soberano y eminente del Estado 
para limitar el derecho de aprovechar, usar y abusar de los bienes patrimoniales conferido en la fórmula 
fruendi, utendi et abutendi  del Derecho Romano”.  
 
 
 De igual forma el tratadista Roberto Dromi, afirma que la Expropiación es:  
 
“El instituto de Derecho Público mediante el cual el Estado, para el cumplimiento de un 
fin de utilidad pública, priva coactivamente de la propiedad de un bien a su titular, 
siguiendo un determinado procedimiento y pagando una indemnización previa, en dinero 
integralmente justa y única”. (Dromi, 1997). 
 
En tal virtud, puedo definir a la expropiación como una institución jurídica del Derecho Público a 
través de la cual el bien de un particular es transferido a favor de la Administración por razones de 
beneficio público y en ejercicio de sus potestades exorbitantes; a cambio de una indemnización 
correspondiente al justo precio del bien. Consecuentemente, con la expropiación se da paso a la 
transferencia del derecho de dominio del expropiado al expropiante y al derecho a una 
indemnización.  
 
Las  entidades públicas tienen la potestad para realizar la expropiación a fin de realizar obras  que 
beneficien a la sociedad, las mismas deben estar contempladas en el Plan de Desarrollo, como lo 
estipula el Artículo 323 de la Constitución de la República del Ecuador que señala:  
 
“Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo sustentable del ambiente y 
de bienestar colectivo, las instituciones del Estado, por razones de utilidad pública o 
interés social y nacional,  podrán declararla expropiación de bienes, previa justa 
valoración, indemnización y pago de conformidad con la ley, Se prohíbe toda forma de 





2.2. Naturaleza Jurídica 
 
Respecto a la naturaleza jurídica de la expropiación existen varias teorías: algunos la consideran 
como una compraventa forzosa bajo las normas del Derecho Privado; otros señalan que es un 
instituto del Derecho Público por ser una decisión estatal en beneficio del interés común. Es así que 
se pueden considerar dos doctrinas:  
 
“la primera representada por Villanova, Royo, García Oviedo y Fernández de Velasco, 
quienes afirman que la expropiación es una limitación al derecho de dominio que un 
propietario tiene sobre su bien; y, la segunda es la doctrina italiana representada por 
Alessi y Lucifredi quienes consideran que la expropiación es una prestación que tiene el 
particular a favor de la Administración cuando su bien es considerado útil para su 
sociedad (…).” (Pera Verdaguer, 2002, pág. 79). 
 
De la primera se desprende la “doctrina civilista que considera a la expropiación como venta forzosa, sin 
embargo al aceptarla completamente se estaría aceptando a la vez un vicio en el contrato pues intervendría 
la fuerza;  y al aceptar a la expropiación como una institución meramente del Derecho Público no se estaría 
considerando sus consecuencias en el ámbito civil, ya que la potestad del Estado no deja de lado el derecho 
del particular” (Pera Verdaguer, 2002, pág. 79). 
 
Roberto Dromi, sostiene que la expropiación “es el instituto de Derecho Público mediante el cual el 
Estado, para el cumplimiento de un fin de utilidad pública (…)”.  (Dromi, 1997). 
 
A mi criterio considero que la naturaleza jurídica de la expropiación en nuestra legislación es 
mixta, ya que es una institución de Derecho Público, por cuanto es el resultado de una decisión del 
Estado tomada en base de su poder soberano en beneficio del interés común y cuyo procedimiento 
se encuentra previsto tanto en el COOTAD como en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública; sin embargo, en lo referente al justo precio que se paga al expropiado, que es 
la compensación que debe recibir por mandato de la ley; si éste no está conforme con el monto que 
recibirá, se debe iniciar un litigio cuyo trámite se prevé en el Código de Procedimiento Civil, es 
decir que interviene también el Derecho Privado. 
 
Autores como Alonso Valencia sostienen que el fenómeno expropiatorio posee características de ambas 
figuras. Sin embargo, en la actualidad la doctrina dominante es muy clara al señalar que la expropiación es 
un instituto de naturaleza homogénea, esencialmente “publicista” en sus dos etapas (Valencia Salazar). No 
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2.3. Elementos de la Expropiación 
 
El Dr. Juan Carlos Benalcázar Guerrón en un análisis sobre el tema considera que la expropiación 
debe reunir requisitos esenciales que se encuentran previstos en la misma Constitución, estos son: 
“Que exista un fin social (causa expropiandi); que este fin sea determinado por un instrumento normativo 
con rango de ley; que se efectúe siguiendo el procedimiento indicado; y, que exista previamente justa 
valoración, pago e indemnización”  (Benalcázar, 2013). 
 
Utilidad Pública o Interés Social.-  No tiene una definición concreta pero se considera que es todo 
lo que beneficia a una importante mayoría de la población. Es decir, que la utilidad pública   se   
determina   para  satisfacer  las   exigencias  del  interés  común,  satisfacer  una necesidad pública 
como destinar el bien expropiado a un parque, una plaza, una avenida, etc.; mientras  que el interés 
social se puede resumirlo como un beneficio para un segmento de la colectividad, como el caso en 
que el bien expropiado se lo destine para un programa de vivienda de interés social.  
 
La doctrina dominante señala que la diferencia entre la utilidad pública y el interés social es que:  
 
“existe expropiación por causa de utilidad pública cuando el bien objeto de la 
expropiación pasa a integrar el patrimonio de una entidad pública, cuando el bien 
expropiado pasa del ámbito de la propiedad privada al del dominio público; por el 
contrario existe expropiación por causa de interés social cuando el bien expropiado no 
pasa a integrar el patrimonio de una entidad pública, sino el de un particular”. (Guerra, 
1996, pág. 41). 
 
Los términos de utilidad pública son incluidos en nuestra legislación en el año de 1835, en la 
Constitución aprobada por la Convención reunida en Ambato, en la cual se estipula que la utilidad 
pública sea calificada por una ley:  
 
“Artículo 97.- Ningún ecuatoriano será privado de su propiedad o del derecho a que a ella 
tuviere, sino en virtud  de sentencia judicial; salvo el caso en que la utilidad pública, 
calificada por una ley, exija su uso o enajenación, lo que tendrá lugar dándose 
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previamente al dueño la indemnización que se ajustare con él, o se avaluare a juicio de 
hombres buenos (…) “ (Trabuco, 1975, pág. 66). 
 
 
En 1906, durante la Revolución Liberal, se mantuvo el contenido de la norma constitucional 
referente a la expropiación: El derecho de propiedad. Nadie puede ser privado de sus bienes, sino en 
virtud de sentencia judicial, o de expropiación por causa de utilidad pública. En este segundo caso, se 
indemnizará previamente al propietario, el valor de la cosa expropiada (Trabuco, 1975, pág. 326). 
 
Desde el año de 1946, en el artículo 183 de la Constitución vigente en esa época, se autoriza al 
Fisco, las Municipalidades y las instituciones de Derecho Público a expropiar por causa de utilidad 
pública y prevé la expropiación para construcción, ensanche de vías y mejora de caminos ferrovías 
campos de aviación y poblaciones las cuales deberán regirse a leyes especiales, (…)  (Trabuco, 1975, pág. 
66). siendo esta norma  la única dentro de todas las constituciones ecuatorianas que hace tal 
distinción y que sirvió de antecedente para la Ley de caminos, Ley de Régimen Municipal,  
Provincial y el Contrato de Concesión de Obras. 
 
Efraín Pérez asevera que “La noción original de expropiación se vincula con la obra pública y, 
posteriormente, con el funcionamiento del servicio público; de ahí la denominación de utilidad pública; 
(…)” Es decir que, utilidad pública se vincula con estos conceptos jurídicos de obra, servicio y dominio 
público”. (Pérez Camacho, 2007). 
 
En conclusión, la expropiación debe realizarse con un fin, en virtud de una razón, a la cual se la 
conoce como causa expropiandi, ya sea por utilidad pública o por interés social, lo cual es 
primordial, ya que la Administración si bien es cierto ejerce la potestad expropiatoria, no puede 
dictar normas que definan la utilidad pública o el interés social para realizar expropiaciones pues 
sería arbitrario. 
 
En nuestro país, la utilidad pública o interés social es declarada mediante Resolución de la máxima 
autoridad de la entidad pública expropiante.  
 
Los elementos de la expropiación son los siguientes: 
 
 Bien Expropiable.- es el objeto de la expropiación, constituido por los bienes ya sean de 




 Expropiante.-  es quien ejecuta la declaración de utilidad pública, es el sujeto activo, el 
Estado a través de sus entidades públicas. 
 
 Expropiado.- es el titular del dominio o propietario del bien afectado a expropiarse. 
 
 Beneficiario.- es la persona a favor de quien se destina el bien expropiado, puede ser el 
Estado, sus entidades o un particular. 
 
 Indemnización.- Indemnizar es resarcir un daño o un perjuicio ocasionado. La 
indemnización, es el eje de la expropiación y corresponde al justo precio que se debe pagar 
por el bien. Este elemento es fundamental ya que en nuestra Constitución se prohíbe la 
confiscación, lo cual es apropiarse de un bien sin pagar un justo precio. 
 
A criterio de Eduardo García de Enterría, “la indemnización expropiatoria es un régimen de 
protección de los administrados que actúa indirectamente, con fines de acantonar con rigor el 
ejercicio de la potestad expropiatoria dentro de los límites y del procedimiento que el ordenamiento 
establece para su ejercicio legítimo”. (García de Enterría & Fernández, 1981, págs. 115-116). 
 
Enrique Sayagués considera que “Cuando la entidad estatal expropia, ejerce un poder jurídico 
que la constitución consagra, pero como el ejercicio de ese poder supone el sacrificio del derecho 
del propietario, es preciso compensar o indemnizar los perjuicios que sufre”. (SAYAGUÉS, 2002, 
pág.324) 
 
Es menester indicar que si bien la expropiación es una limitación al derecho de propiedad, 
no implica que afecte la integridad económica del expropiado, pues afecta a una parte 
específica de su patrimonio, la cual es compensada con la respectiva indemnización que 
señala la ley en los casos de expropiación. 
 
 Procedimiento.-  es el camino que debe seguirse para realizar la expropiación.  
 
 
2.4. Procedimiento de Expropiación 
 
En nuestra legislación las normas jurídicas referentes al juicio de expropiación se encuentran 
contenidas en el Código de Procedimiento Civil artículo 781 al 806; y la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública artículo 58 en caso de acuerdo extrajudicial; en el Reglamento de 
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la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública artículo 62 y artículo 63;  y, en el 
COOTAD, en su Sección Séptima artículos 446 al 459 correspondiente  al  Capítulo  VIII del 
Régimen Patrimonial y. con relación al procedimiento de Expropiación Especial, en el artículo 596. 
 
La expropiación la realizan las entidades del Estado a quienes se les faculta para realizar esta 
actividad, de conformidad a lo señalado en el artículo 323 de la Constitución de la República del 
Ecuador; en el este tema en particular la expropiación la realizan los Municipios ya que a criterio 
de Rafael Bielsa: 
 
 “las calles y demás dependencias del dominio público de ciudades o pueblos no 
pertenecen originariamente a la entidad administrativa, sino a la comunidad local. Son las 
establecidas en el trazado primitivo o incorporadas al dominio público sea por el uso 
continuo, sea por cesión voluntaria o  forzosa (expropiación) hecha por sus propietarios”. 
(Bielsa, 1956, pág. 458). 
 
 
2.4.1. Procedimiento Administrativo de Expropiación en el Distrito Metropolitano de 
Quito 
 
El Procedimiento Administrativo de Expropiación inicia con la resolución que declara de utilidad 
pública del inmueble con fines de expropiación y además contiene el acuerdo de ocupación; esta 
resolución debe ser emitida por la máxima autoridad de la entidad que realizará la expropiación. 
 
En el tema de la presente tesis nos enfocamos en el Procedimiento Administrativo de expropiación 
del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, en el cual se inicia con la apertura del 
expediente administrativo que contiene la individualización del bien. El expediente administrativo 
“es un conjunto de actuaciones o trámites relativos a un asunto” (Rivero Ortega, 2007, págs. 48-50). 
 
Este   procedimiento administrativo es  de  trascendental importancia  pues  configura  la legalidad 
del proceso expropiatorio en caso de que exista posteriormente un litigio, ya que en él se 
encuentran todos los documentos que fundamentan la expropiación. Según Alfaro Ibagón Faride, 
con “fundamento en la norma superior que previamente ha expedido el legislador, el respectivo ente 
administrativo inicia las diligencias necesarias para llevar a la realidad aquello que de manera abstracta le 





Es así que, el primer paso a seguir es justificar la razón por la cual es necesario ocupar el bien y 
adquirir el derecho de dominio, es decir, especificar el fin para el cual será destinado. Este requisito 
es importante pues el fin del objeto expropiado es uno de los elementos esenciales para que la 
expropiación sea legal. 
 
Como segundo paso, la Dirección de Avalúos y Catastros  deberá emitir su Informe Técnico, en el 
cual debe constar la superficie del predio, el avalúo, los linderos, si es propiedad estatal o 
particular, es decir debe contener la individualización del bien. Para este informe técnico, además 
se deberá adjuntar el Certificado de Gravamen del Registro de la Propiedad para conocer si sobre el 
bien objeto de la expropiación pesa algún gravamen. 
 
Según lo manda el artículo 449 del COOTAD, este avalúo del bien sirve para determinar el valor a 
pagar y como base para buscar un acuerdo cuando las partes no estén conformes con el precio 
fijado. Además el Municipio deberá realizar lo siguiente: 
 
“Artículo 449.- Avalúo (…) a) Actualizará el avalúo comercial que conste en el catastro a 
la fecha en que le sea requerido el informe de valoración del bien a ser expropiado, De 
diferir el valor, deberá efectuarse una re liquidación de impuestos por los últimos cinco 
años. En caso de que ésta sea favorable a los gobiernos autónomos descentralizados, se 
podrá descontar esta diferencia del valor a pagar. 
 
b) A este avalúo comercial actualizado se descontarán las plusvalías que se  hayan 
derivado de las intervenciones públicas efectuadas en los últimos cinco años; y,  
 
c) Al valor resultante se le agregará el porcentaje previsto como precio de afectación. Si el 
gobierno autónomo descentralizado no pudiere efectuar esta valoración por sí mismo, 
podrá contar con los servicios de terceros especialistas e independientes, contratados de 
conformidad con la ley de la materia.  
 
El precio de afectación al que hace referencia la norma citada, de acuerdo a lo dispuesto en el 
mismo COOTAD en su artículo 451, será de hasta un 5% adicional al precio establecido. 
 
La Dirección Metropolitana Financiera Tributaria, también debe emitir su Informe Presupuestario o 
de Disponibilidad de Fondos, para verificar si se cuenta con recursos económicos tanto en el 





La Asesoría Jurídica del Municipio, es decir el Procurador Metropolitano o su delegado, deberá 
emitir el respectivo Informe Jurídico, en el cual conste el criterio legal respecto al expediente 
referido a la declaratoria de utilidad pública o de interés social, con fines de expropiación. 
 
De conformidad al artículo 447 del COOTAD, las máximas autoridades de los GADs tendrán la 
facultad para resolver la declaratoria de utilidad pública, en este caso, el Alcalde Metropolitano de 
Quito es quien deberá expedir esta declaratoria mediante acto debidamente motivado que incluya la 
individualización y fines del bien objeto de la expropiación.  
 
A esta declaratoria se adjuntará: 
 
“Artículo 447.- Declaratoria de utilidad pública.- (…) el informe de la autoridad 
correspondiente de que no existe oposición con la planificación del ordenamiento 
territorial establecido, el certificado del registrador de la propiedad, el informe de 
valoración del bien; y, la certificación presupuestaria acerca de la existencia y 
disponibilidad de los recursos necesarios para proceder con la expropiación.(…) 
 
La notificación de la declaratoria de utilidad pública con fines de expropiación se deberá enviar 
mediante oficios al Registro de la Propiedad, a fin de que se abstenga de realizar actos traslaticios 
de dominio o gravamen si no son a favor del Municipio; a la vez se notificará a la Asesoría Jurídica 
del Municipio, quienes continuarán con el procedimiento administrativo; y, al expropiado o 
afectado a quien se le notificará en persona o en caso de no ser conocido, se le notificará por la 
prensa; dentro de los tres días de expedida la declaratoria de utilidad pública y el acuerdo de 
ocupación del inmueble afectado. 
 
Una vez declarada la utilidad pública o el interés social del bien, el Alcalde Metropolitano emite el 
acuerdo de ocupación total o parcial del bien para cumplir con la expropiación. El autor Pera 
Verdaguer en su obra señala que: 
 
 “la apreciación acerca de si es o no necesaria la ocupación de un bien en concreto es una 
garantía fundamental para el particular. La declaratoria de utilidad pública explícita o 
implícita garantiza la concurrencia del interés general, que viene a justificar la 
expropiación, pero no entra ni de lejos en apreciación alguna acerca de la necesidad de 
que para llevarla a cabo se ocupe un bien determinado con preferencia a otro.” (Pera 




Una vez realizada la notificación, el afectado deberá acercarse a la Procuraduría del Municipio y si 
está de acuerdo con la expropiación y la indemnización que recibirá, se procede a levantar la 
respectiva escritura pública y realizar la transferencia de dominio (inscripción en el Registro de la 
Propiedad) conjuntamente con el pago del justo precio acordado. 
 
La indemnización deberá realizarse en base al avalúo comercial del bien, “generalmente el valor de la 
propiedad expropiada es su valor de mercado, es decir, el valor que un comprador bien dispuesto pagaría a 
un vendedor (…)"  (Romero, Sornoza, & Macas, 2012), demás, debe superar el criterio de 
proporcionalidad e incluir el cálculo tanto del lucro cesante como del daño emergente que pueda 
tener el propietario del bien expropiado. 
 
El acuerdo al que llegan expropiante y expropiado sin ninguna controversia se lo conoce como 
acuerdo o convenio de expropiación voluntaria. Valencia Salazar, afirma que: “es por todos sabido que 
cuando se efectúan negociaciones directas entre las partes, estas plasman su voluntad en actas que las 
obligan (…)”. (Valencia Salazar, pág. 122).  Este acuerdo contendrá los motivos y condiciones de la 
negociación, incluido la cláusula en la que el expropiado señala estar conforme con el valor que 
recibirá por concepto del justo precio del bien, cabe señalar que la transferencia de dominio por 
expropiación está libre del pago de impuestos de alcabala y plusvalía. 
 
En ciertas ocasiones, cuando el expropiante cuenta con terrenos destinados para tal efecto, se puede 
aplicar la PERMUTA para llegar a un acuerdo entre las partes, de conformidad a lo señalado en el 
artículo 1837 del Código Civil, “permuta o cambio es un contrato en que las partes se obligan 
mutuamente a dar una especie o cuerpo cierto por otro.” Ésta es una solución alternativa en la que el 
expropiado entregará su bien inmueble al expropiante a cambio de otro bien inmueble, para lo cual 
deberá presentar su solicitud ante la autoridad que conoce el expediente expropiatorio, 
posteriormente los departamentos que intervienen en la expropiación deberán emitir sus informes 
favorables para realizar la permuta, el expediente se enviará al Concejo Metropolitano y la 
aceptación de la solicitud se deberá dar a conocer mediante resolución motivada con la cual se 
procederá a perfeccionar el contrato de permuta elevado a escritura pública y su inscripción en el 
Registro de la Propiedad. 
  
La declaratoria de utilidad pública o de interés social con fines de expropiación es emitida por el 
Alcalde Metropolitano mediante Resolución y que  a la postre constituye un acto administrativo, es 
decir, “una declaración unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce efectos 




En este sentido es preciso comentar que si bien el Artículo 450 del COOTAD faculta a los 
expropiados a impugnar la resolución administrativa de expropiación dentro de los 15 días hábiles,  
es un equívoco de la Ley por cuanto el término correcto es observar en lugar de impugnar; el 
artículo 447 del mismo cuerpo legal señala que la declaratoria de utilidad pública será emitida por 
la máxima autoridad administrativa de los gobiernos regional, provincial, metropolitano o 
municipal, por lo tanto ya no cabe recurso alguno en sede administrativa, por cuanto tal vía se halla 
agotada, solo queda la vía contenciosa o judicial. 
 
La única vía de impugnación es la judicial, mediante la interposición del Recurso Administrativo 
previsto en la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa en su artículo 2, este es el Recurso 
Subjetivo o de Plena Jurisdicción, a través del cual se tutela el derecho subjetivo afectado por un 
acto administrativo y permite que el juez que lo conoce actúe con plenos poderes para adoptar 
medidas de reparación del daño causado.  
 
El magistrado del Tribunal Contencioso Administrativo Dr. Patricio Secaira enseña que: 
 
 “el Recurso Subjetivo o de Plena Jurisdicción es un medio impugnatorio jurisdiccional por 
medio del cual los administrados tiene la capacidad de concurrir a los órganos judiciales 
en busca de la tutela de sus derechos subjetivos, personales, afectados por un acto 
administrativo emanado de autoridad pública (…)”. (Secaira, 2004, pág. 177). 
 
En vía judicial específicamente en el campo civil, también se sustancia el Juicio de Expropiación 
que es el medio más utilizado, para el expropiado que no está conforme con el valor de la 
indemnización.   
 
Entre las novedades que trae el COOTAD, encuentro que este cuerpo legal, especifica las razones 
por las cuales los GADs procederán con la expropiación, señalando que “con el objeto de ejecutar 
planes de desarrollo social, propiciar programas de urbanización y de vivienda de interés social, manejo 
sustentable del ambiente y de bienestar colectivo(…)” se podrá declarar la expropiación de bienes, es 
decir, que se amplía el objeto de la expropiación que tradicionalmente en nuestra legislación se 
aplicaba para ampliación, ensanche, mejora de vías y caminos, creación de áreas verdes y otras 
obras similares, pues actualmente se incluye también la expropiación de bienes de valor artístico, 





Respecto al avalúo del inmueble se procederá a fijar el justo precio considerando el “avalúo 
comercial actualizado que conste en el catastro a la fecha en sea requerido el informe de valoración del 
bien”; del cual se descontará el monto correspondiente a la plusvalía de los últimos cinco años. 
 
Otra innovación es la referente a la forma de pago pues se estipula en el artículo 452 que: 
 
 “La forma de pago ordinaria será en dinero. De existir acuerdo entre las partes podrá 
realizarse el pago mediante la permuta con bienes o mediante títulos de crédito 
negociables, con vencimientos semestrales con un plazo no mayor a veinticinco años.  
 
Del valor a pagar, se descontarán los impuestos, tasas y contribuciones que el titular esté 
adeudando por el inmueble expropiado. 
 
En los casos de expropiación que afecten a urbanizaciones de interés social o 
asentamientos populares se podrán crear programas de reasentamiento en condiciones que 
compensen los posibles perjuicios, en acuerdo con las personas afectadas”. 
 
Y, el artículo 458 del Control de invasiones y asentamientos ilegales en el cual faculta a los GADs 
para “tomar todas las medidas administrativas y legales necesarias para evitar invasiones o asentamientos 
ilegales, para lo cual deberán ser obligatoriamente auxiliados por la fuerza pública”, sin perjuicio de las 
acciones legales que correspondan para sancionar a los responsables. 
 
 
2.4.2. Juicio de Expropiación  
 
El juicio es aquella discusión legal que debe ser resuelta en Derecho por un juez, en el caso de la 
expropiación, se produce cuando las partes no llegan a un acuerdo sobre el justo precio del bien 
objeto de la expropiación ya que, por lo general, el expropiante ofrece un valor menor al que 
realmente tiene el bien, razón por la cual el juez, es quien fija en sentencia el justo precio a través 
de este trámite que es sumarísimo, sin que en él se discuta la resolución de utilidad pública pues 
solo se fija el precio. 
 
El juicio lo debe iniciar la entidad expropiante, el Estado, no la persona expropiada; y procede 
siempre que el expropiado no permita la ocupación del bien inmueble, porque de lo contrario la 




Alfonso Valencia afirma que, “puede ocurrir que el propietario no considere conveniente, ni jurídica la 
adquisición de su bien, (…) pero el interés público no puede afectarse por dicha razón, si el bien es 
indispensable para cumplir unos fines a favor de la comunidad debe proceder la expropiación (…”)   
(Valencia Salazar, pág. 122). 
  
De conformidad a lo establecido en los artículos 781, 782, 783 y 784 del Código de Procedimiento 
Civil, “nadie puede ser privado de su propiedad raíz en virtud de expropiación, sino en conformidad con las 
(…)” disposiciones de la Ley, el objeto del juicio de expropiación es “determinar la cantidad que debe 
pagarse por concepto de la cosa expropiada siempre que conste que se trata de expropiación por causa de 
utilidad pública. (…) La declaración de utilidad pública o social hecha, para proceder a la expropiación de 
inmuebles no podrá ser materia de discusión judicial, pero sí en la vía administrativa. El juicio de 
expropiación se tramitará ante juezas y jueces de lo civil, competentes por razón del territorio (…)”  
 
En referencia a este artículo del Código de Procedimiento Civil, es trascendental señalar que la 
declaratoria de utilidad pública o social sí puede ser materia de discusión judicial pero no dentro 
del Juicio de Expropiación sino ante el Tribunal Contencioso Administrativo; artículo 173 de la 
Constitución de la República “Los actos administrativos de cualquier autoridad del Estado podrán ser 
impugnados, tanto en la vía administrativa como ante los correspondientes órganos de la Función 
Judicial”. Las negrillas me pertenecen.  Con respecto a la impugnación de la declaratoria de 
utilidad pública en vía administrativa que prevé este artículo, ya se hizo el comentario respectivo en 
líneas anteriores. 
 
El Juicio inicia con la demanda presentada por el expropiante, en este caso el Municipio del DMQ, 
de conformidad a lo estipulado en el artículo 785 del Código de Procedimiento Civil, “(…) para las 
expropiaciones determinadas por el sector público, la demanda será presentada por sus respectivos 
personeros,” en este caso por el Procurador Metropolitano y el Alcalde.  
 
La demanda es un instrumento a través del cual se satisface una pretensión, Ovalle Favela 
considera que la demanda  “es el acto procesal por el cual una persona que se constituye por el mismo en 
parte actora o demandante, inicia el ejercicio de la acción y formula su pretensión ante el órgano 
jurisdiccional”  (Ovalle Favela, 1998), y debe contener:  
Contenido de la Demanda, Artículo. 67 Código de Procedimiento Civil: 
 
 La designación de la jueza o del juez ante quien se la propone. 
 
 Los nombres completos, estado civil, edad y profesión del actor y los nombres 
completos del demandado. 
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 Los fundamentos de hecho y de derecho, expuestos con claridad y precisión. 
 
 La cosa, cantidad o hecho que se exige. 
 
 La determinación de la cuantía. 
 
 La especificación del trámite que debe darse a la causa. 
 
 La designación del lugar en que debe citarse al demandado, y la del lugar donde 
debe notificarse al actor, y 
 
 Los demás requisitos que la ley exija para cada caso.” 
 
 
En concordancia con el artículo 787, la demanda deberá contener: 
 
 “el área del terreno cuya expropiación se pretende así como la relación de esta área con 
la de todo el fundo, con la indicación de las construcciones y plantaciones que existen en 
dicha área. Se enunciará además el nombre y el domicilio de los dueños del predio y de las 
personas que, según el certificado del registrador de la propiedad, tuvieren derechos 
reales o de arrendamiento sobre el fundo. En la misma demanda se pedirá a la jueza o al 
juez que, (…) nombre el perito que debe intervenir para el avalúo del predio, en la parte 
que se trata de expropiar”.  
 
A la demanda se deberá adjuntar los documentos que indica el artículo 786 del mismo cuerpo legal 
citado, los cuales son: 
 
Copia de la orden impartida al respectivo funcionario, para demandar la expropiación, o 
el original de la misma orden. 
 
 
Es decir, la resolución que declara el inmueble de utilidad pública o interés social con fines de 
expropiación es emitida por el Alcalde Metropolitano. 
 
Certificado del respectivo Registrador de la Propiedad para que pueda conocerse quién es 
el dueño y los gravámenes que pesen sobre el predio de cuya expropiación  se trata.  De no 
existir inscripción de la propiedad, el registrador certificará esta circunstancia, y el juicio 
se seguirá con la intervención del actual poseedor. 
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Documento necesario para determinar el dominio del bien y el derecho del propietario para el pago 
así como verificar si el bien no registra gravámenes o prohibiciones de enajenar que puedan afectar 
el proceso de expropiación  
 
Valor del fundo a que se refiera, en todo o en parte, la demanda de expropiación, el que se 
fijará con arreglo al valor que tengan los bienes o derechos expropiados al tiempo de 
iniciarse el expediente de ocupación, sin tener en cuenta la plusvalía que resulte como 
consecuencia directa del proyecto que motive la expropiación y sus futuras ampliaciones. 
(…) 
 
El avalúo se realiza en virtud, del avalúo catastral del predio de los dos últimos años, el cual consta 
en el Departamento de Avalúos y Catastros del Municipio del DMQ. 
 
  Plano correspondiente a la parte del inmueble de cuya expropiación se trata. 
 
Estos documentos son fundamentales ya que constituyen los habilitantes necesarios para continuar 
con el juicio de expropiación, adicionalmente, se debe adjuntar los nombramientos tanto del 
Procurador Metropolitano como del Alcalde, con los cuales se acreditará la calidad en la que 
comparecen. 
 
Presentada la demanda y hecho el respectivo sorteo, el juez que avoca conocimiento de la misma 
debe calificarla de clara y completa si reúne todos los requisitos legales, caso contrario la mandará 
completar dentro del término de tres días. 
 
Una vez calificada la demanda el juez ordenará citar a todas las personas que intervienen en el 
proceso expropiatorio para que en el término de quince días hagan valer sus derechos, y nombrará 
al perito encargado de realizar el avalúo del bien quien tendrá el mismo término para entregar su 
informe.  
 
En el caso de Expropiación Urgente, se ordenará la ocupación inmediata del inmueble en primera 
providencia, esta decisión será inapelable, y procederá siempre que se adjunte a la demanda el 
cheque con el valor a pagarse por lo expropiado  y la declaratoria de ocupación urgente, conforme a 
lo previsto en el Artículo  797 del Código de Procedimiento Civil 
 
Previa a la citación con la demanda, esta se deberá inscribir en el Registro de la Propiedad como lo 
manda el artículo 1000 del C.P.C. que prescribe:  
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“La jueza o juez dispondrá la inscripción en el registro de la propiedad, en el registro 
mercantil o en la jefatura de tránsito, según el caso, de las demandas que versen sobre 
dominio o posesión de inmuebles o de muebles sujetos a registro, así como también de las 
demandas que versen sobre demarcación  y linderos, servidumbres, expropiación, división 
de bienes comunes y acciones reales inmobiliarias (…) las negrillas me pertenecen.”  
 
La omisión de esta inscripción se puede subsanar en cualquier momento del juicio, sin embargo el 
juez o jueza será sancionado con una amonestación por escrito o una multa. 
 
Una vez que se ha corrido traslado a las partes, el expropiado tiene derecho a contestar a la 
demanda, es decir que puede hacer uso de su derecho de contradicción dentro del término previsto, 
cabe mencionar que en este juicio no se admiten incidentes ya que todas las observaciones que 
planteen los interesados se resolverán en la sentencia.  
 
En cuanto al perito, este debe ser un profesional ya sea en ingeniería civil o arquitectura, ya que se 
los considera las personas más aptas para realizar el avalúo del inmueble en razón de sus 
conocimientos y experiencia. El informe pericial deberá entregarse dentro del término de quince 
días contados a partir de la primera providencia y contendrá los datos concretos y el estudio técnico 
realizado para establecer el justo precio. En este juicio especial no existe término de prueba ya que 
es un proceso sumarísimo y en la primera providencia se nombra un perito a fin de determinar el 
justo precio. 
 
Los alegatos sí caben en el juicio de expropiación, ya que permite a las partes exponer su criterio 
sobre lo actuado, es decir que los alegatos son “piezas procesales por las cuales las partes pretenden 
convencer al juez respecto de la pretensión sobre la que está llamado a decidir”. (Granja Galindo, 2002), 
que en este caso es el monto de la indemnización o justo precio, y se pueden presentar en el tiempo 
que decurre entre la presentación de informes periciales y la sentencia. 
 
Finalmente, en sentencia, la decisión del juez que pone fin al litigio, se fijará el justo precio que 
debe pagarse por concepto de la expropiación.  
 
La sentencia deberá dictarse dentro del término de ocho días contados a partir de la presentación 
del informe percial, como lo estipula el artículo 791 del Código de Procedimiento Civil, en la cual 
se fijarán los linderos de lo expropiado y el precio, que una vez depositado permitirá que la 
sentencia ejecutoriada se protocolice e inscriba a fin de que cuente como título de propiedad a favor 
de la entidad pública. 
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En el caso de que el expropiante no pague el justo precio dentro de los tres meses constados desde 
la última notificación de la sentencia, el juez declarará sin lugar la expropiación. De igual forma si 
el bien no es destinado para el fin que se planteó, dentro de los seis meses el expropiado podrá 
readquirirlo consignando el valor que recibió como indemnización; y, si el expropiado no esta 
conforme con la sentencia podrá interponer Recurso de Apelación en efecto devolutivo como lo 
permite el artículo 792 ibídem.  
 
Es importante indicar que en los juicios de expropiación pese a que el Código de Procedimiento 
Civil prevé un trámite sumarísimo, en la práctica tarda varios años en resolverse, más o menos se 




2.5. Expropiación Especial 
 
2.5.1.  Naturaleza jurídica y antecedente según el COOTAD 
 
La expropiación especial como tal, es una figura nueva insertada en el ordenamiento jurídico con la 
promulgación del COOTAD en el año 2010, cuyo origen, después de un análisis de los debates del 
proyecto de Código Orgánico de Ordenamiento Territorial, Autonomía y Descentralización, es 
discutible, ya que en ellos no se expresan los fundamentos que respaldan su incorporación en 
nuestra legislación pues no se mencionan en ningún punto las razones jurídica, técnicas, sociales o 
la factibilidad de su aplicación, pues únicamente se lo planteó como una propuesta para respaldar la 
legalización de asentamientos informales, que los partidos políticos hicieron durante sus campañas, 
es decir que tiene sus raíces en el ámbito político clientelar. 
 
Si bien es cierto en algunas legislaciones como la venezolana, colombiana, brasileña, peruana, 
entre otras, se prevé una figura similar que denominan expropiación por razón de urbanismo, de 
interés social o expropiación de carácter especial, en nuestro país se debía considerar las 
consecuencias futuras tanto para los municipios, los propietarios, los posesionarios de  los lotes y 
sobre todo los casos en los que sea aplicable como tal. 
 




“una declaración tan amplia comprensiva e indeterminada, que afecte potencialmente todo 
lo que pueda determinar el poder administrador o sujeto expropiador de manera 
completamente discrecional y antojadiza, es contraria al precepto constitucional: es 
peligroso para los propietarios y permite negociados, ilícitos y favoritismo, pero también 
represalias y actos de animadversión político partidaria”. (Bielsa, 1956, pág. 458). 
 
De igual forma considero que el fijar al interés social como fundamento de la Expropiación 
Especial para regularizar asentamientos de hecho, puede generar el incremento de ilícitos como lo 
señala el tratadista, promoviendo un incremento en la formación de asentamientos informales 
cuyos responsables amparados en esta norma y con la esperanza de que la autoridad a cargo cumpla 
la Ley, obtendrán beneficios personales perjudicando a quienes sean víctimas o cómplices del 
asentamiento de hecho. 
 
Es así que el artículo 596 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización prescribe:  
 
“Expropiación especial para regularización de asentamientos urbanos.- con el objeto de 
regularizar los asentamientos humanos de hecho y consolidados, en suelo urbano y de 
expansión urbana, de propietarios particulares, los gobiernos metropolitanos o 
municipales, mediante resolución del órgano legislativo, podrán declarar esos predios de 
utilidad pública con el propósito de dotar de los servicios básicos a los predios ocupados 
por los asentamientos y definir la situación jurídica de los posesionarios, adjudicándoles 
los lotes correspondientes. 
 
Cada gobierno autónomo metropolitano o municipal establecerá mediante ordenanza los 
criterios para considerar un asentamiento humano como consolidado (…)” 
 
 
2.6. Procedimiento administrativo de Expropiación Especial 
 
De conformidad a lo prescrito en el Artículo 596 del COOTAD, el procedimiento para realizar la 
expropiación especial es el mismo procedimiento expropiatorio con las siguientes variaciones: 
 
a) El financiamiento del pago del justo precio a quien se pretenda titular del dominio del 
inmueble a ser expropiado se realizará mediante el cobro en condiciones adecuadas a 
los adjudicatarios de los lotes de terreno. El certificado de disponibilidad 
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presupuestaria se sustituirá con el informe de financiamiento emitido por el órgano 
competente del gobierno descentralizado autónomo. 
 
b) En la valoración del inmueble, a efectos de determinar el justo precio, se deberán 
deducir los créditos a favor de la municipalidad por conceptos tributarios. 
 
c) El pago del justo precio del inmueble se efectuará mediante títulos de crédito con 
vencimientos semestrales a un plazo no mayor a veinticinco años o conforme los 
respectivos adjudicatarios vayan cancelando el valor de los inmuebles adjudicados. El 
órgano legislativo decidirá el mecanismo y forma de pago. Si se cancela con títulos de 
crédito, estos serán negociables y podrán ser compensables con las acreencias a favor 
del respectivo gobierno autónomo descentralizado. 
  
A fin de evitar el enriquecimiento injusto del titular, en concordancia con la 
prohibición constitucional de obtener beneficios a partir de prácticas especulativas 
sobre el uso del suelo, el justo precio para estos casos, será determinado por la 
dirección de avalúos y catastros de cada gobierno municipal o metropolitano, con 
base en el valor del predio sin tomar en consideración las variaciones derivadas del 
uso actual del bien o su plusvalía; y, 
d) Los títulos de crédito así emitidos, serán entregados al titular del inmueble si fuere 
conocido según los registros públicos o consignados ante un juez civil, en caso de 
oposición del titular o en el caso de que el dominio estuviere en disputa o no fueren 
conocidos los titulares del bien expropiado.  
 
 
Es decir, que el Certificado de Disponibilidad Presupuestaria que se solicitaba en el proceso 
expropiatorio se mantiene y únicamente cambia su denominación ya que para el caso de la 
Expropiación Especial se llamará Informe Financiero emitido por el órgano respectivo del GAD, 
este es la Dirección Metropolitana Financiera Tributaria del Municipio del Distrito Metropolitano 
de Quito.   
 
Sin embargo, el punto a tratar aquí es que este informe depende de la voluntad de los posesionarios, 
lo cual convierte en incierto el pago al afectado a menos que, el pago se realice con títulos de 
crédito con vencimientos semestrales y a un plazo de veinticinco años máximo como lo señala el 
COOTAD, o si los beneficiarios cancelan antes del plazo el valor respectivo, esto reflejaría que el 





En cuanto al valor que corresponde pagar como indemnización, propio de la figura de la 
expropiación, este se fijará, previo el descuento de los créditos por concepto tributario a favor del 
Municipio; con base en el avalúo del predio sin considerar las variaciones del uso actual y la 
plusvalía, para evitar el enriquecimiento injusto del titular según lo plantea el Código. A pesar de 
esto, se debe considerar que si bien se realizan deducciones, de igual forma el titular del dominio o 
quien pretenda serlo, se beneficia económicamente con el pago y además si tomamos en cuenta el 
gran número de asentamientos de hecho que existen en la ciudad, la pregunta obvia que surge es 
¿de dónde obtendrá el dinero para financiar los procesos de Expropiación Especial el Municipio del 
Distrito Metropolitano de Quito?, si la disponibilidad de recursos es requisito indispensable para el 
inicio del proceso expropiatorio y el financiamiento del que habla el artículo 596 del Código, que 
corresponderá a los adjudicatarios de los lotes, se realizará una vez que se haya ejecutado la 
expropiación y los predios sean transferidos al Municipio.  
 
En definitiva, el Municipio del DMQ deberá adquirir el predio mediante expropiación, para 
venderlo nuevamente o adjudicarlo como lo señala el COOTAD, a los actuales posesionarios de los 
lotes, quienes deberán pagar al Municipio el precio que corresponde por su lote, y en la gran 
mayoría de casos, este valor se adicionará al dinero que ya pagaron en un inicio al fraccionador 
ilegal, pues para que se cumpla con la expropiación en forma total, se regularice la propiedad y 
puedan adquirir el justo título de dominio, el Municipio debe pagar al fraccionador ilegal el justo 





FRACCIONAMIENTOS ILEGALES EN EL DISTRITO 
METROPOLITANO DE QUITO 
 
3.1.  Los fraccionamientos ilegales o barrios irregulares en Quito  
 
Los fraccionamientos ilegales, barrios irregulares o asentamientos populares que han poblado 
amplias zonas de la ciudad de Quito son un problema que enfrenta la capital desde hace varias 
décadas y que son el producto de la ocupación, invasión y del comercio ilegal del suelo, razón por 
la cual se han generado varias propuestas para remediar esta situación, con el objeto de consolidar 
y mejorar las condiciones de vida de los asentamientos tratando de integrarlos al espacio urbano 
para incentivar el progreso de los barrios donde viven personas, en general, de escasos recursos 
económicos. 
 
Es preciso definir lo que es un asentamiento de hecho para una mejor comprensión; al respecto el 
Municipio del Distrito Metropolitano de Quito señala que: 
 
“Un asentamiento humano de hecho está conformado por un conjunto de lotes 
subdivididos sin autorización legal, consolidado por la presencia de viviendas y 
posesionarios que no cuentan con títulos de propiedad individual, que se encuentran en 
una situación irreversible y que necesitan legalizar la tenencia de la tierra y el desarrollo 
de obras de infraestructura. (…)”  (UERTB, Unidad Especial de Regularización de 
Barrios, 2010). 
 
 Por lo tanto, son fraccionamientos que no cuentan con la autorización de la autoridad respectiva, ni 
con los servicios básicos necesarios y además quienes los adquieren no tienen el respaldo del justo 
título que los reconozca como propietarios. 
 
Desde inicios de los años noventa se realizaron estudios y publicaciones relacionadas con este 
tema, principalmente las investigaciones se realizaron por parte del Municipio del Distrito 
Metropolitano de Quito, ya que las autoridades consideraban adecuada la legalización de 
asentamientos irregulares como política para mejorar la calidad de vida de las personas que ahí 
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habitan. En estos estudios lograron determinar que entre las principales causas para la formación de 
asentamientos irregulares están: 
 
 La  migración del campo a la ciudad. 
 El alto costo que tiene acceder a suelo urbano. 
 El mercado del suelo, que otorga beneficios económicos considerables a quienes especulan 
con el uso del suelo. 
 
Estas causas tienen relación entre sí, ya que son causa y efecto a la vez, pues las personas que 
migran del campo a la ciudad son personas de escasos recursos económicos que se trasladan con la 
aspiración de mejorar sus condiciones de vida, sin embargo, al llegar se encuentran con  el alto 
valor que tienen los predios ubicados en suelo urbano; de igual forma el costo de materiales para 
construir una vivienda, ante esta situación y su pobreza, se ven forzados a buscar otros lugares 
acorde a su situación económica y acceden de manera informal al suelo, asentándose en sitios 
periféricos sin contar con la autorización respectiva para la construcción de su vivienda, ni con los 
servicios básicos o en lugares no aptos para construcción como son las áreas de protección 
ecológica, sitios arqueológicos, sitios de riesgo no mitigable, zonas de afectación, en las cuales se 
han ubicado actualmente gran cantidad de barrios provocando el crecimiento desordenado de la 
ciudad y permitiendo que los propietarios de estos predios o terceros sin ser titulares del dominio, 
fraccionen ilegalmente el suelo para venderlo y obtener beneficios económicos sobrevalorando en 
la mayoría de casos el precio real aprovechándose de la necesidad de las personas quienes 
continúan adquiriendo estos lotes e impulsando el mercado del suelo “especulativo, segregativo y 
excluyente” (Jaramillo, 1996). 
 
Para  una  mejor  comprensión es  valioso destacar la  investigación realizada por Alexandra Mena 
Segura en el año 2010, en la cual señala que en la década de los setenta el campo sufrió una crisis 
que provocó la migración de una gran cantidad de personas a la ciudad, lo cual sucedió producto de 
la Reforma Agraria que permitió la formación de huasipungos y de fincas vacacionales o huertos 
familiares. 
 
 Los huasipungos son: 
 
“tierras que fueran entregadas por los dueños de las terrenos a sus trabajadores, con la 
finalidad de que sean ocupadas y cultivadas para su provecho personal (…) los terrenos 
tenían una superficie que variaba de 5.000 a 10.000 m2, sin embargo posteriormente se 
realizaron otras subdivisiones a partir de las primeras, que fueron otorgadas a los 
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herederos o comercializadas a terceras personas sin respetar las ordenanzas vigentes. Este 
es el caso de los barrios: La Concordia, Mena del Hierro Alto, Turubamba de Monjas, Los 
Ángeles y San Fernando de Mena”. (Mena Segura, 2010). 
 
 
Las fincas vacacionales o huertos familiares son los primeros fraccionamientos que realizó el 
Municipio de Quito mediante Ordenanza No. 1009: 
 
 “(…) se denominó huertos familiares a los lotes mayores a 1.000 m2 y fincas vacacionales 
a las superficies mayores a 2.500 m2  (…) con el objeto de mantener la vocación agrícola 
de las áreas cercanas a la ciudad (…) el aparecimiento de nuevos actores como los agentes 
inmobiliarios, quienes compraron tierras a los pequeños y medianos propietarios y 
realizaron divisiones menores a las permitidas para ser utilizadas con fines residenciales, 
tal es el caso de los barrios Laderas de San Francisco, Guayllabamba, San Juan y Loma 
Bajo”.  (Mena Segura, 2010). 
 
 
Es evidente que estos fraccionamientos si bien tuvieron como fin mantener el uso agrícola del 
suelo, se vieron tentados por el negocio de tierras que dejaba buenas ganancias, lo cual derivó en la 
formación de barrios irregulares, en muchos de los cuales hasta la actualidad no se cuenta con 
escrituras individuales. 
 
Los asentamientos de hecho ubicados en la ciudad, son producto de diferentes mecanismos de 
acceso a la tierra, entre los cuales tenemos: 
 
Toma de tierras: este mecanismo se produce cuando un grupo de personas ocupa 
un predio sin tener el justo título ni ser los propietarios, estos son comúnmente 
conocidos como “asentamientos espontáneos o invasiones”. En nuestra ciudad, no 
es frecuente el aparecimiento de invasiones a diferencia de la ciudad de Guayaquil, 
donde sí se han establecido un gran número de invasiones llegando a formar 
barrios completos pero ilegales.  
 
En Quito, los casos más destacados de invasiones son los barrios Pisulí, Roldós, 
Atucucho, Caminos a la Libertad, Colinas del Norte y la loma Itchimbia en la que 
se realizó el desalojo de los invasores, pero se negoció con el Municipio y se 




Venta a través de intermediarios: este mecanismo es el más aplicado para acceder 
ilegalmente al suelo, ya que existe varios tipos de intermediarios como agentes y 
cooperativas inmobiliarias que no son legalmente constituidas ni inscritas, las 
cuales realizan la venta de lotes sin tener la autorización del Municipio para 
fraccionar, ni los servicios básicos, generalmente representadas por dirigentes 
barriales vinculados al ámbito político. 
 
Los lotizadores o fraccionadores ilegales que son los propietarios de los predios 
que los fraccionan sin permiso del Municipio y en lotes más pequeños a los 
permitidos con fines de lucro. 
 
Y, los  traficantes de tierras, que son quienes se dedican a lucrar con la 
especulación del uso del suelo y venden lotes en terrenos que no son de su 
propiedad, se ubican cerca de suelo urbano con el fin de aprovechar los servicios 
básicos existentes en barrios legalmente consolidados e inclusive dan en venta los 
mismos lotes a dos o más personas a la vez, beneficiándose económicamente y 
generando enfrentamientos entre quienes pagaron por el mismo lote y se ven 
perjudicados por este ser inescrupuloso. 
 
Las acciones tomadas por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito en el tema de 
asentamientos de hecho han variado con el transcurso del tiempo, pues durante los años de 1978 a 
1983, existió una gran demanda de suelo urbano y de vivienda impulsada por las clases medias y 
pobres que al no contar con los recursos económicos para acceder a suelo urbano se vieron 
forzados a ocupar terrenos y así impulsar los primeros asentamientos informales.  
 
 
La administración de esa época en lugar de frenar esta situación, promulgó la Ordenanza No. 2123 
para “ordenar el crecimiento del Cantón Quito”, con la cual estableció una política de abstención, 
de complicidad, que beneficiaría a pocos permitiéndoles ocupar las tierras más rentables y 
facilitaría la multiplicación de barrios irregulares. 
 
 
Para el año de 1984, el Concejo Municipal de Quito expide el 22 de noviembre, el Reglamento 
No.114, en el cual fija requisitos mínimos y el trámite que se debe seguir  para que la Alcaldía 
autorice la suscripción de escrituras individuales en los fraccionamientos de hecho en la ciudad de 
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Quito y sus parroquias, con el fin de enfrentar el problema de los asentamientos de hecho, para lo 
cual continuaron con la política de legalización, ya que el 10 de Agosto de 1989, expiden la 
Ordenanza No. 2708 para “el reconocimiento legal y regularización de los asentamientos de hecho 
existentes en áreas urbanas y de expansión urbana del Cantón Quito”. 
 
 
En esta Ordenanza se determinó que el financiamiento y construcción de obras para dotación de 
servicios básicos correrían por cuenta de la Municipalidad y actuarían empresas proveedoras de 
estos servicios para así mejorar las condiciones de vida de los habitantes de estos asentamientos de 
hecho. De igual forma se especificó que se consideraban asentamientos a: 
 
 
 Cooperativas de Vivienda de personas de bajos ingresos 
 Comités Pro Mejoras 
 Comités Barriales 
 Sindicatos 
 Comunas y similares. 
 
 
El efecto fue que se incentivó aún más la formación de barrios irregulares y con la expedición de la 
Ordenanza No. 2765 el 05 de abril de 1990, se cambió el límite urbano para incorporar estos 
barrios a la ciudad, excluyendo a las comunas que debían organizarse según sus propias normas.  
 
 
Para un conocimiento más amplio de la pertinencia del tema de las Comunas, me permito 
explicar brevemente que éstas son una agrupación de personas con autonomía territorial 
pues son los únicos facultados para decidir sobre el uso de sus tierras, ya que estas son 
adquiridas por herencia, por lo cual no poseen escrituras, ni pagan impuestos. 
 
En el año de 1937, se expide la Ley de Organización y Régimen de las Comunas, mediante 
la cual se reconoce a las comunas de manera jurídica y orgánica, actualmente esta Ley 
está amparada por la propia Constitución de la República y el Ministerio de Agricultura, 





La organización de las Comunas está a cargo del Cabildo o directiva, que es la máxima 
autoridad y está conformada por presidente, vicepresidente, tesorero, secretario y síndico, 
es decir tienen su propia organización política y jurídica, pues gozan de personería 
jurídica y de autonomía; esto se refleja en la disposición del Artículo 21 de la Ley, que 
prohíbe a notarios y registradores de la propiedad extender o inscribir escrituras públicas 
relacionadas con sus bienes colectivos de las comunas. 
 
 
De   lo   expuesto,   se   puede   concluir   que   al  ser   las   Comunas  poblaciones y  tierras  
independientes y consideradas ancestrales, pese a la grave situación que actualmente enfrentan por 
la falta de servicios básicos e infraestructura así como el acelerado crecimiento de sus habitantes 
que ya no son sólo herederos de los comuneros sino arrendatarios ajenos a las familias originales, 
el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito no posee competencia para intervenir en estas 
zonas, ni para realizar obras lo cual junto con lo mencionado en párrafos anteriores son razones por 
las cuales las Comunas fueran excluidas del límite urbano y de la planificación municipal. 
 
 
Retomando el tema de mi investigación, el reconocimiento del derecho humano fundamental a la 
vivienda ha constituido la base que sustenta en muchas ocasiones el incremento de más y más 
barrios irregulares, pues el Municipio no ha tomado medidas que frenen este fenómeno sin vulnerar 
este derecho, y se ha visto inmerso en la complicidad. Si bien con la transformación de Quito en 
Distrito Metropolitano en 1993, se han planteado planes de desarrollo, zonificación y de uso del 
suelo más claros, completos y precisos, durante estos años no se ha detenido el aparecimiento de 
asentamientos de hecho, ya que la falta de control es un problema que perdura.  
 
 
Actualmente, el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito mantiene la política de legalización 
de asentamientos de hecho, la cual se encuentra contenida en el Plan General de Desarrollo 
Territorial del Distrito Metropolitano de Quito 2000-2020, puntualizando que: 
 
 
“(…)el ampliar y mejorar las condiciones de habitabilidad digna, segura y saludable de la 
´población del Distrito, en particular de los sectores sociales más vulnerables implica 
promover y facilitar la oferta constante de suelo urbanizado y la provisión, mejoramiento y 
la rehabilitación de viviendas que se adecuen a las necesidades de diversos, tipos de 
familias y que se encuentran localizadas en un entorno habitable, adecuado y servido de 
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Para lo cual en las políticas referentes a la regularización del suelo y la edificación afirman que: 
 
 
“(…) implica la regularización integral de la tenencia y propiedad de barrios, predios y 
edificaciones en el Distrito a través de los procedimientos especiales transparentes y ágiles 
que permitan: a los habitantes que viven en asentamientos conformados espontáneamente 
integrarse a la ciudad a través del acceso a la tierra, a la vivienda, a los servicios públicos 
y a un ambiente sano con seguridad. Dinamizar el mercado y generalizar el acceso al 
crédito público y a su vez permita a la municipalidad actualizar el catastro. La 
regularización de suelo se limita a asentamientos con organización social comprobadas 
que cuenten con escritura global y que no se encuentren ubicados en áreas de protección 
ecológica, equipamiento y en zonas de alto riesgo como: pendientes pronunciadas, 
deslizamientos de tierra. Esta habilitación debe corresponder al procedimiento de 
urbanización de interés social progresivo (…)” 
 
 
Es indispensable que la actual administración considere las futuras consecuencias que puede tener 
la ejecución de esta política ya que si bien busca mejorar las condiciones de habitabilidad y acceso 
al suelo, si se aplica la Expropiación especial como mecanismo para regularizar asentamientos de 
hecho y cumplir con esta política, se estaría incentivando a que los fraccionadores ilegales 
continúen lucrando con el uso del suelo, ya que la expropiación equivale a indemnización y sea 
cual sea el justo precio que se fije, ellos continúan beneficiándose. 
 
 
Así mismo, se debe considerar que aún con la expedición de la Ordenanza Metropolitana No. 0432 
que regula el uso del suelo y prevé las sanciones para los fraccionadores ilegales, es indispensable 
que se controle y evite la formación de más asentamientos de hecho realizando inspecciones 
permanentes que garanticen que un fraccionamiento cuenta con la respectiva autorización emitida 
por autoridad administrativa competente, pues la facultad para fraccionar de conformidad a lo 
prescrito en el artículo 54 del COOTAD, “es una potestad pública única y exclusiva de los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados Metropolitanos (…)” los mismos que la ejecutarán a 





En  el  Municipio  intervienen  varios  departamentos,  como  son: la Secretaria de Territorio, 
Hábitat y Vivienda, Secretaría de Coordinación Territorial y Participación, y la Secretaría de 
Planificación, quienes actúan bajo los lineamientos del Plan General de Desarrollo Territorial del 
Distrito Metropolitano de Quito del   2000   al   2020,   el   Plan   de   Uso  y  Ocupación  del  Suelo  
(PUOS),  la   Ordenanza Metropolitana No.0432 entre otras. 
 
 
El Distrito Metropolitano de Quito conforme datos del Censo de Población y Vivienda realizado 
por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos INEC, en el 2010, tiene 2.239.199 habitantes, los 
cuales se encuentran asentados en los diferentes barrios de las parroquias urbanas y rurales 
distribuidas entre las ocho Administraciones Zonales: Calderón, La Delicia, Manuela Sáenz, Los 


















Fuente: Disponible en URL: http://commons.wikimedia.org/wiki/File:Administraciones_Zonales_DM_Quito.png 
 
 
Al mismo tiempo ocupa el tercer lugar en la tasa de crecimiento poblacional con el 22%, ya que 
entre 2001 y 2010, el número de habitantes se incrementó en 400.000. De acuerdo con esta 
información del INEC, en el Censo de Población y Vivienda del 2010 este incremento poblacional 
se refleja principalmente en las Administraciones Zonales de Quitumbe y Calderón. 
 
 
Gráfico 2 Crecimiento Poblacional por Administraciones Zonales 
 
 













Como se puede apreciar, estos sectores donde se registra el incremento poblacional son lugares 
ubicados cerca de la periferia de la ciudad, donde no existe un control constante por parte de la 
autoridad administrativa metropolitana y que debido a su ubicación los propietarios o terceros ven 
en ellos el lugar adecuado para crear fraccionamientos ilegales y asentar barrios ante la demanda de 
las familias de escasos recursos económicos.  
 
 
Un  estudio  realizado  en  el  año  2008,  por  el  Departamento  de  Gestión  Urbana  de  la  
Administración Zonal Quitumbe, reveló que en este lugar, “el área que se encuentra dentro de la 
trama urbana tenía capacidad de albergar a un millón de personas”, este dato favoreció para que 
se incremente el mercado tanto legal como ilegal del suelo en este sector y así mismo para que se 
formen asentamientos de hecho o se expandan los que ya existían incrementando el número de 
habitantes en esta Administración como lo reflejan los porcentajes del Censo realizado en 2010. 
 
 
Como se ha concluido durante el desarrollo de este capítulo, la constante demanda de vivienda y 
los altos costos de acceso al suelo, hacen que las familias de bajos ingresos opten por la 
constitución de asentamientos de hecho formando barrios donde habitan decenas de familias que 
mientras transcurre los años van dejando un legado de informalidad para sus descendientes, acorde 
a datos emitidos por la Unidad Regula Tu Barrio el jueves 16 de mayo del año en curso: 
 
 
“En Quito existen 508 asentamientos humanos consolidados (…) en los que viven familias 
que fueron víctimas de traficantes de tierras o de ventas ilegales de terrenos.  
 
 
Cabe resaltar que esta cifra se ha incrementado, pues según la Unidad de Estudios del Municipio 
del Distrito Metropolitano de Quito, hasta el año 2008, existían trescientos cincuenta y siete (357) 



















34  Localizados en La Mena, Solanda, La Argelia, San Bartolo, La 
Ferroviaria, Chimbacalle, Chilibulo, La Magdalena y Lloa 
 
Manuela Sáenz  
 
18 Localizados en Puengasi, La libertad, Centro Histórico, Itchimbia 




25 Distribuidos en Belisario Quevedo, Mariscal Sucre, Iñaquito, 
Rumipamba, Jipijapa, Cochapamba, Concepción, Kennedy, San 




43  Distribuidos en Cotocollao, Ponceano, Comité del Pueblo, El 
Condado, Carcelén, Nono, Pomasqui, San Antonio, Calacalí, 












46  Ubicados en Amaguaña, Conocoto, Guangopolo, Alangasí, La 
Merced y Pintag 
  
8     asentamientos ubicados en Puembo, Pifo y Guayllabamba 
 
Elaborado por: Valeria Asimbaya 





3.2. Regularización de asentamientos de hecho 
 
 
Debido al incremento de barrios informales, a la presión de los grupos sociales que exigen el 
reconocimiento de los asentamientos que representan y para ejecutar la política de legalización que 
se ha venido impulsando desde los años setenta, se crearon ordenanzas y  oficinas especializadas en 
regularizar asentamientos de hecho. 
 
 
3.2.1. Unidad de Suelo y Vivienda (USV) 
 
 
En el año 2001, mediante Resolución Administrativa 070, de 07 de Agosto, se crea la Unidad de 
Suelo y Vivienda (USV), ente adscrito a la Secretaría de Territorio Hábitat y Vivienda del 
Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, cuyo objetivo general era: 
 
 
“Regularizar y legalizar los asentamientos informales del Distrito Metropolitano de Quito, 
para solucionar el problema urbano, económico, social y de tenencia de la tierra, dando 
lugar, a una reactivación económica y mejoramiento de la calidad de vida de sus 
habitantes (…)”  
 
 
Con la creación de esta unidad se procedió a la legalización de varios asentamientos de hecho pues 
ya se estableció el procedimiento y los requisitos para el trámite de regularización el cual se 
desarrollaba de la siguiente manera: 
 
 
La Unidad de Suelo y Vivienda clasificó a los barrios según el grado de dificultad 









Tabla 2  Clasificación de Barrios para Legalización según la UVS 




A corto plazo 
Uso de suelo residencial, escritura global, organización 





A mediano plazo 
Uso de suelo compatible con vivienda, escritura global, 




A largo plazo 
Uso de suelo no compatible con vivienda, sin escrita 





Uso de suelo no compatible con vivienda por ser lugares 
de protección ecológica, zonas de riesgo, etc. 
 
Elaborado por: Valeria Asimbaya 
Fuente: Unidad de Suelo y Vivienda,  MDMQ 2001 
 
 
Una vez identificado el tipo de asentamiento, se procedía a la solicitud y entrega de los siguientes 
requisitos: 
“Legalización de Barrios- Requisitos USV 
 Documentos Legales 
 Escritura global del 100% a nombre de la organización social o de todos sus 
copropietarios. 
 Certificado de gravamen. 
 Carta del Impuesto Predial. 
 
Documentos Socio-Organizativos 
 Inscripción y aprobación de la personería jurídica en el Ministerio de Inclusión 
Económica y Social 
 Inscripción de la Directiva Actual de la Organización Social. 
 Listado de socios refrendado por la misma Cartera de Estado. 
 
Documentos Técnicos 
 Informes de factibilidad de servicio emitido por la EMAAP y la EEQ 
 I.R.M. Informe de Regulación Metropolitana 
 Plano del barrio (de acuerdo a solicitudes técnicas)”  
 
Fuente: UERB Adm. La Delicia 
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Posteriormente presentados todos los requisitos en la USV, se emprendía el trámite de legalización, 
en el que se debía contar con el informe técnico legal favorable de la Procuraduría Metropolitana, 
la Secretaría de Territorio, Hábitat y Vivienda y la Dirección de Avalúos y Catastros, el cual tenía 
su base en el informe emitido por la Comisión de Suelo y Ordenamiento Territorial del Concejo 
Metropolitano, quienes identificaban en este documento: 
 
 “Antecedentes de propiedad del lote de terreno sobre el cual está asentado el 
barrio. 
 Tasa retributiva 
 Informe de Inspección e Informe Técnico Legal 
 Especificaciones Técnicas 
 Obras a ejecutarse con su respectivo plazo de cumplimiento 
 Garantía para ejecución de obras 
 Zonificación 
 Plazo para la entrega de escrituras individuales” 
 Control de Ejecución de Obras 
 Plazo para inscribir la Ordenanza en el Registro de la Propiedad 
 
 
Con la aprobación de estos documentos, se elaboraba el proyecto de ordenanza que luego del 
respectivo debate se aprobaba definitivamente, con la expedición de la Ordenanza que legalizaba el 
asentamiento de hecho, se reconocía e integraba al barrio a la ciudad, lo cual se perfeccionaba con 
la protocolización de la Ordenanza en una Notaría y su inscripción en el Registro de la Propiedad.  
 
 
La legalización se completaba con la entrega de escrituras individuales a cada uno de los 
posesionarios, previo el pago respectivo de tasas, sellado de planos y entrega de áreas verdes. De 
esta manera en tres o cuatro meses, si se tenían todos los requisitos, se legalizaban asentamientos 
que durante años incentivaron la informalidad y gracias a la política de legalización veían atendidos 
sus requerimientos a pesar de ser responsables de la disminución de la superficie urbana y del 
crecimiento desordenado de la ciudad. 
 
 
Hasta el año 2009, la Coordinación Territorial del Municipio determinó la existencia de más de 400 
























3.2.2. Unidad Especial Regula Tu Barrio 
 
 
La Unidad Especial “Regula Tu Barrio” fue creada para continuar con la política de legalización 
de asentamientos de hecho, cuyo programa plantea regular más de cuatrocientos barrios en un 
período de cinco años, fue creada mediante Resolución A0010, de 19 de marzo de 2010, de la 
Alcaldía del Municipio de Quito. (Ver anexo 1) 
 
 
Esta Unidad es “un ente contable, dotado de autonomía económica, financiera, 
administrativa y de gestión” adscrita a la Secretaría General de Coordinación Territorial 
y Participación Ciudadana, facultada para gestionar y resolver los procedimientos de 
regularización de la ocupación informal del suelo dentro del marco de planificación y 
ordenamiento”. (MDMQ, 2013). 
 
 
Las unidades ejecutoras funcionan conforme al Principio de Desconcentración y se distribuyen en 





 La Delicia, tiene competencia para resolver casos de La Delicia y Manuela Espejo 
 Calderón, resolverá lo correspondiente a su jurisdicción. 
 Quitumbe, con competencia para resolver casos de Quitumbe y Eloy Alfaro 
 Y una Unidad Central que conocerá casos de las Administraciones Manuela Sáenz y 
Tumbaco. 
  En este año se creó una unidad en Los Chillos. 
 
 
Tiene como objetivo “procesar, canalizar y resolver los procedimientos de legalización y regularización 
de barrios de manera desconcentrada, en forma ágil, oportuna y en el marco de la planificación y el 




Los   recursos   financieros   para   esta   entidad   provienen   del   Municipio  del   Distrito 
Metropolitano de  Quito  a  través  de  asignaciones  o transferencias presupuestarias, un dato  
actual afirma que el presupuesto anual de la Unidad es de USD $. 1’400.000. 
 
 
Según datos de la Secretaría de Coordinación Territorial y Participación se regularizaron 175 
asentamientos de hecho entre los años 2001 y 2009. Y en el año 2011 con la UERTB, se determinó 
la existencia de 450 barrios irregulares, de los cuales se legalizaron 149.  
 















En la actual Administración, hasta mayo del 2013 se identificó 508 asentamientos humanos 
consolidados, de los cuales 253 aproximadamente fueron regularizados. En una entrevista realizada 
a Eddy Sánchez miembro de la Comisión de Territorio del Municipio, afirmó que 146 barrios se 
encuentran en trámite de regularización. 
 
 
Sin embargo, todavía existen inconvenientes pues existen barrios que se encuentran ubicados en 
zonas de riesgo no mitigable o de protección ecológica como los barrios del Camal Metropolitano, 
Conocoto, la Forestal, San Francisco de Chillogallo, San Francisco de la Chorrera y la Comuna 
Tarma, e invasiones como las asentadas en Pisulí, Atucucho, Caminos a la libertad, a los cuales no 
es posible legalizarlos por su ubicación y las condiciones en que se asentaron. 
 
 
El procedimiento de regularización actual acorde a lo dispuesto por el Manual Técnico de la 
UERTB es el siguiente: 
 
 
1. El trámite inicia con la presentación de la solicitud dirigida al coordinador de la 
UERTB de la respectiva Administración Zonal, la cual contendrá: 
 
 Solicitud de creación del expediente 
 Determinación de la superficie de áreas verdes que posee el sector 
 Números telefónicos para contacto 
 Especificación del número de lotes que tiene el barrio, cuantos tienen 
construcción y cuantos no. 
 
Además, se deben adjuntar los siguientes documentos: 
 
Documentos Socio Organizativos 
 Directiva vigente e inscrita en el MIES 
 Lista de socios refrendado por el MIES 
 Inscripción y aprobación de la personería jurídica en el MIES 





 Escritura global a nombre de la organización social o de todos los 
copropietarios otorgada por el propietario del predio. 
 Compra venta del 100% de derechos y acciones 
 Compra venta como cuerpo cierto 
 Prescripción adquisitiva de dominio, posesiones efectivas, donaciones 
 Certificado de gravámenes e hipotecas actualizado y de ventas (opcional) 
 
Documentos Técnicos 
 Informe de Regulación Metropolitana (IRM) 
 Carta de pago del Impuesto Predial al día 
 Informes de factibilidad de la EMAAP y la EEQ o cartas de pago de agua y luz 
 Plano del levantamiento planialtimétrico georeferenciado 
 Demás documentos técnicos (Ver anexo 2) 
 
 
2. Una vez presentados todos los documentos, se elabora un expediente con el análisis 
realizado por los tres especialistas de la unidad, análisis social, legal y técnico, 
respectivamente, para ubicar al barrio en una de las categorías de regularización 
(Manual Técnico 2011 UERTB Versión 03, 1 de abril Ecuador  MDMQ) 
 
 
Categoría A: barrios en los cuales se encuentra saneada la situación socio 
organizativa legal y técnica. 
Categoría B: barrios en los cuales uno de los tres parámetros falta por 
solucionar. 
Categoría C: barrios que en los cuales falta solucionar dos o los tres 
parámetros. 
 
3. Si el barrio es ubicado en categoría A, es decir si tiene todos los documentos o si tenía 
problemas que fueron saneados, la Unidad procede a la inspección del sector para 
levantar el plano correspondiente que se anexa al expediente. 
 
4. A estos documentos se adicionan el Informe de Riesgos y el Informe de Borde 
Superior de Quebrada emitido por la Secretaría de Riesgos; el Informe de Cabida 
58 
 
emitido por la Dirección Metropolitana de Catastro y el Replanteo Vial emitido por la 
respectiva Administración Zonal, todos estos a pedido de la Unidad. 
 
 
5. Con el expediente y los informes la Unidad realiza el proyecto de ordenanza que 
reconoce y aprueba el asentamiento humano de hecho y consolidado y el informe final. 
 
6.  Reunidos todos estos documentos se realiza una Mesa Institucional a fin de aprobar el 
informe del barrio en proceso de legalización, el cual deberá ser suscrito por un 
delegado de la Procuraduría Metropolitana, de Gestión y Control, de Catastro y de la 
Secretaría de Territorio, Hábitat y Vivienda. 
 
7. Todo este expediente se envía a los funcionarios de la Dirección de la Unidad Especial 
Regula Tu Barrio, quienes lo remitirán a la Comisión de Suelo y Ordenamiento 
Territorial. 
 
8. Finalmente, se debe aprobar la ordenanza conjuntamente con el plano, en primer y 
segundo debate en el Concejo Metropolitano, para lo cual la ordenanza será sancionada 
por el Alcalde. 
 
 
Una vez que se ha aprobado la ordenanza y se ha reconocido y aprobado el asentamiento de hecho, 
se realiza el proceso pos ordenanza, el cual implica la transferencia de áreas verdes a favor del 
Municipio, la asignación de número de predio y clave catastral, la inscripción en el Registro de la 
Propiedad y la entrega de escrituras individuales. 
 
 
Todos los gastos corren por cuenta del Municipio del DMQ, cuando el barrio es calificado como 
asentamiento de interés social, es decir, si los habitantes no tienen más propiedades que el lote que 
ahí se ubica. Mientras que si el barrio no es calificado así, los propietarios deben pagar los gastos 
de transferencia, notaría y registro.  
 
Cabe aclarar que este procedimiento es aplicable principalmente para aquellos predios que fueron 
vendidos como cuerpo cierto, mientras que para regularizar los predios que se encuentran en 
derechos y acciones, el Municipio aplica el procedimiento de Partición Administrativa contenido 
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en el artículo 486 del COOTAD, para lo cual se deberá expedir la respectiva ordenanza 
determinando la facultad de partición administrativa como ya se hizo en el barrio El Mirador de 
San José al Noroccidente de Quito (Ver Anexo 3) y como en el caso del barrio Cangahua que se 
encuentra realizando este proceso debido a que los predios son macrolotes que están en derechos y 
acciones, donde se asientan varios herederos desde hace más de dos generaciones. 
 
 
La partición administrativa es una potestad otorgada al Alcalde mediante Resolución del Concejo 




Este procedimiento procederá previa autorización de fraccionamiento (ordenanza de urbanización); 
inicia con el informe técnico provisional de regularización emitido por el órgano encargado del 
ordenamiento territorial (Unidad Regula Tu Barrio), de este informe se publicará un extracto en la 
prensa por una sola vez a costa del Municipio y quienes tengan interés legítimo podrán presentar 
observaciones en el plazo de tres días. 
 
 
Se elaborará un informe técnico definitivo, en virtud del cual se realizará la partición y 
adjudicación mediante Resolución Administrativa, la cual se hará constar en los catastros 
respectivos.  Esta resolución se protocolizará ante notario público y se inscribirá en el Registro de 
la Propiedad, a fin de que constituya título de dominio del beneficiario y documento habilitante 
para la transferencia de áreas verdes y  comunales a favor del Municipio.  
 
 
Inscrito el documento se notifica y entrega a los beneficiarios, en caso de que existan beneficiarios 
desconocidos, los predios serán de propiedad del Municipio, quien actuará en calidad de 
propietario fiduciario hasta que aparezca el beneficiario y justifique serlo, dentro de un plazo de 
cinco años. Concluido este procedimiento el barrio quedará legalizado. 
 
 
Para  el  año  2009,  en  las  zonas  de  Calderón  y  del  Camal  Metropolitano  existían  ciento 
veintinueve asentamientos de hecho, que optaron por incorporarse en el proceso de regularización, 
de los veintiocho barrios la parte alta del Camal Metropolitano, veintitrés se incorporaron al 
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perímetro urbano e iniciaron este proceso, durante el cual se constató que no contaban con vías, 




Existen aún barrios como el Camal Metropolitano, la zona del Atacazo, Conocoto y la Forestal, que 
se encuentran ubicados en zonas de protección ecológica y zonas de riesgo, a los cuales sería 
preciso reubicarlos en zonas consolidadas, ya que la propuesta actual por parte del Alcalde, es crear 
soluciones habitacionales, lo cual no es viable ya que demandarían una gran inversión de recursos 
en infraestructura y dotación de servicios. 
 
 
El problema de los asentamientos informales no solo es el relacionado al crecimiento desordenado 
de la ciudad, a la creación de zonas de pobreza e inseguridad tanto para sus habitantes como para la 
ciudad en general, sino que también el costo de la legalización de estos barrios irregulares es 
elevado y demanda una considerable cantidad de recursos económicos y creación de 
infraestructura, así como lo haría el crear viviendas de interés social por el costo de construcción y 
demás obras de infraestructura. 
 
 
En el año 2012, el Municipio inició el proceso de Expropiación Especial de asentamientos 
informales, según la Secretaría General de Coordinación Territorial y Participación, en una primera 
fase se planeaba regularizar 7.303 lotes asentados des hace treinta o cuarenta años. 
 
 
La legalización de asentamientos de hecho para las familias que ahí habitan representa mejorar sus 
condiciones de vida pues les permitirá acceder a la infraestructura necesaria para contar los 
servicios básicos, ser integrados a la ciudad y les garantiza tener el justo título o los documentos 
que respalden la tenencia de la tierra, acreditándolos como propietarios. Todos estos beneficios se 
alcanzan en respuesta a los años de informalidad y pobreza que han vivido, muchos de ellos 
víctimas de traficantes de tierras quienes han lucrado con la venta ilegal de lotes y han hecho que 





3.3. Legislación Comparada 
 
 
Los asentamientos de hecho no son solo una actividad pendiente del Municipio, pues esta situación 
constituye a criterio de Roberto Dromi, “una deuda social pendiente del Municipio, de la ciudad y de la 
sociedad toda (…) esas formas de vida marginal han engendrado códigos propios incompatibles con el 
hábitat ciudadano”  (Dromi, 1997, pág. 104), estos asentamientos son una situación recurrente en 
Latinoamérica, que ha generado intensos debates para que los Municipios y los Gobiernos busquen 
soluciones inmediatas y practicas ya que se han convertido en un tema de interés político, jurídico 
y social que demanda no solo recursos económicos sino también una revisión de las normas 
jurídicas y planes de organización territorial. 
 
 
Estos lugares se encuentran en toda Latinoamérica y reciben diferentes nombres dependiendo del 
país en el que se ubiquen, se los conoce como villas miseria, callampas, tomas, favelas, barriadas, 
ocupaciones, barrios jóvenes, invasiones, barrios de rancho, loteos clandestinos, urbanizaciones 
pirata, barrios irregulares, entre otros.  
 
 
Al ser un problema que enfrentan la mayoría de países de América Latina, se puede observar que 
las políticas e instrumentos para solucionarlo se asemejan, pese a la diferencia de regímenes 
constitucionales, la legalización se ha convertido en una política permanente y aún vigente en 
países como Brasil, Colombia, Ecuador, Perú, México entre otros que hoy tienen que hacer frente y 
asumir las consecuencias de la complicidad de los gobiernos anteriores que no buscaron una 
solución para prevenir la formación de estos lugares que no cuentan con adecuadas condiciones de 
salud, infraestructura y seguridad. 
 
 
Las políticas de legalización que se implementaron en los últimos años han sido implementadas por 
“la articulación de intereses, el clientelismo y hasta la corrupción” (Clichevsky, 2003) como ejemplo 
tenemos que en países como Brasil y Perú han existidos asentamientos de hecho desde hace varios 
años sin que se pueda frenar la situación, constituyéndose en los países con más informalidad, la 
cual ha crecido después de cada campaña electoral en lugar de disminuir. Mientras que en 
Argentina gracias a las políticas de control y regulación del uso de suelo, el aparecimiento de 
asentamientos de hecho ha sido mínimo. 
62 
 
“Las políticas estatales sobre regulación del mercado privado del suelo, tanto en sus 
aspectos de producción como de comercialización han influido decisivamente en el acceso 
de la población a los mercados de tierra y vivienda y los tipos de informalidad, así como en 
la configuración actual de las ciudades”. (Clichevsky, 2003). 
 
 
Frente a esta situación ha surgido la necesidad de reformar la mayoría de legislaciones de 
Latinoamérica, en las cuales consagran no solo el derecho a la propiedad privada sino también el 
derecho a la vivienda y la función social que esta debe cumplir, además en referencia a la 
expropiación se ha incluido el interés social como causa expropiandi para su aplicación, lo cual ha 
facultado especialmente a los Municipios de algunos países, para que la adopten como instrumento 
de regularización de asentamientos de hecho con algunas variaciones en lo que al justo precio se 
refiere, como trataré más adelante. 
 
 
A continuación me permito hacer una breve reseña de los asentamientos de hecho y los 
instrumentos aplicados para tratar de solucionar este problema en países como Colombia, México, 






La realidad social colombiana es una situación muy compleja,  en este país la mayoría de su 
población son inmigrantes, familias de refugiados o desplazados que han abandonado sus hogares 
originales por causas políticas y sociales, especialmente por la violencia generalizada de la cual ha 
sido víctima. Esta situación conjuntamente con las diferencias entre las autoridades a cargo que no 
han conseguido definir políticas claras respecto a su organización territorial dan como resultado el 
elevado número de asentamientos informales existentes. 
 
 
En 1991 se dividió el Estado en diferentes niveles  de  gobierno, estableciendo  al Municipio como  
“la célula fundamental, pero no precisa la arquitectura territorial o un modelo de crecimiento ordenado y 
planificado (…)” (Hernández Becerra, 2001, pág. 7), con lo cual el acceso ilegal al suelo incremento 
a través de asentamientos progresivos, ocupacion del suelo y la venta informal de lotes. 
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En la misma Constitución se incorporó la función social y la ecológica de la propiedad, a partir de 
la cual surgió la necesidad de generar mecanismos de planificación territorial, de esta manera en los 
años siguientes, se instauró la función social de la propiedad como un mecanismo para materializar 
el principio de solidaridad. En virtud de lo expuesto, la Corte Constitucional colombia ha concluído 
lo siguiente:  
 
 
“la función social en la propiedad es un elemento constitutivo y no externo a la misma, de 
manera que compromete a los propietarios con el deber de solidaridad plasmado en la 
Constitución y así mismo supone como finalidad, el ordenamiento físico y desarrollo 
armónico de las ciudades.” (Granda Jaramillo, 2010, pág. 39). 
 
 
En referencia a la normativa jurídica sobre asentamientos humanos de hecho y los instrumentos 
para su legalizacion aplicados en este país, cabe mencionar brevemente que en 1968 se promulga 
una ley para controlar las urbanizaciones piratas pero en1979 se dictan normas que favorecen a los 
fraccionamientos ilegales incrementando su número en las ciudades; para 1989 se instituye la 
expropiación de inmuebles que no cumplen la funcion social, por mandato de la Ley 9 de Reforma 
Urbana que regula lo concerniente  a planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación y 
enajenación voluntaria de bienes; en 1997 se dicta la Ley 388, y finalmente la Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial LOOT. 
 
 
 Ley 9 (1989) en materia de expropiación prevé como causas las declaraciones de 
utiilidad pública y de interés social, la expropiación de inmuebles que no cumplen una 
función social y ordenó que se legalicen todos los asentamientos informales existentes 
hasta el 28 de julio 1988.  
 
 
Al mismo tiempo, en esta Ley se insertó una forma de expropiación que generó gran 
debate en el país y a nivel latinoamericano, pues contemplaba la expropiación sin 
indemnización por  razones  de  equidad  como  lo  señalaba  el  artículo  53,  que  en 





“ Artículo 53.- Para los efectos previstos en el último inciso del artículo 30 de la 
Constitución Política declárase que existen motivos de equidad para decretar la 
expropiación sin indemnización cuando el propietario de un inmueble ubicado 
en sitio apto o no apto para urbanizar, en contravención a las normas sobre usos 
del suelo, o fuera del perímetro sanitarui y urbano de un municipio, del Distrito 
Especial de Bogotá, de un área metropolitana, de la intendencia de San Andrés y 
Providencia, o sin contar con los permisos y licencias requeridos por las leyes, y 
acuerdos, aprovechándose de la necesidad de vivienda de los ocupantes, venda, 
prometa en venta, promueva o tolera ocupación de dicho inmueble para vivienda 
de interés social. (…) 
 
(…) Los ocupantes tendrán derecho a que dicha entidad les otorgue escritura de 
propiedad sobre los lotes así ocupados, sin que haya lugar a pagos adicionales, y 
podrán en todo caso exigir del vendedor la restitución de las sumas que hubieren 
pagado, junto con intereses moratorios. Competerá a la entidad territorial 
adelantar las acciones necesarias a nombre de los ocupantes e invertir las sumas 
recuperadas en la provisión de obras y servicios en el inmueble expropiado.(…)“ 
Las negrillas me pertenecen 
 
 
Esta forma de expropiación prevaleció hasta el año de 1999 y fue eliminada mediante 
acto legislativo por considerar que no era aplicable pues vulneraba no solo la norma 
constitucional que establecia el pago de indemnización cuando haya expropiación, sino 
que además atentaba  contra  el derecho a la propiedad reconocido internacionalmente 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuyo artículo 21 prescribe: 
 
 
“ Artículo 21.- (…) 2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto 
mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de 
interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley”. 
 
 
Otro motivo que impulsó la derogación de esta norma fueron los “fallos de 
inconstitucionalidad de las claúsulas indemnizatorias de varios tratados bilaterales de protección de la 
inversión extranjera.” (Expropiación, 2002). A raíz de la eliminiación de esta forma de 





Esta Ley si bien contituyó un avance en la legislación colombia otorgando facultades 
que antes no tenían los Municipios, como la facultad de regular el mercado del suelo, 
tuvo una serie de vacíos legales que no permitieron realizar una apropiada gestión en la 
planificación de la expansión de las ciudades. 
  
 
 Ley 388 (1997) de Desarrollo Territorial, inserta la función pública del urbanismo 
junto con los siguientes principios: 
 
 
 “La función social de la propiedad 
 La prevalencia del interés general sobre el particular 
 La distribución equitativa de las cargas y los beneficios conjuntamente con 
políticas para el mejoramiento de la calidad de vida de los pobladores 
 Participación Democrática, y 
 Autonomía Territorial (…)” (Costa & Hernández, 2010). 
 
 
Prevé de igual manera la expropiación por razones de utilidad pública o interés social 
cuando se requiera desarrollar proyectos de vivienda de interés social, legalizar títulos 
en urbanizaciones de hecho o ilegales y para reubicar asentamientos situados en lugares 
de riesgo. Es decir, que el procedimiento expropiatorio se basa en el principio de la 
prevalencia del interés general sobre el particular. 
 
 
Los instrumentos que se destacan en esta Ley para el ordenamiento territorial son los de 
planificación y los de gestión, prinicpalmente la titulación de predios para asegurar el 
derecho a la vivienda en virtud de la función social de la propiedad. 
 
En el año 2006, se expiden normas encaminadas a regularizar los asentamientos de hecho para 
integrarlos a las ciudades mediante programas de titulación, reconocimiento y legalización que dan 
origen al “Programa Integral de Regularización, a partir del cual se busca generar procesos de inclusión 






En la actualidad, la legislación colombiana mantiene la política de legalización de asentamientos 







Los asentamientos de hecho en Perú son conocidos como “pueblos jóvenes”o barriadas, y son 
aquellos sitios ubicados en la periferia de la ciudad caracterizadas por su alto índice de pobreza, 
como en los demás países de Latinoamérica las políticas implantadas en la legislación peruana 
fueron de tipo correctivo, es decir encaminadas a legalizar estos asentamientos, lo cual derivó en la 
permisividad oficial, la falta de viviendas de interés social y la titulación de sectores incluso en 
zonas de riesgo o de protección ecológica. 
 
 
Estos asentamientos a más de reflejar la gran pobreza que azota a la población peruana, carecen de 
servicios básicos y se han convertido en sitos de expendio de drogas y de organizaciones delictivas 
que debe ser frenado por el gobierno peruano para evitar que se incremente la inseguridad, la 




El problema de los asentamientos irregulares en este país a criterio de los expertos ha sido 
fomentado por la tolerancia del Estado, quien participa de forma pasiva encubierta, Manuel 
Castells considera que “sin la permisividad por parte del Estado o apoyo de factores políticos, los 
asentamientos informales no tendrían la posibilidad de existir (…) gracias únicamente a la permisividad del 
Estado, pueden contar los ocupantes ilegales con la base especial necesaria para su existencia cotidiana 
(…)”  (Castells, 1986, pág. 295, pág. 295). 
 
 
Ante  estas  circunstancias  se  han  dictado  una  serie  de  leyes  para solucionar el problema de los 
asentamientos informales. En un estudio realizado en el año 2010, se estimaba que existía “400 mil 
lotes por titular” producto de invasiones en los cuales existen aproximadamente “500 mil familias 
viviendo en condiciones de inseguridad, pobreza y riesgo de colapso” (Apuntes Arquitectura Digital, 
2010). Entre las leyes que se promulgarón, tenemos las siguientes:  
67 
 
 Ley No. 13517, Ley Orgánica de Barrios Marginales de 1957, en la cual se crea la 
Oficina Nacional de Barriadas y se reconoce oficialmente a estos sectores. La misma 
Ley en el año de 1961, reconoce legalmente a los barrios como Urbanización Popular 
de Interés Social . 
 
 
 Ley No. 28687, de 2006, Ley de desarrollo y complementaria de formalización de la 
propiedad informal, acceso al suelo y dotación de servicios básicos, en la cual se puso 
especial énfasis en estos tres aspectos para lo cual se facultó a los municipios a aplicar 
los procedimientos de formalización a través de programas de reconocimiento, 
identificación, aprobación de planos, de titularización e inscripción. Esta Ley se 
fundamentaba en el preferente interés nacional de formalización de la propiedad 
informal y dió lugar al primer empadronamiento de posesionarios de lotes e inscripción 
en el Registro de Predios.  
 
 
Además, incluye la figura de expropiación para regularizar los barrios informales, 
prescribiendo en su artículo 21 lo siguiente: 
 
 
“Artículo 21.- De la expropiación de los terrenos. De conformidad con lo 
establecido en el artículo 96 de la Ley Orgánica de Municipalidades, Ley No. 
27972, las municipalidades provinciales podrán requerir la expropiación de 
terrenos ocupados por posesiones informales al 31 de diciembre 2004, mediante 
resolución del Concejo Provincial siempre que aquellos cuenten con su 
respectivo proyecto de vivienda social, técnica y financieramente viable, para lo 
cual podrán recurrir a programas estatales como Techo Propio, Banco de 
Materiales S.A.C. y otros. 
 
Las municipalidades provinciales actuarán como sujeto activo de la expropiación 




 Ley 29320, de 2009, sobre expropiación para titulación de posesiones informales, 
modifica el artículo 21 de la Ley 28687, prevé mecanismos para facilitar el 
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procedimiento de expropiación como el permitir que se realice la consignación judicial 
de la indemnización aunque el expropiado no este de acuerdo con el valor, el mismo 




Esta ley fue expedida con el fin de beneficiar a los habitantes de los asentamientos de 
hecho, sin embargo, algunas autoridades consideraban que esta forma de expropiación 
no tenía como fin el bien común, sino que solo favorecía a los habitantes de los barrios 
informales de forma particular, por lo tanto la consideraban inconstitucional, ya que la 
Constitución vigente (1993) únicamente permitía la expropiación por causas de 
necesidad pública mas no por interés social. A pesar de este debate se estableció que se 
debían respetar las normas internacionales que de acuerdo a la misma Constitución, 
tenían efecto vinculante y las cuales sí reconocen como causas de expropiación la 
utilidad pública y el interés social. 
 
 
Entre los requisitos que debían reunir los asentamientos de hecho para aplicar el 
procedimiento de expropiación están: “ser una posesión informal constituída hasta  el 31 de 
diciembre de 2004; que no exista posibilidad de restablecer el suelo a su situación anterior; 
que no sea aplicable un procedimiento de declaración de propiedad” o este en trámite otro 
procedimiento de legalización; y, que no se encuentren asentados en zonas protegidas, 
arqueológicas o de riesgo.  (González Barrón, 2011). 
 
Finalmente, se ha concluído que esta forma de expropiación podría incentivar que se 
produzcan invasiones sucesivas para posteriormente solicitar la legalización de los 
asentamientos mediante este instrumento, razón por la cual la legislación peruana 
actualmente ha impuesto a los municipios la obligación de establecer políticas que no 
permitan hacer “uso abusivo del acceso al suelo” 
 
Hoy  en  día  existen  nuevos  organismos  y  normas  que  regulan  no  solo  la  legalización  de  
asentamientos sino también el acceso al suelo, habilitación de tierras y el desarrollo planificado de 
las ciudades. Así por ejemplo, existe el Fondo Nacional de Compensación y Desarrollo Social; el 
Programa de Lucha contra la pobreza; el Fondo Mi Vivienda que es un fondo hipotecario y en que 







En México los asentamientos de hecho representan un gran problema debido al gran número de 
habitantes que tiene el país y a las intervenciones de carácter político que han incentivado el 
negocio de tierras y el mercado ilegal del suelo. 
 
 
Hasta el 08 de julio del año 2013, se estima que existen ochocientos sesenta y siete  asentamientos 
irregulares ubicados sólo en el Distrito Federal de México, los mismos que ocupan suelo de 
conservación provocando el deterioro de estas áreas y la pérdida de ecosistemas que necesita la 




Los asentamientos de hecho o irregulares son principalmente producto de las invasiones y de la 
venta ilegal de tierras realizadas con el apoyo de los partidos políticos que influyen de gran manera 
para que se formen estos sectores. Existen tres tipos de asentamientos irregulares de carácter 
privado; público y los de carácter ejidal Los ejidos son tierras rurales  producto de la expropiación 
de grandes terrenos a los hacendados, a fin de que sean otorgadas a gente pobre para que las 
trabaje. También son aquellas tierras que se encuentran entre dos propiedades privadas. Entre la 
legislación referente a regularización de asentamientos están: 
 
 
 Ley de fraccionamientos, de 1958, es la primera Ley que trata sobre este tema pero no 
se tiene mayor información de ella. 
 
 
 Ley de asentamiento humanos, de 1976 a través de la cual se regula el mercado del 
suelo. 
 
 Ley General de Asentamientos Humanos,  de 1994, que contenía normas referentes 
al  control  y  desarrollo  urbano,  facultades  de  las  autoridades y municipios, 




 Ley para la Regularización de los Asentamientos Humanos Irregulares en el 
Estado Querétaro, 2013 , de igual manera los diferentes municipios mexicanos han 
expedido sus propias leyes en esta materia para contribuir con el ordenamiento 
territorial y la planificación, lo más novedoso de esta Ley es que tiene una vigencia de 
tres años, es decir que plantea un plazo para la regularización de los asentamientos y 
especifica claramente los requisitos que deben reunir, entre los cuales están: 
 
 
 “Tener una ocupación real mayor al 40% de los lotes 
 Que el origen de su conformación no sea el de un fraccionamiento 
 Que el predio esté libre de procesos judiciales o gravámenes 
 Que el uso del suelo de la zona sea apto para vivienda 
 Que la antigüedad mínima del asentamiento sea de tres años 
 Que no se encuentre ubicado en zonas de Riesgo o no apta para desarrollo 
urbano 
 Que el sector cuente con dos servicios básicos  
 Que exista un dictamen técnico de factibilidad de dotación de servicios e 
infraestructura”  (Pedraza Nuñez, 2013). 
 
En cuanto al procedimiento este iniciará con la solicitud, la misma que integrará el 
expediente técnico jurídico al cual deben adjuntarse la emisión del dictamen de 
procedencia, el del acuerdo de cabildo que autorice la regularización o su 
improcedencia, para finalmente procederá la ejecución del acuerdo del Cabildo y la 
expedición del acuerdo que declare el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
autorización de regularización. 
 
En tal virtud, gracias a esta Ley también se está desarrollando el Programa para la 
Regularización de Asentamientos Humanos Irregulares (PRAHIR), cuyo objetivo es 
“llegar a la regularización de un promedio de 20 mil lotes irregulares, cuya situación no se 
encuentra en zonas de riesgo o en áreas de restricción (…) durante los próximos 24 meses (…) 
Además, la Secretaría de Gobierno del Estado ya trabaja en la elaboración del Padrón Único de 
Asentamientos Humanos Irregulares”  (Pedraza Nuñez, 2013). 
 
 
 Programa para regularizar predios urbanos y semiurbanos, es un procedimiento 
implementado por el Gobierno de Querétaro para “la regularización de predios urbanos y 
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semiurbanos mediante el procedimiento judicial especial de prescripción adquisitiva ante los 
tribunales correpondientes (…) obteniendo así el título de propiedad el cual es inscrito en el 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Estad, o para aquellas personas que no 
cuenten con suficientes recursos económicos para escriturar por medio de una notaría” 
(Queretano, 2013). 
 
Es decir, que mediante esta normativa se prevé regularizar los asentamienos informales  
que reunan los requisitos del artículo 7 dentro del plazo de 2 años, mediante un proceso 
de identificación, estudio de factibilidad, titulación y registro. 
 
 
Del breve análisis a la legislación mexicana se puede concluir que las normas de regularización de 
asentamientos de hecho son más concretas que en las legislaciones colombiana y peruana, ya que 
incluye programas de regularización con requisitos específicos, la figura de la expropiación sólo se 
aplica por razones de utilidad pública y no de interés social, sin embargo, estas normas no se 
aplican en todo el país por lo cual se continúan formando asentamientos irregulares con el respaldo 
de partidos políticos como lo confirma el Dr. Miguel López Olvera, abogado especializado en 
Derecho Administrativo e Investigador de la Universidad Nacional Autónoma de México,  en una 
conversación del pasado 29 de Noviembre en la ciudad de Quito en el Instituto de Altos Estudios 
Nacionales.  
 
En la misma conversación el Dr. López Olvera mencionó que en Tekax Yucatán en el año 2012, se  
realizó la expropiación por causa de utilidad pública de 54.4 hectáreas a favor de la Comisión para 
la Regularización de la Tenencia de la Tierra (Corett), para regularizar asentamiento humanos 
sobre propiedad social y apoyar al crecimeinto organizado; el valor total de la indemnización que 
debía pagar la Corett fue de un millón trecientos veinte mil cuatrocientos treinta y tres pesos, lo 
cual representaba un egreso considerable que debía ser cubierto por esta entidad, adicional a  los 







Es el país con mayor número de habitantes en Latinoamérica, aproximadamente 198 millones de 
personas, el principal incremento poblacional se dio entre los años de 1960 al 2000 y es durante 
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esta época que se forman los asentamientos de hecho especialmente en las zona periféricas de las 
ciudades. Estos sitos son conocidos con el nombre de favelas, y son el hogar de la población de 
bajos recursos económicos, solo en la ciudad de Río de Janeiro más del 20% de sus habitantes 




La normativa expedida para enfrentar este problema ha desarrollado políticas, planes e 
instrumentos encaminados a buscar soluciones prácticas, así puedo mencionar las siguientes:  
 
 
 Ley Nacional No. 6766, del año 1976, generó gran controversia pues contenía normas 
que permitían el incremento de fraccionamientos ilegales del suelo y marcaba las 
diferencias sociales entre los habitantes ya que determinaba que la superficie mínima 
de los lotes para la población en general debía ser de 300 m2 mientras que para los 
sectores populares debía ser de 125m2. 
 
 
Del mismo modo, obligaba a donar el 35% de la superficie de estos predios al Estado, a 
fin de que en ellas se realicen obras en beneficio de los mismos sectores, también 
criminalizó al loteador fijando penas para estos, es decir, que la ley si bien tenía como 
objeto mejorar las condiciones de vida, no consideró los efectos que se producirían 
tiempo después de su aplicación, por lo cual  algunos analistas y especialistas del 
Derecho señalan que: 
 
 
“(…) si bien tuvo la intención de proteger a los adquirentes de los lotes y 
garantizarles una mejor calidad de vida, sirvió para que los loteadores reservasen 
las peores áreas desde el punto de vista urbano ambiental, para realizar las 
donaciones, el estado por otra parte no las utilizó para las finalidades originales y 
las dejó abandonadas. Con los problemas de falta de acceso al  mercado  formal 
de tierra  y de  vivienda, esos terrenos fueron ocupados por población de bajos 
ingresos. Ello generó una doble irregularidad  los loteos no se podían aprobar 





En cuanto al tema de sanciones para los fraccionadores, las denuncias aumentaban y las 
penas se aplicaban, no obstante, “se produjo una restriccion de oferta de tierra para los 
sectores de bajos ingresos”.  (Clichevsky, 2003). 
 
 
 Plan Director, de 1993, se incluye en la legislación brasileña un instrumento para 
regularizar las favelas mediante la creación de Zonas de Especial Interés Social (AEIS), 
las cuales debían permitir el acceso al suelo a personas de bajos recursos económicos. 
Estas zonas estaban destinadas a regularizar asentamientos constituidos e intervenir en 
terrenos vacíos, pero debido a la creciente demanda de suelo, estas zonas se fueron 




 Ley 10.257, del 10 de julio de 2001, nombrada como Estatuto de la Ciudad (EC), es 
un conjunto de principios e instrumentos orientados a definir las políticas urbanas y de 
vivienda, en virtud de la función social tanto de la ciudad como de propiedad privada. 
Las causas que motivaron su creación fueron la necesidad de regular el uso y ocupación 
del suelo, regularizar los asentamientos informales e incluir a los habitantes en el 
desarrollo de las ciudades. 
 
 
El EC tiene cuatro dimensiones fundamentales, así lo señala el Instituto Pólis en su texto 
de presentación del Estatuto de la Ciudad, nuevas herramientas para garantizar el 
derecho a la ciudad en Brasil: 
 
 
“consolida un nuevo marco conceptual jurídico político para el derecho 
urbanístico, aportando elementos para la interpretación del principio 
constitucional de la función social de la ciudad y la propiedad urbana. 
 
Reglamenta y crea nuevos instrumentos para  la construcción de un nuevo orden 




Sugiere procesos para la gestión democrática de las ciudades e identifica 
estrategias e instrumentos de regularización de asentamientos informales en áreas 
públicas y privadas. 
 
La cuarta dimensión fundamental del Estatuto de la Ciudad tiene que ver con los 
instrumentos jurídicos reconocidos para la promoción por parte de los municipios 




El Estatuto de la Ciudad es considerado como una “caja de herramientas” puesta a 
disposición de los municipios para que sean ellos quienes determinen que instrumentos 
se deben o no aplicar, pues deben elaborar sus respectivos “Planes Maestros”. En 




 En el caso de áreas vacías o subutilizadas deben pagar el Impuesto Predial 
y Territorial Urbano progresivo en el tiempo y edificar o parcelar 
obligatoriamente, a fin de evitar la expansión horizontal que hace que los 
municipios inviertan en dotación de servicios e infraestructura sin que esto 
garantice un total mejoramiento en las condiciones de vida. 
 
 Expropiación con pago en títulos de deuda pública, por falta de 
parcelamiento, edificación o utilización, cuando no se realice ninguna de 
estas actividades y se ha realizado el pago del Impuesto sobre la propiedad 
predial y territorial urbana progresivo (IPTU) durante cinco años. 
“Artículo 8º. (…) Los títulos de la deuda pública contaran con la aprobación 
previa del Senado Federal y serán rescatados en un plazo de hasta diez años, en 
cuotas anuales, iguales y sucesivas, garantizándose el valor real de la 
indemnización (…) el Municipio procederá al adecuado aprovechamiento del 
inmueble en una plazo máximo de cinco años, contado a partir de su 
incorporación al patrimonio público; el aprovechamiento podrá hacerse efectivo 
directamente por el poder público o mediante la enajenación o concesión a 




 Usucapión especial del inmueble urbano, ésta figura es lo que en nuestra 
legislación se conoce como prescripción adquisitiva de dominio,  es 
decir es un modo de adquirir el dominio de un bien por encontrarse una 
persona en posesión de este, durante el tiempo y en la forma prevista en la 
Ley.  En el Estatuto de la Ciudad se prescribe:  
 
“Artículo 9o.- El que posea como suya un área o edificación urbana de hasta 
doscientos cincuenta metros cuadrados durante cinco años ininterrumpidamente y 
sin oposición, utilizándola para vivienda propia o de su familia, se le adquirirá el 
dominio, en tanto no sea propietario de otro inmueble urbano o rural. 
 
1º Se otorgara el título de dominio al hombre o la mujer, o ambos, 
independientemente del estado civil. 
2º El derecho al que se refiere este artículo no se le reconocerá al mismo 
poseedor más de una vez. 
3º A los efectos de este artículo, el heredero legítimo podrá continuar, de 
pleno derecho, con la posesión del inmueble en manos de su antecesor, en 
tanto ya este residiendo en éste en ocasión de la apertura de la sucesión. 
  
Artículo 10º.- Las áreas urbanas con más de doscientos cincuenta metros 
cuadrados, ocupadas por personas de bajos ingresos con fines de vivienda, 
durante cinco años, ininterrumpidamente y sin oposición, en donde no fuera 
posible identificar los terrenos ocupados por cada poseedor, son susceptibles de 
ser tomados colectivamente en usucapión, en tanto los poseedores no sean 
propietarios de otro inmueble urbano o rural. 
 
1º El poseedor puede, a los fines de contar el plazo exigido por este artículo, 
adicionar su posesión a la de su antecesor, en tanto ambas sean continuas. 
2º El juez declarará la usucapión especial colectiva de inmueble urbano a 
través de sentencia que servirá de título para su registro en la dirección de 
catastro. 
3º En la sentencia el juez atribuirá igual fracción ideal de terreno a cada 
poseedor (…) 
 
 Medida Provisoria No. 2.220, expedida el 4 de septiembre del 2001, en la cual se trata 
la Concesión de uso especial, un instrumento contenido en la Constitución brasileña 
que permite que los posesionarios de un predio destinado a vivienda y situado en zonas 
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urbanas adquieran una concesión de uso especial del suelo donde se asientan si han 
mantenido la posesión hasta la fecha fijada en la Ley. 
 
“Artículo 1º.- El que hasta el 30 de junio de 2001 poseyó como suyo, durante 
cinco años, ininterrumpidamente y sin oposición, hasta doscientos cincuenta 
metros cuadrados de un inmueble público situado en una zona urbana, 
utilizándolo para vivienda suya o de su familia, tiene derecho a una concesión de 
uso especial con fines de vivienda en relación al bien objeto de posesión, en tanto 
no sea propietario o concesionario, a cualquier título, de otro inmueble urbano o 
rural. 
1º La concesión de uso especia con fines de vivienda será otorgada de 
manera gratuita al hombre o a la mujer, o a ambos, independientemente 
de su estado civil. 
 
2º El derecho al que se refiere este artículo no será reconocido al mismo 
concesionario más de una vez. 
 
3º A los efectos de este artículo, el heredero legítimo continúa, de pleno 
derecho, la posesión de su antecesor (…) 
 
 
Artículo 2º.- En los inmuebles a los que se refiere el artículo 1º, con más de 
doscientos cincuenta metros cuadrados, que hasta el 30 de junio de 2001 estaban 
ocupados por personas de bajos ingresos con fines de vivienda, durante cinco 
años, ininterrumpidos y sin oposición, en donde no fuera posible identificar los 
terrenos ocupados por cada poseedor, la concesión de uso especial con fines de 
vivienda se otorgará en forma colectiva, en tanto los poseedores no sean 




(…) Artículo 4º.- En  caso  de  que  la  ocupación  implique riesgos para la vida o 
la salud de los ocupantes, el Poder Público garantizará al poseedor el ejercicio 





Estas concesiones de uso especial del suelo se las obtiene previo procedimiento 
administrativo que se desarrollará en un plazo de doce meses, y ante la negativa de 
concesión o de respuesta se tramitará en la vía judicial. 
 
 
Actualmente, si bien el Estatuto de la ciudad contiene normas jurídicas, procedimientos e 
instrumentos para regularizar los asentamientos de hecho y prevenir la expansión desordenada y 
horizontal de las ciudades, aún no se han puesto en práctica todos los instrumentos previstos en el 
Estatuto a gran escala., a pesar de esta situación las ciudades que ya han aplicado esta normativa 
han tenido resultados positivos, pues se ha implantado formas comunitarias de posesión y acceso a 






En nuestro país los asentamientos humanos de hecho no sólo es un problema del Distrito 
Metropolitano de Quito, sino también de otras ciudades de la región costa, principalmente 
Guayaquil en donde se registra el mayor número de barrios irregulares producto de invasiones y del 
uso especulativo de suelo que no fue controlado en su momento. Frente a esta situación y las  
medidas de regularización existentes que en cierta forma eran cómplices del incremento de estos 
sectores, el Gobierno Central recientemente asumió una clara postura en contra de estos 
asentamientos ilegales especialmente en los casos de invasiones. 
 
 
En el 2012 mediante Decreto Ejecutivo se crea el Comité Interinstitucional de Prevención de 
Asentamientos Humanos Irregulares, el cual trabaja conjuntamente con los Ministerios 
Coordinador de Desarrollo Social, Coordinador de Seguridad, de Desarrollo Urbano y Vivienda, de 
Justicia y de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca; y la colaboración del Banco del Estado 
y el Presidente de la Asociación de Municipalidades del Ecuador. 
 
 
Este comité en concordancia con lo expresado por el Presidente de la República, Eco. Rafael 
Correa: “que las invasiones no son una alternativa para salir de la pobreza, sino todo lo contrario” tiene 
claramente planteado que regularán la situación de los asentamientos humanos consolidados, es 
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decir de aquellos grupos que tienen 4 o 5 años de asentamiento, mas no los que tengan uno o dos 




Se creó además la Subsecretaría de Hábitat y Asentamientos Humanos,  con el fin de “elaborar y 
difundir políticas, normativas y herramientas técnicas para promover el desarrollo del Sistema Nacional de 
Asentamientos Humanos, en lo concerniente a los procesos de gestión del suelo, producción social del 
hábitat y promover normativas para la regulación del ordenamiento territorial urbano, en el marco de la 
garantía a los derechos a un hábitat seguro y saludable, y al derecho a la ciudad y de sus espacios públicos; 
así como realizar la correspondiente capacitación y acompañamiento técnico a los GADs” (Ministerio de 
Desarrollo Urbano, 2010). 
 
 
Esta Secretaría es la encargada de establecer las políticas de gestión del suelo y ordenamiento 
territorial conjuntamente con los Gobiernos Autónomos Descentralizados, además tiene a su cargo: 
 
“Coordinar y supervisar la elaboración de políticas yregulaciones para el Sistema 
Nacional de Catastros . 
 
Coordinar y supervisar el diseño, difusión y aplicación de la normativa nacional de 
avalúos y catastros en coordinación con AME y los GADs. 
 
Coordinar, apoyar y supervisar el diseño de herramientas técnicas de apoyo a los GADs 
contempladas en la ley y en sus procesos de planificación, regulación y control del 
uso,ocupación y desarrollo del suelo urbano cantonal y distrital, además de los 
asentamientos rurales concentrados. 
 
Coordinar y supervisar la elaboración de programas de capacitación, asistencia técnica y 
fortaleciemiento a los GADs en los temas inherentes al hábitat, asentamientos humanos y 
derecho a la ciudad. 
 
Coordinar  y  supervisar  los  programas  de  asistencia  técnica a los GADs en los  
procesos de elaboración del “Componente de Hábitat, Asentamientos Humanos y 
vivienda” de los correpondientes planes de ordenamiento territorial; gestión del suelo; 
avalúos y catastros; reasentamientos humanos, gestión del espaco público, mejoramiento 
integral de barrios; y organización comunitaria para la gestión del hábitat, como respuesta 
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a solicitudes formales por parte de los GADs,en casos que ameriten una gestión estatal 
subsidiaria, complementaria y concurrente. 
 
Brindar asesoramiento a instituciones del Estado, GADs y sociedad civil, en temas 
relativos a hábitat y asentamientos humanos (…)” (Ministerio de Desarrollo Urbano, 2010) 
 
 
Adicionalmente a la creación de estas instituciones públicas, existen normas jurídicas vigente tanto 
en el COOTAD en los artículos 466 al 486 y en el artículo 596; en las Ordenanzas expedidas por 
las Municipalidades; y, en nuestra Constitución que hacen referencia al derecho a la vivienda y a la 
expropiación, las cuales cito a continuación: 
 
 
“Art.30 CRE.- Las personas tienen derecho a un hábitat seguro y saludable, y a una  
vivienda adecuada y digna, con independencia de su situación social y económica. 
 
 
Art. 66 CRE.- Se reconoce y garantiza a las personas: 
 
2. El derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimientación y nutrición, 
agua potable, vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo (…) 
   
 
Art. 375 CRE.- El Estado,en todos sus niveles de gobierno, garantizará el derecho al 
hábitat y a la vivienda digna para lo cual: 
 
4. Mejorará la vivienda precaria, dotará de albergues, espacios públicosy áreas 
verdes, y promoverá el alquiler en régimen especial. 
 
5. Desarrollará planes y programas de financiamiento para vivienda de interés 
social, a través de la banca pública y de las instituciones de finanzas populares, 




Art. 376 CRE.- Para hacer efectivo el derecho a la vivienda, al hábitat y a la conservación 
del ambiente, las municpalidades podrán expropiar, reservar y controlar áreas para el 
desarrollo futuro, de acuerdo con la ley. Se prohibe la obtención de beneficios a partir de 
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prácticas especulativas sobre el uso del suelo, en particular por el cambio de uso, de 
rústico a urbano o de público a privado. 
Las negrillas me pertenecen. 
 
 
Actualmente mediante Registro Oficial Suplemento N. 166 de 21 de enero de 2014, con respecto a 




“Artículo 596.- Expropiación especial para regularización de asentamientos humanos de interés 
social en suelo urbano y de expansión urbana.- Con el objeto de regularizar los asentamientos 
humanos de hecho en suelo urbano y de expansión urbana, de propietarios particulares, los 
gobiernos autónomos descentralizados metropolitanos o municipales, mediante resolución del 
órgano legislativo, podrán declarar esos predios de utilidad pública e interés social con el 
propósito de dotarlos de servicios básicos y definir la situación jurídica de los posesionarios, 
adjudicándoles los lotes correspondientes.  
 
Cada Gobierno Autónomo Descentralizado municipal o metropolitano establecerá mediante 
ordenanza los criterios para considerar un asentamiento humano como consolidado, o cualquier 
otra definición que requiera a fin de viabilizar la legalización de asentamientos humanos de 
interés social en sus circunscripciones territoriales, en atención a sus propias realidades. 
 
De manera general, en esta modalidad de expropiación se seguirá el mismo procedimiento 
expropiatorio previsto en este Código con las siguientes particularidades: 
 
 
1.   La máxima autoridad podrá disponer administrativamente la ocupación inmediata 
del inmueble y estará exenta de realizar la consignación previa. 
 
2.  Los gobiernos autónomos descentralizados cantonales o distritales establecerán la 
cabida, superficie y linderos donde se encuentra el asentamiento humano: asimismo, 
realizarán un censo socio-económico de los habitantes allí asentados y  verificarán  
su calidad de posesionarios de buena fe y  el tiempo mínimo de posesión. 
El financiamiento del pago del justo precio a  quien pretende ser titular del dominio 
del inmueble expropiado se realizará mediante el cobro en condiciones adecuadas a 
los adjudicatarios de los lotes de terreno. El certificado de disponibilidad 
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presupuestaria se sustituirá con el informe de financiamiento emitido por el órgano 
competente del Gobierno Autónomo Descentralizado. 
 
3. En la valoración del inmueble, a efectos de determinar el justo precio, se deberá 
deducir los créditos a favor de la municipalidad por conceptos tributarios y no 
tributarios. 
 
4. El pago del justo precio del inmueble se efectuará mediante títulos de crédito con 
vencimientos semestrales a un plazo no mayor a veinticinco años o conforme los 
respectivos adjudicatarios vayan cancelando el valor de los inmuebles adjudicados. 
El órgano legislativo decidirá el mecanismo y forma de pago. Si se cancela con títulos 
de crédito, estos serán negociables y podrán ser compensables con las acreencias a 
favor del respectivo Gobierno Autónomo Descentralizado. 
 
A fin de evitar el enriquecimiento injusto del titular, en concordancia con la 
prohibición constitucional de obtener beneficios a partir de prácticas especulativas 
sobre el uso del suelo, el justo precio por metro cuadrado expropiado será 
determinado en la ordenanza correspondiente, considerándose al efecto la real 
capacidad de pago y la condición socioeconómica de los posesionarios, sobre la base 
del valor del predio sin tomar en consideración las variaciones derivadas del uso 
actual del bien o su plusvalía. 
 
Previo al pago del justo precio el Gobierno Autónomo Descentralizado deducirá los 
pagos totales o parciales que los posesionarios hubieren realizado a favor del 
propietario del terreno, siempre que fueren acreditados con documentos que 
justifiquen el pago realizado. 
 
Si quien alegara ser el propietario del inmueble que pretende regularizarse lo hubiere 
lotizado, contraviniendo disposiciones legales, ordenanzas o normas, no tendrá 
derecho a pago alguno; debido a los costos ocasionados a la Municipalidad por la 
construcción de equipamiento de obras de infraestructura para atender servicios 
básicos del asentamiento humano. 
 
5. Los títulos de crédito así emitidos serán entregados al titular del inmueble, si es 
conocido según los registros públicos; o se consignarán ante un juez de lo civil en 
caso de oposición del titular o cuando el dominio esté en disputa o no sean conocidos 




Los lotes adjudicados, quedarán constituidos en patrimonio familiar y no podrán ser 
enajenados durante un plazo de diez años contados a partir de la adjudicación; luego 
de los cual quedará en libertad de enajenarse, siempre y cuando no tenga valores de 
pago pendientes con el Gobierno Autónomo Descentralizado. 
 
Le corresponde al Gobierno Autónomo Descentralizado municipal o metropolitano la 
solicitud de inscripción de las resoluciones administrativas ante el registro de la 
propiedad. Una vez inscritas, serán entregadas a los beneficiarios. 
 
En caso de existir adulteración o falsedad en la información concedida, la emisión de 
la resolución y declaratoria en la parte correspondiente es nula. 
 
En caso de que el Gobierno Autónomo Descentralizado municipal o metropolitano 
encuentre indicios de prácticas especulativas sobre el uso del suelo, realizará la 
denuncia pertinente y remitirá el expediente a la Fiscalía. 
 
 
6. En los casos de predios que por procesos administrativos hayan pasado a favor del 
Gobierno Autónomo Descentralizado municipal o metropolitano y que en los mismos 
se encuentren asentamientos humanos de hecho y consolidados, se podrá realizar la 
venta directa sin necesidad de subasta a los posesionarios del predio sin tomar en 
cuenta las variaciones derivadas del uso actual del bien o su plusvalía.” 
 
 
En esta reforma se puede apreciar que el legislador ya ha considerado el dinero entregado por los 
posesionarios a los fraccionadores en calidad de cuotas o anticipos para adquirir los lotes, sin 
embargo, a pesar de ello, el fraccionador ilegal ya se benefició económicamente cuando cobró estas 
cuotas o por los falsos contratos de reserva del inmueble que eran entregados en la mayoría de 
fraccionamientos ilegales como comprobantes de la venta, sin que estos tengan valor legal ni 
constituyan medio de prueba de la cantidad exacta del pago anticipado que se realizó, ya que el 
fraccionador ilegal es tan hábil que convencía a los compradores de no hacer constar el valor real 
de pago en el documento para que al hacer la transferencia de dominio en el Municipio, no tengan 
que pagar impuestos elevados, o entregaba recibos firmados por terceras personas. 
 
 
Del mismo modo muchos de los actuales posesionarios fueron engañados por el fraccionador ilegal 
o por las Cooperativas de Vivienda a cargo del fraccionamiento ilegal, haciéndoles creer que para 
legalizar su predio debían obtener un certificado de cumplimiento de obligaciones de la 
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Cooperativa, es decir, un documento en el que conste que el socio está al día con las cuotas, para lo 
cual les solicitaron todos los recibos de pagos realizados y es por esa razón que actualmente varios 
de los actuales posesionarios no tienen documentos que justifiquen los pagos realizados. 
 
 
En lo referente al procedimiento de expropiación y legalización de los asentamientos humanos de 
hecho, los costos son onerosos y deberán ser pagados en un inicio por el respectivo Gobierno 
Autónomo Descentralizado municipal o metropolitano para respaldar el Certificado de 
disponibilidad de recursos; y, pese a que este valor será cubierto posteriormente por los 
adjudicatarios, existe el riesgo de que ellos no puedan cubrir el valor total del lote, aunque con 
seguridad se les entregará la escritura con hipoteca y prohibición de enajenar, en garantía del pago 
del precio del lote; pueden existir conflictos entre familiares o con los arrendatarios por la posesión 




Un estudio de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe – CEPAL citado en la 
investigación de Nora Clichevsky, concluye: “los costos de la legalización para el Estado y para los 
beneficiarios, son diferentes (…). Si se trata de legalizaciones de tierras compradas en el mercado informal, 
aun la situación  es complejísima. La forma que adopta la legalización en cuanto a pago de la tierra por 
parte de los beneficiarios y las formas de financiamiento son muy distintas según países e incluso ciudades 
de los mismos países; (…) Las formas de financiamiento pueden considerar una demanda segmentada, según 
su real disposición a pagar, hasta la no consideración de la misma, que puede llevar a que la supuesta 
población beneficiada por la legalización no pueda pagar, lo que, según países y coyunturas políticas, puede 
llegar hasta al desalojo y remate del terreno (si se ha hipotecado el mismo como garantía de la deuda) (…)”.  
(Clichevsky, 2003, pág. 34). 
Por último, la reforma planteada en el inciso cuarto del punto número cuatro del artículo 596, “si el 
propietario del inmueble que pretende legalizarse lo hubiere lotizado contraviniendo disposiciones legales 
(…) no tendrá derecho a pago alguno”, constituye un alteración de los elementos constitutivos de la 
expropiación y de igual forma transgrede principalmente la norma constitucional del artículo 323 
junto con las normas de los Convenios Internacionales como el artículo 21 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos que claramente dispone que “Ninguna persona puede ser privada de 
sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa (…).por lo tanto esta forma de expropiación 





Esta modalidad de expropiación propuesta en las reformas al artículo 596 del COOTAD, recrea el 
caso colombiano que se trató en el título 3.3.1  relativo a Legislación Comparada de la presente 








4.1. Lista de Barrios aptos para aplicar la Expropiación Especial según el Municipio 
del DMQ, con base en el artículo 596 del COOTAD.  
 
 
El  Municipio del Distrito Metropolitano de Quito ha emitido una lista con los datos de los predios 
que consideran aptos para aplicar la expropiación especial los cuales se detallan a continuación: 
 
 
 Propietarios Herederos Pazmiño Navas, 22 años de asentamiento ubicado en la 
Administración Zonal La Delicia, 789 lotes, fruto de una invasión. 
 
 Lotizador Segundo Aguilar y Carlos Yacelga, 21 años de asentamiento 
Administración Zonal La Delicia, 1.600 lotes. 
 
 Lotizador Jaime Iza Chanatasig, 11 años de asentamiento, 956 lotes 
Administración Zonal Quitumbe. 
 
 Lotizador Felipe Lincango 20 años de asentamiento ubicado en la Administración 
Zonal Eugenio Espejo con una extensión de 3,6 hectáreas divididas en 82 lotes. 
 
 Lotizador Dorifer S.A. 12 años de asentamiento ubicado en la Administración 
Zonal Calderón con una extensión de 37 hectáreas divididas en 400 lotes. 
 
 Lotizador Pedro Lorenzo Maza 20 años de asentamiento ubicado en la 





 Lotizador Segundo Aguilar, Edgar Coral y Germán Jaramillo 20 años de 
asentamiento ubicado en la Administración Zonal Calderón con una extensión de 
10 hectáreas que cuenta con 300 lotes. 
 
 Lotizador Luis Mario Puruncajas 15 años de asentamiento ubicado en la 
Administración Zonal Calderón con una extensión de 3,2 hectáreas divididas en 
105 lotes. 
 
 Lotizador José Xavier Francisco Tipán 13 años de asentamiento ubicado en la 
Administración Zonal Quitumbe 149 lotes en 3 hectáreas. 
 
 Lotizador Eustaquio Jácome y Beatriz Guano 11 años de asentamiento de 141 lotes 
en 1,5 hectáreas Administración Zonal Quitumbe. Con una multa por lotización de 
$. 49.802,67 
 
 Lotizador IK Irina Kortekcich y Asociados 10 años de asentamiento de 53 lotes en 
2,9 hectáreas y de 126 lotes en 5,7 hectáreas de la Administración Zonal Quitumbe. 
Es preciso señalar que Jaime Iza es accionista de esta compañía. 
 
 Lotizador Artherms S.A. 12 años de asentamiento de 126 lotes en 2 hectáreas y 9 
años de asentamiento de 359 lotes en 9,1 hectáreas en Quitumbe 
 
 Lotizador Hipas 15 años de asentamiento de 636 lotes en 22.3 hectáreas en 
Quitumbe 
 
 Lotizador Edgar Edmundo Pinto 10 años de asentamiento de 133 lotes en 4 
hectáreas en Quitumbe  
 
 Lotizador Herederos de Alvarado Bolívar 20 años de asentamiento de 231 lotes en 
61 hectáreas de la Administración Manuela Sáenz, en este caso se prevé una 
expropiación parcial. 
 
 Lotizador Juan Bautista Proaño y otros 17 lotes en 0,55 hectáreas con 16 años de 
asentamiento en la Administración Zonal Manuela Sáenz.  
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Estos predios en la mayoría de casos son de propiedad de los fraccionadores ilegales o de 
Cooperativas de Vivienda y Compañías de las cuales son socios o accionistas, razón por la cual no 
se podría aplicar la Expropiación Especial para regularizar los asentamientos humanos de hecho, 
pues dichos fraccionadores ilegales serían beneficiados con un doble pago por la regularización del 
asentamiento humano de hecho ya consolidado. 
 
 
4.2.  Único caso en el que se puede aplicar la Expropiación Especial 






La Curia Metropolitana de Quito era propietaria de un lote de terreno conocido con el nombre de 
“Cucho Hacienda”, con una cabida de aproximadamente 30 hectáreas y los siguientes linderos: 
Norte: parcelas de varios propietarios, quebrada de por medio; Sur: predio de propiedad del señor 
Humberto López, cerca viva de por medio en parte y en otra quebrada; Este: predio del señor 
Humberto López, quebrada de por medio; y, Oeste: predio de propiedad del Señor Humberto 
López, mojones de por medio. 
 

















En el año de 1972, la Curia Metropolitana de Quito vende a favor del Presbítero Dr. Jorge 
Humberto Pazmiño Navas y sus hermanos, los señores Fabiola Margarita Pazmiño Navas y Alberto 
Pazmiño Navas, el lote de terreno conocido bajo la denominación de “Cucho Hacienda” con una 
cabida aproximada de treinta hectáreas por la suma de 330 mil sucres, y para asegurar el pago se 
otorga primera y preferente hipoteca a favor del Consejo Gubernativo de los Bienes 
Arquidiocesanos de Quito. Esta escritura es inscrita en el Registro de la Propiedad el 21 de 
diciembre de 1972. (Ver anexo 4) 
 
 
El 21 de Octubre de 1974, el Presbítero Dr. Jorge Humberto Pazmiño Navas y los señores Alberto 
y Fabiola Pazmiño Navas compran al señor Manuel Rodríguez Guijarro, una casa y un terreno 
anexo en el centro urbano San José de Cangahua, colindante con el predio de mayor extensión 
propiedad de los Pazmiño Navas; la superficie aproximada es de 524 m2 y sus linderos son: al 
Norte: predio de propiedad de Luz María y Juana Ramos; Sur: predio de propiedad de Mario 
Ramos y señora; Oriente: frente de diez metros, carretero público; y, Occidente: predio de 
propiedad de los señores Pazmiño Navas, quebrada de por medio. (Ver anexo 5) 
 
 
El 09 de Agosto de 1990, un grupo de aproximadamente 500 familias, invade y toma posesión de 
los terrenos del Presbítero Dr. Jorge Pazmiño Navas y sus hermanos a fin de establecer en este sitio 
sus viviendas, ya que ese lugar no estaba siendo utilizado por sus propietarios, quienes se 
encontraban en su ciudad natal, Ambato, razón por la cual los invasores ingresaron al terreno y 
establecieron en él sus viviendas. 
 
 
La familia Pazmiño Navas interpuso juicios y pidió apoyo al Municipio de Quito y a la Policía 
Nacional para realizar el desalojo de los invasores, este desalojo fue ordenado por el Municipio de 
Quito el 28 de febrero de 1994 pero no tuvo éxito pues pese a que uno de los dirigentes fue 
detenido 32 meses, desde la prisión continuó impulsando la consolidación del asentamiento y la 







Consolidación del asentamiento: 
 
 
En Agosto de 1990 se formó la Pre-cooperativa Camino a la Libertad y adquirió su personería 
jurídica mediante Acuerdo Ministerial No.3823 en Diciembre del mismo año. Con esta directiva se 
realizó el diseño urbano de la Cooperativa y la apertura de calles con la colaboración de los socios. 
 
 
Entre los años 1991 y 1992, la Familia Pazmiño Navas inicia acciones legales como son el Juicio 
Penal por Invasión de su propiedad y el Juicio Civil de Amparo Posesorio, así también, presenta la 
respectiva denuncia en el Municipio de Quito, de la cual sí obtienen resultados y el Municipio 
emite resolución ordenando el derrocamiento de las construcciones ilegales y el desalojo de los 
invasores, lo cual se comunica al Ministro de Gobierno y Policía mediante oficios No. 3029 de 20 
de agosto de 1993 y No. 115 CCZN de 28 de febrero de 1994, pero que no fue ejecutado “por la 
falta de colaboración de las autoridades”, según lo señala el Presbítero Jorge Pazmiño Navas en la 
demanda presentada dentro del Juicio Ordinario interpuesto en el año 2004 que se sustancia con el 
No.13-2004-RB en el Juzgado Segundo de lo Civil de Pichincha, permitiendo así que el Municipio 
“(…) Se convirtiera en protector de los invasores” como lo expresa en el mismo documento. (Ver 
anexo 6 certificado de Gravamen en el que se inscribe la demanda) 
 
 
En 1992, según consta en la Reseña Histórica de Obras de la Cooperativa de Vivienda “Camino a 
la Libertad”, se aprueba por el Congreso Nacional el Proyecto de Expropiación del terreno ocupado 
por la Cooperativa pero este es vetado por el Presidente de la República, Dr. Rodrigo Borja. 
 
 
Durante los años de 1980 a 2000 era frecuente que los representantes de los 
asentamientos de hecho producto principalmente de invasiones, presenten al 
Congreso Nacional proyectos de venta o de expropiación de inmuebles para así 
legalizarlos y obtener seguridad jurídica sobre la tenencia de sus tierras, ya que el 
Órgano Legislativo tenía plena facultad para conocer y resolver estos asuntos, tal 





Pisulí en 1983 presentó “a consideración del Congreso Nacional un Proyecto de Ley 
solicitando la venta parcial de la Hacienda Pisulí, propiedad del Ministerio de Salud, a 
favor de la Cooperativa de Vivienda “Jaime Roldós””  (Coral, 2010),  que representaba 
al asentamiento, no obstante, este proyecto fue objetado por el Presidente de la 
República y no se realizó la venta.   
 
 
Atucucho, invasión que data del año 1988, tras varios años de intensos esfuerzos 
por obtener la legalización, en el 2010, “obtuvo la aprobación de la Asamblea Nacional 
para que mediante Ley se les venda las 66 hectáreas donde se encuentran asentados y que 
eran de propiedad del Ministerio de Salud”,  (Zambrano, 2014, pág. 1) en virtud de 
ello actualmente son un barrio legal y la mayoría de posesionarios cuenta con 
escrituras individuales.   
 
 








Fuente: Barrio Camino a la Libertad 
 
 
Retomando la historia del barrio “Camino a la Libertad”, en el mismo año de 1992, pese a la 
oposición de la Familia Pazmiño Navas, el asentamiento ganó apoyo político para la dotación de 
infraestructura y servicios básicos, por ejemplo la diputada Teresa Minuche donó 20 millones de 
sucres para la construcción del alcantarillado provisional, de igual forma el Consejo Provincial 
dona material para la construcción del graderío y muro del Estadio, se realizan convenios con las 
Empresas de Agua Potable y de Electricidad para dotar de este servicio al asentamiento, entre otras 
obras realizadas por la Cooperativa. (Ver anexo 7) 
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En el año 2006, el Municipio de la Ciudad impulsó el Programa de Modernización del Municipio y 
de Mejoramiento Integral de Barrios de Quito con un presupuesto de $167.700.00 para dotar de 
infraestructura a cuatro barrios de la ciudad entre ellos “Camino a la Libertad, esta obra se realizó 
con el financiamiento del Banco Interamericano de Desarrollo y según lo señalan los directivos del 
barrio, el dinero aún no ha sido cancelado. (Ver anexo 8 copia del periódico)   
 
 
Durante estos años que se realizaron grandes obras para el beneficio del barrio, se incrementó el 
deseo de los posesionarios por tener escrituras individuales de sus lotes y fueron víctimas de 
engaños por parte de las dos organizaciones existentes, como trataré en los siguientes párrafos. 
 
 
Inconvenientes en el Proceso de Legalización del Barrio Camino a la Libertad: 
 
 
Año 2002 – Bien Mostrenco. 
 
 
En este año en coordinación con la Cooperativa de Vivienda “Camino a la Libertad” conformada 
en 1990, se realiza el levantamiento altiplanimétrico de la propiedad invadida, a fin de obtener la 
aprobación del plano respectivo para la legalización del barrio, sin embargo, se constató que la 
superficie ocupada era de 42 hectáreas, mientras que las escrituras de la propiedad hacían 
referencia tan solo a 30 hectáreas adquiridas por la Familia Pazmiño Navas; frente a esta situación 
el Municipio del DMQ, consideró que esta diferencia en la superficie del predio no pertenecía a los 




El bien mostrenco es aquel “bien abandonado que carece de dueño conocido. En 
principio estos podrían ser adquiridos por cualquiera  mediante su ocupación. No obstante, 
en el Derecho moderno y a partir del Código Napoleónico se formula el principio de que 
los bienes que no tienen dueño pertenecen al Estado”. (Stamatuolos, 2014). 
 
 
Con este antecedente se realizó la apertura del expediente administrativo 665-2000, el cual contenía 
los informe  de la Comisión de Expropiaciones, Remates y Avalúos de un lote de terreno de 
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121.272 m2 ubicado en el barrio San José de Cangahua, parroquia Cotocollao, y que concluyó con 
la Declaratoria de Bien Mostrenco expedida mediante Resolución del Concejo Metropolitano de 
Quito el 20 de Diciembre de 2001, en la cual se resolvió incorporar al patrimonio municipal el bien 
mostrenco de conformidad a los artículos 261 y 265 literal c) de la Ley Orgánica de Régimen 




El bien mostrenco así declarado se convirtió en un bien de dominio privado de propiedad del 
Municipio del DMQ, el cual una vez realizado el trámite de inscripción correspondiente, fue 
vendido directamente a la Cooperativa de Vivienda “Camino a la Libertad” el 13 de Marzo del 
2003 e inscrita en el Registro de la Propiedad el 15 de Mayo del mismo año, a fin de que se realice 
la adjudicación de lotes a los actuales posesionarios, dividiendo de esta forma al Barrio Camino a 
la Libertad en dos etapas. (Ver anexo 10 caratula de la escritura) 
 
 










Fuente: Barrio Camino a la Libertad Etapa II 
 
 
El bien mostrenco recibió el nombre de Camino a la Libertad Etapa I y las condiciones en se 
realizó la venta del lote de terreno son las que a continuación se resumen: 
 
 
 Linderos Norte: Quebrada el Rancho; Sur: Coop. Comité del Pueblo No. 2; Este: 
Propiedad de Pazmiño Jorge; y, Oeste: Coop. Comité del Pueblo No. 2. 
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 El precio del metro cuadrado es de tres dólares; el precio total del lote es de 
$.365.181. 
 Forma de pago: abonos parciales de todos y cada uno de los socios. 
 Plazo máximo para el pago: treinta y seis meses 
 El lote queda gravado con primera y preferente hipoteca como garantía del pago. 
 La Cooperativa de Vivienda debe adjudicar cada uno de los lotes a sus socios y/o 
posesionarios. 
 Para la obtención de la escritura individual se debe pagar la totalidad de los que le 
corresponde a cada socio. 
 La Cooperativa de Vivienda se compromete al pago de alcabalas, tributos, 
impuesto predial, escrituras e inscripciones en el Registro de la Propiedad. 
 
  
Ante la venta directa realizada por el Municipio, en el año 2004 la Familia Pazmiño Navas 
interpone un Juicio Civil solicitando la nulidad de la escritura de compraventa otorgada por el 
Municipio del DMQ a favor de la Cooperativa de Vivienda “Camino a la Libertad”, afirmando que 
las doce hectáreas declaradas como bien mostrenco, también forman parte del predio denominado 
“Cucho Hacienda” para justificarlo adjuntaron las escrituras de Compraventa de 21 de Octubre de 
1974 (descritas en el tercer párrafo de Antecedentes), además argumentaban que el Municipio no 
siguió el procedimiento establecido para la declaratoria de bien mostrenco y la enajenación de 




El 19 de Junio del 2006, se sanciona la Ordenanza Metropolitana No. 3644 en la cual se aprueba  
la Urbanización de Interés Social de Desarrollo Progresivo de la Cooperativa de Vivienda 
“Camino a la Libertad Etapa I”, cuyas especificaciones técnicas son las siguientes: 
 
 
  “Art. 2.- Especificaciones Técnicas.- 
   
  Zonificación Actual:  D3 (D203-80) 
  Formas de ocupación:  sobre línea de fábrica 
  Usos del suelo:   R3 Residencial Alta Densidad 
  Número de lotes:  450 
  Área útil de lotes:  86.640,65 m2 
94 
 
  Área de vías:   29.937,65 m2 
  Área Comunal:   (4,34%)   3.761,07 m2 
  Área total del Predio:  120.339,37 m2 (…)” 
 
 
Un año después, el 07 de Junio de 2007 se sanciona la Ordenanza Metropolitana 3681 modificatoria al 
Art. 14 de la Ordenanza 3644 de 19 de Junio del 2006, que rige la Urbanización de Interés Social de 
Desarrollo Progresivo de la Cooperativa de Vivienda “Camino a la Libertad Etapa I”, ubicada en 
Cotocollao, sectores Roldós y Comité del Pueblo, a fin de establecer una prórroga en el plazo de 
registro y escrituras. 
 
 
El 20 de Agosto de 2013, se sanciona la Ordenanza Metropolitana No. 0425 reformatoria de la 
Ordenanza No. 3644 de 19 de Junio del 2006, que aprobó la Urbanización de Interés Social de Desarrollo 
Progresivo de la Cooperativa de Vivienda “Camino a la Libertad Etapa I”, ubicada en la parroquia 
Cotocollao a favor de la Cooperativa de Vivienda “Camino a la Libertad”, reformada mediante Ordenanza 
No. 3681, de 7 Junio de 2007,  en la cual se sustituye el Artículo 2 por lo siguiente: 
 
 
  “Artículo 2.- Especificaciones Técnicas.- 
 
  Zonificación actual:   D3 (D203-80), ZR2 (ZR2) 
  Lote mínimo:    200 m2 
Forma de ocupación del suelo:  (D) Sobre línea de fábrica;  
(R)ZR Áreas de riesgo 
Clasificación del suelo:   (SU) Suelo Urbano;(SRU) Suelo Rural 
Uso principal    (R3) Residencia de Alta Densidad  
     (PE)Protección Ecológica / Áreas  
Naturales  
  Número de Lotes:   450 
  Área útil de lotes:   84.535,79 m2 
  Área de vías y pasajes:   29.853,72 m2 
  Área verde y Área de equipamiento 
  Comunal:      2.040,90 m2 (2.41% del área de lotes) 
  Área verde no computable:   1.975,00 m2 
  Área de faja de protección de 
  quebrada en lotes:    2.410,73 m2 
  Área de quebrada rellena en  
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  lotes:      0,00 m2 
  Área protección especial, bajo 
  el BSQ (Área Municipal):  0,00 m2 
  Área total del predio (Lev. Top.) 120.816,14 m2 
  Área total del predio (escrit.:  121.727 m2 
  Diferencia:    910,86 m2 (…)” 
 
 
Esta Ordenanza reformatoria fue sancionada con el fin de determinar las áreas verdes y asegurar el 
cumplimiento de las obras de infraestructura a cargo de la Cooperativa, ya que en la primera 
Ordenanza no se reunía el porcentaje de áreas verdes y se quería compensar esta falta de áreas 
verdes con las existentes en  “Caminos a la Libertad Etapa II” (actual barrio en proceso de 
Expropiación Especial), fraccionamiento ilegal que se encuentra en el inmueble privado de la 
Familia Pazmiño Navas, dicha compensación por tanto no era posible y fue necesario que se reúna 
el porcentaje necesario con áreas propias del bien mostrenco de propiedad del Municipio y que fue 
vendido a la Cooperativa. 
 
 
En lo referente a las obras de infraestructura que debían realizar los directivos de la Cooperativa 
Caminos a la Libertad en la denominada “Primera Etapa”, no se realizaban por conflictos de 
intereses, pues pese a que el asentamiento fue reconocido y aprobado por el Municipio, los 
dirigentes querían continuar cobrando cuotas extras que no eran justificadas, por lo cual se fijó en 
esta Ordenanza, un nuevo plazo para la ejecución de las obras de urbanización y una multa del uno 
por mil por cada día de retraso calculado del costo de las obras no ejecutadas. 
 
 
A  mi  criterio  considero que  si  la  Familia  Pazmiño  Navas  no  estaba  de  acuerdo con  la  
declaratoria de bien mostrenco de estas doce hectáreas, se sentían vulnerados en sus derechos como 
propietarios, y poseían los documentos que los acreditan como tales, debían impugnar dicha 
declaratoria, es decir el acto administrativo expedido por el Concejo Metropolitano antes de que se 







Año 2005  –  Fallecimiento del Presb. Jorge Humberto Pazmiño Navas. 
 
 
El proceso de legalización de la Segunda Etapa en que fue dividida el barrio “Camino a la 
Libertad” con un número de lotes de 750, fue suspendido mientras se regularizaba la primera etapa 
y durante estos años los inconvenientes aumentaron con el fallecimiento del Presbítero Dr. Jorge 
Humberto Pazmiño Navas en el año 2005, puesto que en su testamento nombró un albacea 
testamentario y administrador de todos sus bienes.  
 
 
Rommel Francisco López, en calidad de albacea testamentario, administrador de los bienes del 
Presb. Jorge Pazmiño Navas y representante de los herederos Pazmiño Navas, no estaba conforme 
con los acuerdos y planes de los posesionarios y los directivos de la Cooperativa de Vivienda 
“Camino a la Libertad” para legalizar la primera etapa, porque su interés era llevar a cabo el 
desalojo de los invasores para destinar el dinero que se obtenga por el predio Cucho Hacienda a 
una Fundación, así como también la construcción de una urbanización de lujo y moderna, edificios 
de varios pisos para bancos, hospitales, una extensión de la Universidad Católica etc. como lo 




“(…) Lista de bienes para la Fundación.- Uno.- La tercera parte de Cucho Hacienda (…) 
Distribución de bienes.- CUCHOHACIENDA. De lo que me corresponde del predio 
Cucho Hacienda una vez que se logre recuperar y enajenar, dichos valores serán 
destinados para la antes mencionada fundación.- De los dineros que resulten del Juicio de 
Daños y Perjuicios que se seguirá en contra de los invasores, por todo el latrocinio y 
abusos cometidos en Cucho Hacienda desde hace más de quince años, serán 
exclusivamente para la Fundación tantas veces mencionada. (…) De Cucho Hacienda 
tengo la frustración de que los invasores no me dejaron hacer ni el principio de lo tenía 
pensado, una urbanización de lujo y moderna, con edificios de varios pisos para bancos, 
hospitales, una extensión de la Universidad Católica, etcétera. (…) La Fundación estará 
presidida y dirigida por Rommel Francisco López (…)”1 (ver anexo 11 testamento) 
                                                     
1
 Testamento Solemne y Abierto otorgado por Presb. Jorge Humberto Pazmiño Navas, el lunes veinte y ocho 




Año 2006 - Comité Pro Mejoras del Barrio “La Paz del Condado” 
 
En este año se crea una nueva organización social contraria a la ya existente (Cooperativa de 
Vivienda “Camino a la Libertad” de 1990), la cual se autodenomina Comité Pro Mejoras del Barrio 
“La Paz del Condado”, que adquiere su personería jurídica mediante Acuerdo Ministerial No. 0346, 
el 21 de agosto del 2006. Esta segunda organización dentro del mismo barrio provoca problemas 




Uno de los más graves problemas surge, cuando el Comité Pro Mejoras, realiza la venta directa de 
lotes, actividad prohibida expresamente por sus estatutos, muchos de estos lotes ubicados en las 
zonas que la Cooperativa de Vivienda destinó en el plano inicial para áreas verdes y comunales, de 
igual forma vendieron lotes en zonas de riesgo o que ya tenían posesionario pero aún no se 
construía, impulsando así las reinvasiones, así lo confirman los actuales posesionarios asentados en 
estos lugares en los que han construido sus viviendas.   
 










Fuente: Barrio Camino a la Libertad 
Años 2007 – 2008 – Intervención de la Cooperativa y Mediación 
 
 
El Lic. Rafael Aguirre fue nombrado interventor de la Cooperativa, por las irregularidades y 
conflictos internos que surgieron en la Cooperativa de Vivienda, quien también solicitó Audiencias 
de Mediación en el Centro de Mediación del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, a fin 
de llegar a un acuerdo con los herederos Pazmiño Navas. A pesar de su invitación los herederos no 
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acudieron a las tres audiencias, ni presentaron ningún documento que viabilice la legalización del 
asentamiento de hecho, razón por la cual se expidió  el Acta de Imposibilidad de Acuerdo. (Ver 
anexo 12 Acta de imposibilidad de acuerdo) 
 
 
Año 2010 – Hasta la actualidad. 
 
En el año 2010, la Sra. Zoila Chumchumbe, presidenta del Comité Pro Mejoras “La Paz del 
Condado”, junto con personal de la Unidad Especial Regula Tu Barrio y los señores Fabiola y 
Alberto Pazmiño Navas y el albacea testamentario Rommel López en representación de los 
herederos Pazmiño Navas, plantearon un acuerdo en los siguientes términos:  
 
“(…) libre y democráticamente sobre la problemática del predio Cucho  Haciendo 
acuerdan en forma conjunta concretar las siguientes propuestas: 
 
1. Nombrar un Comité de Vigilancia que sean veedores nombrados por la 
señora Administradora de La Delicia, y que este Comité sea parte 
inmiscuyente en el censo. 
 
2. Realizar un censo para determinar los legítimos posesionarios. 
 
3. Realizar una reunión con los representantes del Comité Pro Mejoras La Paz 
del Condado, Cooperativa Camino a la Libertad, funcionarios de UERTB, 
señores Pazmiño Navas, Lic. López y Dra. Soledad Benítez, Administradora 
Zonal La Delicia. 
 
4. Señores Pazmiño Navas y albacea proponen vender el bien inmueble de sus 
propiedad a los actuales posesionarios, los mismos que se determinaran en el 
censo a realizarse, el cual se realizara con la participación del Comité de 
Vigilancia. 
 
El Comité de Vigilancia determinará los procesos de negociación entre los 
señores Pazmiño Navas, albacea y el asentamiento de hecho. 
 
La Unidad propone $. 6 por metro cuadrado. 
 




Los señores Pazmiño Navas se mantienen con la propuesta de $ 8 por metro 
cuadrado, pero van a analizar las dos propuestas anteriores. (…)” (VER 
ANEXO 13 BORRADOR  ACUERDO) 
 
 
Pero este acuerdo que al parecer permitiría la regularización del barrio, no llego a suscribirse ya 
que los herederos Pazmiño Navas no llegaron a un acuerdo en el precio del metro cuadrado. 
 
 
Como se puede apreciar la situación jurídica del predio “Cucho Hacienda” así como la 
conformación de las organizaciones sociales presentes en él, han detenido la regularización de la 
Segunda Etapa del Barrio “Camino a la Libertad”, frente a estas situaciones consideró que antes de 
otorgar personería jurídica a una organización se debería hacer una investigación para conocer si en 
ese barrio o sector existe o no otra organización social, pues la creación de varias directivas en un 
mismo sitio enfrenta entre sí a los moradores y los intereses que cada una tiene hacen que no sea 
posible buscar soluciones en beneficio de las personas que ahí habitan, al contrario los hacen 
blanco fácil para que los malos dirigentes, lucren con el cobro de cuotas, mingas y multas (como 
fue el caso del Barrio Atucucho en el cual existían 5 organizaciones todas reconocidas y con 
personería jurídica que lucraban con el dinero de los moradores y evitaban los procesos de 
legalización). 
 
Otro impedimento constante en los intentos de legalización de Barrio “Camino a la Libertad” 
(Segunda Etapa) es la deuda con el Municipio por concepto de impuesto predial y de contribución 
especial de mejoras que se mantiene desde el año 1992, ya que durante los 23 años de asentamiento 
no se ha pagado y de acuerdo a la información del Municipio la deuda asciende a  ciento cuenta y 
cuatro mil ochocientos sesenta y siete dólares con noventa y tres centavos ($.154.867, 93). 
 
Todas estas situaciones han permitido que los posesionarios de la Segunda Etapa del Barrio 
“Camino a la Libertad”, hayan sido fácilmente engañados durante varios años por las 
organizaciones sociales en complicidad con sus asesores jurídicos, ya que se contrató un abogado 
para que realice la legalización del barrio y además haga que se reconozca a la Cooperativa de 
Vivienda como única organización y representante del barrio, pero no se realizó ningún trámite y 





De igual forma, cuando se mencionó la posible legalización del Barrio mediante Expropiación 
Especial, y los dirigentes conocieron que no recibirían ningún beneficio económico pues el justo 
precio sería entregado a la Familia Pazmiño Navas, iniciaron una campaña de legalización de lotes 
por el pago de $1.500 dólares por posesionario para iniciar el juicio de prescripción adquisitiva de 
dominio, lo cual tampoco se realizó y sólo se cobró el dinero a posesionarios. 
 









Fuente: Barrio Camino a la Libertad 
Expropiación Especial del Barrio Camino a la Libertad 
 










Fuente: https://maps.google.com.ec/  





En Noviembre del 2012, inicia el proceso de Expropiación Especial en el Barrio “Camino a la 
Libertad” (segunda etapa), mediante la socialización del proyecto, que se realizó en el Coliseo del 
Barrio la Roldós a cargo de representantes de la Unidad Especial Regula Tu Barrio de la 




Es el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, que es una persona jurídica pública que goza 
de autonomía política, financiera y administrativa, está conformado por el Alcalde Metropolitano, 
el Concejo Metropolitano, las Administraciones Zonales, Institutos, Agencia y Empresas 
Metropolitanas. 
 
De los Expropiados 
 
Herederos Pazmiño Navas, propietarios del predio denominado Cucho Hacienda, el cual fue   
adquirido mediante compra a  la  Curia  Metropolitana de Quito  el 21 de diciembre de 1972 por el 
Presbítero Dr. Jorge Pazmiño Navas y sus hermanos. Actualmente,  son propietarios los señores 
Fabiola y Efrén Pazmiño Navas hermanos del fallecido Presbítero y catorce herederos más 
representados por el albacea testamentario Rommel López. 
Proceso de Expropiación Especial 
 
 
Una vez socializado el proyecto para proceder a la Expropiación Especial, el Municipio intentó 
llegar a un acuerdo con las dos organizaciones existentes, pero éstas se oponían al proceso de 
legalización ya que veían afectados sus intereses e iniciaron como mencioné en líneas anteriores, la 
promoción de sus propios “procesos de legalización” mediante juicios e intervención de abogados 
que no tuvieron éxito. A más de estos inconvenientes con las organizaciones, existían conflictos 
internos entre los miembros de la Familia Pazmiño Navas y el albacea testamentario que no 
permitían establecer una solución e iniciar el proceso de regularización del asentamiento humano 
de hecho consolidado. 
 
 
Ante esta situación, de imposibilidad para regularizar la situación del barrio, finalmente, el 30 de 
Mayo de 2013, la Unidad Especial Regula Tu Barrio de la Administración Zonal La Delicia, emitió 




“(…) al respecto me permito manifestar que el compromiso de esta Unidad de resolver el 
problema en el predio denominado Cucho Hacienda, inicia mediante Resolución No. C171 
de 5 de marzo de 2013, por parte del Concejo Metropolitano de Quito (…) se le comunica 
que el predio denominado Cucho Hacienda se encuentra en pleno proceso de 
Expropiación Especial ante las dependencias municipales inherentes e inclusive se le ha 
hecho conocer sobre la convocatoria por parte de la Unidad Especial Regula Tu Barrio 
para su socialización, toda vez que el compromiso de esta Administración Municipal es de 
resolver el problema de irregularidad de todos los barrios”. Las negrillas me pertenecen.  
(Ver anexo 14) 
 
 
A continuación de este comunicado, la Unidad Especial Regula Tu Barrio, realizó el censo de 
actuales posesionarios para verificar quienes tenían la posesión legítima de bien, durante este 
proceso que fue llevado a cabo por una Consultoría, se presentaron conflictos que deberán ser 
resueltos por las autoridades municipales, pues en varios inmuebles, los arrendatarios afirmaron ser 
los legítimos posesionarios del bien, ya que únicamente solicitaban copia de la cedula y papeleta de 
votación para censarlos y ante esta facilidad era obvio que se presenten este tipo de situaciones. 
 
Se realizó el levantamiento altiplanimétrico del barrio, cuyos datos exactos no fue posible 
obtenerlos por la reserva que mantiene la UERTB en este tema, pero en la socialización realizada a 
los moradores se comunicó que el costo por metro cuadrado fue fijado en seis dólares de los 
Estados Unidos de Norteamérica con sesenta y seis centavos ($.6, 66) y la superficie de los lotes 
tienen entre 180 m2 y 200 m2. 
 
Una vez realizado el censo de actuales posesionarios, la empresa encargada debe entregar su 
informe a la Unidad Especial Regula Tu Barrio que será la encargada de emitir su propio informe 
en el cual incluirá los datos obtenidos en el censo y en el levantamiento altiplanimétrico.  
 
El informe llegará a la Dirección General de la UERTB, quienes acreditarán los datos, verificarán 
información y enviarán su informe al Concejo Metropolitano en donde se receptarán los 
respectivos informes financieros, jurídicos, entre otros y finalmente se enviará al Alcalde, para que 
sancione la declaratoria de utilidad pública con fines de Expropiación Especial para regularización 
de asentamientos urbanos, con la cual se iniciará el proceso de Expropiación Especial (artículo 596 





Justo precio del bien objeto de expropiación  
 
Tabla 3  Cálculo del justo precio por concepto de Expropiación Especial 
 
Realizado por: Valeria Asimbaya   
 
 
El avalúo comercial actualizado del predio es de $. 18’533.072,68, en el que se contempla el precio 
de obras, dotación de servicios y mejoras realizadas desde el año 1992.  
 
La superficie total del terreno sin incluir las construcciones es de 300.000 metros cuadrados, en 
base a ésta, se calcula el justo precio de la Expropiación Especial que deberá pagar el Municipio a 
la Familia Pazmiño Navas, multiplicándola por el valor del metro cuadrado establecido por la 
UERTB, generando así un total de un millón novecientos noventa y ocho mil dólares por concepto 
de indemnización, ya que de conformidad al artículo 596 del COOTAD, para calcular el justo 
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Tabla 4  Cálculo Final del justo precio con el descuento de deudas pendientes 
 
Créditos a favor de la Municipalidad por concepto Tributario 
 
Justo precio por Expropiación Especial calculado a precio de predio 
rústico 
 
$.  1’998.000 
Descuento de pago pendiente de Impuesto Predial y Contribución 
Especial de Mejoras 
 






Realizado por: Valeria Asimbaya 
 
 
Del primer valor obtenido, en estricto apego al artículo 596 del COOTAD, se deberá descontar la 
deuda que mantiene la Flia. Pazmiño Navas desde el año 1992 por concepto de impuesto predial y 
contribución especial de mejoras, para finalmente fijar el total de la indemnización que recibirán 




Esta cantidad de dinero para el proceso de Expropiación Especial debe estar disponible en los 
fondos del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, ya que uno de los principales requisitos 
en el expediente expropiatorio, es el Informe Financiero emitido por la Dirección Metropolitana 
Financiera Tributaria. Posteriormente, para que se realicen las adjudicaciones respectivas, los 
actuales posesionarios deberán pagar al Municipio lo que corresponde por su lote. 
 
 
De los beneficiarios 
 
 
Si bien con la Expropiación Especial se permite la legalización y el reconocimiento del barrio ante 
la ciudad y el Municipio, en los moradores queda la inquietud de qué va a pasar una vez que el 
barrio se legalice, ya que con las escrituras individuales, también surgirán nuevas responsabilidades 
como el reconocimiento de sus construcciones, edificadas sin permiso o Licencia Municipal. 
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También existe incertidumbre con respecto al pago del préstamo realizado al Banco Interamericano 
de Desarrollo para la realización de obras en el barrio, pues no conocen si la totalidad de la deuda 
va a prorratearse entre los moradores una vez conformada la nueva organización, o si se dividirá 
entre ellos y el Municipio para incluirlo como rubro extra dentro del valor que deberán pagar por su 
lote al momento de la adjudicación. Así mismo no están seguros de si van a tener que pagar o no 
las cuotas que adeudan a la Cooperativa de Vivienda y/o al Comité Pro Mejoras. 
 
 
Una vez establecido el valor del justo precio, es preciso determinar el valor que le corresponderá 
pagar a cada uno de los actuales posesionarios por la adjudicación del lote, este monto se calcula 
multiplicando el valor del metro cuadrado ($6,66) por la superficie del lote (de 180 a 200 m2), que 
da como total entre mil ciento noventa y nueve dólares  y mil trescientos treinta y dos dólares, 
dependiendo de la superficie del lote. 
 
 
En virtud de este resultado, se encuestó a cincuenta moradores del barrio “Camino a la Libertad” 
con un cuestionario de cinco preguntas cuyos resultados expongo a continuación: 
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Resultados de la Encuesta 
 
Gráfico 11 Resultados Pregunta 1 
 
 





Pregunta 1: ¿Está usted de acuerdo en pagar al Municipio entre $.1.199 y $.1.332 por la 
adjudicación de su lote, una vez realizada la Expropiación Especial? 
 
 
Respuesta: El 92% de los encuestados, respondieron que sí están dispuestos a pagar esa cantidad 


















Gráfico 12  Resultados Pregunta 2 
 
 




Pregunta 2: Seleccione el precio máximo que usted estaría dispuesto a pagar por la adjudicación 
del lote: 
 
 De $ 1.000 a $ 2.000 dólares 
 De $ 2.000 a $ 3.000 dólares 
 De $ 3.000 a $ 4.000 dólares 
 
 
Respuesta: El 84% de los encuestados afirmaron que estarían dispuestos a pagar hasta $.2.000 por 
la adjudicación del lote legalizado. 
 
 
El 12% afirman que pagarían hasta $3.000 dólares, mientras que sólo el 4% de los encuestados 









Precio máximo que estarían dispuestos a pagar 
$. 1.000 a $. 2000
$. 2.000 a $. 3.000
$. 3.000 a $. 4.000
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Gráfico 13  Resultados Pregunta 3 
 
 
Realizado por: Valeria Asimbaya 
 
 
Pregunta 3: Seleccione la forma de pago: a) Pago en Efectivo  b) Cuotas Mensuales al Municipio 
 
 
Respuesta: El 82% de los encuestados señaló que pagaría el costo de la adjudicación en efectivo. 
 
El 18% afirman que realizarán el pago a través de cuotas mensuales.  
 
Cabe resaltar que en esta pregunta los encuestados señalaron de manera general que deberán hacer 

























Realizado por: Valeria Asimbaya 
 
 
Pregunta 4: Seleccione la razón por la cual no está dispuesto a pagar al Municipio por la 
adjudicación del lote: 
 
 No cuenta con los recursos económicos para cubrir el valor 
 
 Pagó anteriormente por procesos de legalización que no se realizaron 
 
 
Resultado: Del total de personas encuestadas que no están de acuerdo en pagar por la adjudicación 
del lote, se obtuvo que: el 50% afirma que no es justo el pago porque ellos gastaron cantidades 
similares por los procesos de legalización ofertados por las organizaciones sociales y no obtuvieron 
ningún resultado.  
 
 
El otro 50% no están de acuerdo porque no cuenta con los recursos económicos suficientes para 




Gráfico 15  Resultados pregunta 5 
 
Realizado por: Valeria Asimbaya 
 
 
Pregunta 5: ¿Considera usted que es adecuado el proceso de Expropiación Especial para la 





Los resultados obtenidos en esta pregunta, permiten evidenciar que los actuales posesionarios de 
los lotes en este barrio, tienen un panorama claro de la situación que atraviesan y de los conflictos 
existentes así como de las consecuencias que conlleva la aplicación del proceso de expropiación, ya 
que el 100% de los encuestados consideran que sí es adecuada la Expropiación Especial para 
legalizar su barrio principalmente por las siguientes razones: 
 
 Al expropiar el Municipio se convierte en dueño del terreno y las organizaciones sociales 
ya no pueden intervenir y retardar el proceso de legalización. 
 
 Con la expropiación ya no se beneficiaría al Comité Pro Mejoras que realizaba la venta 
ilegal de lotes o a la Cooperativa de Vivienda que cobraba cuotas, si no que el pago irá 
directamente al Municipio del DMQ y posteriormente a la Flia. Pazmiño Navas. 
 









Como es evidente, en el caso de la Familia Pazmiño Navas, sí se puede aplicar la Expropiación 
Especial ya que esta representa un beneficio, una indemnización propiamente dicha, para la familia, 
porque el predio denominado “Cucho Hacienda” era una propiedad privada que fue invadida y 
fraccionada ilegalmente por los mismos invasores, quienes lo vieron en este lugar, el sitio donde 
ubicar sus viviendas; por lo tanto, la Flia. Pazmiño Navas no tiene responsabilidad alguna en el 
fraccionamiento ilegal que actualmente se ha incrementado por la intervención de las 
organizaciones sociales que se crearon después de la invasión; y, finalmente, con respecto al barrio 
“Camino a la Libertad” (primera etapa) este proceso permitirá que sea regularizado, que sus 
habitantes cuenten con escrituras individuales que los acrediten como propietarios y que las dos 
organizaciones existentes a través de sus dirigentes y otros, dejen de intervenir y lucrar con el 
cobro de cuotas, mingas y multas a los moradores. 
 
 
4.3. INAPLICABILIDAD DE LA EXPROPIACIÓN ESPECIAL 
 
4.3.1. Lotizador Segundo Aguilar y Carlos Yacelga 
Barrio Mirador del Noroccidente  
 
Este Barrio fue creado mediante el fraccionamiento ilegal realizado por Segundo Aguilar y Carlos 
Yacelga, el predio comprende un total de 46,64 hectáreas, y en él se asientan aproximadamente 
1.600 lotes; sus habitantes han vivido en este sitio alrededor de 22 años y no cuentan con 
documento alguno que los acredite como propietarios. 
 
 
Sin embargo, el asentamiento se halla consolidado y posee todos los servicios básicos gracias a la 
gestión realizada por los mismos habitantes, pese a la estafa que sufrieron, pues los fraccionadores 
cobraron fuertes cantidades de dinero por los predios e incluso realizaron la venta de un mismo lote 
a dos o más personas, generando así un gran beneficio económico para ellos ya que lucraban con el 
suelo ocupado y fraccionado ilegalmente. 
 
 
Esta situación se dio también en predios ubicados al sur de la ciudad, cuyos propietarios eran los 
mencionados Segundo Aguilar, Carlos Yacelga o terceras personas que viven fuera de la provincia 
y desconocían que sus predios fueron fraccionados por estas dos personas,  razón por la cual se los 
112 
 
calificó como traficantes de tierras y se encuentran adeudando al Municipio por concepto de 
impuesto predial y multa por fraccionamiento ilegal $ 97.528,26, “junto con los procesos de embargo 
de sus bienes”  (Inmediato, 2012). 
 
 
Los  moradores  de  este  barrio  han  sufrido  durante años debido a la inseguridad jurídica sobre la 
tenencia  de  la  tierra  pues los lotes fueron vendidos hasta a  cinco personas, razón por la cual fue 
necesario iniciar el proceso de legalización con intervención del Municipio. 
 
 
Actualmente, se ha iniciado el proceso de verificación de legítimos posesionarios y levantamiento 
planialtimétrico para realizar la expropiación del predio y la respectiva adjudicación.  
 
 
De este caso puedo concluir que, si bien se multó a los traficantes de tierra y se va a transferir el 
dominio del suelo al Municipio, el valor de la indemnización por concepto de la expropiación aún 
no se ha fijado pues de conformidad al vigente artículo 596 del COOTAD, aún con los descuentos 
de créditos pendientes a favor de la municipalidad, se beneficiará a los traficantes de tierras ya que 
son los propietarios de muchas de las grandes extensiones de terreno ilegalmente fraccionados, 
razón  por la cual considero que no es aplicable la expropiación especial. 
 
 
4.3.2. Lotizador: Jaime Fernando Iza Chanatasig 
 Sector Quitumbe-Calderón 
 
 
El fraccionamiento ilegal y la estafa realizada por Jaime Iza Chanatasig, es uno de los casos más 
conocidos y el único sancionado, en el Distrito Metropolitano de Quito, pues él ha fraccionado 
cerca de nueve grandes predios en el DMQ creando aproximadamente quince barrios ilegales. La 
venta de lotes las realizaba a través de hojas volantes y anuncios realizados en radio y periódicos, 
mediante los cuales lograba convencer a los compradores de que se trataba de un negocio lícito, sin 





Además el bajo costo de los predios era otro incentivo para quienes los adquirían pues cobraba 
entre $5 mil y $ 10 mil dólares por lote más la cuota extra para realizar los trámites 
correspondientes a la implementación de servicios básicos, y la cuota mensual de $100 a $125 
dólares por lotes de 100m2. De esta forma se crearon barrios como El Dorado; La pampa I, II y III; 
La Garzota I y II; El Sol; San Juan de Turubamba; Once de Mayo; Las Cumbres; Las Terrazas de 
Guápulo; entre otros, cabe resaltar que sólo en el primero existen 500 afectados por la compra de 
900 lotes sin escrituras. Inclusive mediante la Empresa “Iza Constructores” vendió lotes a 
ecuatorianos residentes en España. 
 
 
Jaime Iza fue sentenciado por el Tribunal de Garantías Penales de Pichincha el 11 de abril de 2012, 
a cuatro años de prisión y una multa de $8 a $856 dólares y el Municipio aseguró que intervendrá 
en la legalización de los barrios aplicando la expropiación especial y dotándolos de servicios 
básicos; no obstante, se debe considerar que muchos de los fraccionamientos ilegales se encuentran 
situados en zonas riesgo no mitigable para lo cual el Municipio deberá contar con un plan de 
reubicación para evitar tragedias como la sucedida en el barrio Las Cumbres, donde todos los 
miembros de una familia fallecieron a causa de un derrumbe. 
  
 
Si bien este traficante de tierras fue sentenciado y mantiene una deuda pendiente con el Municipio 
que asciende a $ 19.094.612,16 dólares americanos por concepto de impuesto predial y de la multa 
por fraccionar ilegalmente el suelo (Ver anexo 15); aún existen lotes que están siendo vendidos a 
dos o más personas y cuando las autoridades fijen el valor de la indemnización de la expropiación 
pese a que se descuente de éste valor, el monto de la deuda o los pagos hechos por los 




4.3.3.  Lotizador  José Alejandro García Castro y Sra. 
Barrio Geranios de Marianitas 2 
 
 
Aproximadamente desde el año 2003 el señor José Alejandro García Castro, inicia el negocio de 
venta de lotes de 200 m2 por un valor de $ 4.000 dólares americanos en el sector de San Juan de 
Calderón, a través de la Inmobiliaria Bello Horizonte, de la cual era Gerente; sin embargo los 
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terrenos fraccionados de propiedad del mismo señor García, no cuentan con la autorización de 
fraccionamiento del Municipio, por tanto se trata de fraccionamientos ilegales con fines de lucro. 
 
 
Con el interés de obtener réditos económicos con este negocio ilícito, el señor García fraccionó 
ilegalmente dos terrenos de su propiedad: el primero de una superficie de 25.252,87 m2; y, el 
segundo con una superficie de 11.000 m2. Esta venta de lotes se promocionó con la figura de la 
Inmobiliaria Bello Horizonte, la cual ofrecía adquirir el lote de 200 m2 con un novedoso 
mecanismo de pago que consistía en cancelar: cinco dólares americanos de inscripción no 
reembolsable; $. 500 dólares americanos de contado para la entrada; y, veinte nueve cuotas 
mensuales de $. 117 dólares  americanos más una de $. 107 dólares americanos. Para generar 
confianza en el negocio el señor García en calidad de Gerente de la Inmobiliaria, suscribía 
Promesas de Compraventa con los compradores, quienes ante el anhelo de tener un terreno propio y 
debido a las facilidades de pago aceptaban la venta de lotes en estas condiciones, ignorando que 
estos documentos carecían de valor jurídico puesto que se otorgaban mediante documento privado 
y no por escritura pública como dice la Ley. (Ver Anexo 16) 
 
 
Durante los años siguientes se incrementó la venta de lotes y los posesionarios exigían las 
escrituras de sus predios, pero el señor García se negaba a entregar escrituras individuales y aún 
menos en derechos y acciones, por lo que, los posesionarios decidieron organizarse creando el 
Comité Pro Mejoras “Geranios de Marianitas 2”, esta organización se movilizó e hizo las 
investigaciones necesarias sobre la situación jurídica del predio, lo que conllevó a determinar que 
efectivamente el señor García Castro había fraccionado ilegalmente el predio y que la venta de los 
lotes era ilegal, por dos razones:  
 
1. No tenía autorización de urbanización; y, 
2. Los documentos que evidenciaban la venta de los lotes, no tienen eficacia jurídica. 
 
 
Ante estas vicisitudes la Directiva del Comité Pro Mejoras buscó asesoría jurídica para realizar la 
legalización del barrio informal, tras varias insistencias al lotizador se consiguió  que este realice la 
venta directa de los predios donde se ubica el asentamiento de hecho, a favor de la Comité Pro 




El 10 de febrero de 2011, se celebra el contrato de compraventa con hipoteca otorgado por José 
Alejandro García Castro y Sra. a favor del Comité Pro Mejoras “Geranios de Marianitas 2, ante el 
Dr. Carlos A. Martínez Paredes, Notario del Cantón Rumiñahui. (Ver anexo 17 escritura) 
 
Sin embargo, pese a que la escritura fue celebrada con todas las solemnidades que manda la Ley y 
sin que exista impedimento alguno, no pudo ser inscrita en el Registro de la Propiedad, razón por la 
cual la legalización quedó suspendida. 
 
 
La negativa de inscripción en el Registro de la Propiedad fue el resultado de una serie de 
inconvenientes y trabas que se resumen a continuación: 
 
 Conforme el Certificado de Gravamen extendido por el Registro de la Propiedad el 
25 de enero de 2011, que se adjunta como habilitante para la celebración del 
contrato de compraventa con hipoteca, los predios objeto de la venta no poseían 
hipotecas, embargos, aún menos prohibición de enajenar, por lo que no existía 
ningún tipo de impedimento para realizar la inscripción. (Ver anexo 18) 
 
 El 21 de Junio de 2011, se ingresa la escritura para su inscripción y esta no se 
realiza pues el Registro de la Propiedad emite observaciones y solicita documentos. 
 
 Una vez cumplidas con todas las observaciones, se reingresa la escritura por varias 
ocasiones, pues reiteradamente se hacen observaciones sin fundamento por parte 
del Registro de la Propiedad,  y a pesar de haberse cumplido con todas ellas, no se 
obtiene una respuesta de esta institución. 
 
 Finalmente, el 16 de Mayo del año 2012, después de haber transcurridos once 
meses desde el ingreso de la escritura para su inscripción, se extiende la Negativa 
de la Inscripción de la escritura de compraventa, fundamentada en la falta del 
informe de regulación metropolitana, del certificado de gravamen actualizado y 
principalmente por hallarse inscrito un embargo del inmueble producto de la 
coactiva iniciada por el propio Municipio del Distrito Metropolitano de Quito para 





Es decir que, durante el tiempo transcurrido solicitando la inscripción de la 
escritura, se posibilitó la inscripción del embargo de los predios en razón del auto 
de 20 de marzo del 2012, dictado dentro del Juicio Coactivo No. 810037262 
seguido por el Municipio del DMQ contra Alejandro García Castro. 
 
 
Además, se conoció que en el año 2008, mediante Resolución No. 0172, la Comisaría de 
Construcciones de Calderón, lo sancionó conjuntamente con su cónyuge con una multa de $. 
786.016,00 dólares y dispuso que se inicie juicio penal por estafa, pese a la apelación presentada, la 
sanción fue ratificada. 
 
 
Posteriormente, en el certificado de Gravamen actualizado al 20 de agosto de 2012, a más del 
embargo, aparecen nuevos impedimentos para inscribir la escritura de compraventa celebrada con 
el Comité Pro Mejoras, pues se hallan inscritas siete ventas de derechos y acciones de los mismos 
predios. Ver anexo 20 
 
 
Cabe resaltar que pese a todas estas controversias el fraccionador ilegal continuaba cobrando las 
letras de cambio firmadas en la venta de los lotes, así como las correspondientes a la Compraventa 
realizada por el Comité Pro Mejoras. 
 
 
En el mismo año 2012, interviene la Unidad Especial Regula Tu Barrio, para realizar la 
regularización mediante Expropiación Especial, quienes sin un conocimiento preciso de la 
situación jurídica del predio afirman a través de su representante señor José Chisa, que el medio 
idóneo para la legalización es aplicar esta nueva figura contenida en el COOTAD, pues aducía que 
la escritura de Compraventa celebrada a favor del Comité Pro Mejoras, era falsa y no tenía valor 
legal. Frente a estas acusaciones surgieron intensos conflictos entre los directivos del Comité Pro 
Mejoras y los actuales posesionarios de los lotes quienes dudan de la validez de dicha escritura. 
 
 
Con esta interferencia de la UERTB de la Administración Zonal Calderón, se inició el proceso de 
Expropiación Especial en el asentamiento de hecho “Geranios de Marianitas 2”, para la cual con 
fecha 30 de septiembre de 2013, la UERTB envió a la actual presidenta del Comité Pro Mejoras, la 
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lista definitiva de posesionarios del Asentamiento Humano de Hecho y Consolidado denominado 
“Geranios II”, elaborada por la empresa Consultora contratada para el efecto, a fin de que se lo 
protocolice en la Notaría. No obstante, el listado contiene datos erróneos pues varios predios que 
tienen posesionarios debidamente identificados desde la compra de los lotes, han sido incluidos 
como lotes del Comité Pro Mejoras sin que este sea posesionario de ninguno de ellos por lo cual el 
proceso se encuentra suspendido. (Ver anexo 21 lista) 
 
 
De este breve resumen de la situación jurídica del predio fraccionado ilegalmente por Alejandro 
García y su cónyuge, se puede demostrar una vez más que la Expropiación Especial es inaplicable, 
pues el predio cuenta con escrituras otorgadas a favor de sus posesionarios (Comité Pro Mejoras 
Geranios de Marianitas 2), quienes desde el año 2011 serían los legítimos propietarios a pesar de 
que esta escritura no haya sido inscrita pues el propio Registro de la Propiedad negó la inscripción 
tras constantes trabas y el aparecimiento de gravámenes que no constaban en el Certificado emitido 




Es decir que, si el Municipio no toma en consideración la compraventa realizada en el año 2011 y 
mantiene su afirmación de que se trata de un documento falso, lo cual  debería comprobar mediante 
las respectivas acciones legales, estaría intentando expropiar a Alejandro García Castro, el lotizador 
y de esta forma lo beneficiaría con el pago de la respectiva indemnización por concepto de la 
expropiación a más del dinero que recibió por la venta ilegal de lotes y por la compraventa a favor 
del Comité Pro Mejoras. 
 
 
Finalmente, es preciso señalar que no fue posible obtener la información de todos los 
asentamientos de hecho que constan en la lista del Municipio del DMQ, ya que esta misma 
institución no dio acceso, ni facilidades para mi investigación. Sin embargo, todos los datos, 
documentos e información detallada en el presente capítulo  especialmente de los casos “Camino a 
la Libertad” y “Geranios de Marianitas 2”, fueron obtenidos de las visitas, entrevistas y 
conversaciones que mantuve  personalmente, gracias a la colaboración de los posesionarios y 
algunos directivos de estos asentamientos humanos de hecho, pues la Unidad Regula Tu Barrio de 
las Administraciones Zonales respectivas, ha decidido mantener en reserva la información del 
proceso de Expropiación Especial, aun tratándose de una investigación con fines académicos, ya 
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que han determinado que estos barrios son “casos piloto” en los cuales se podrá conocer si se puede 
o no aplicar la regularización a través del artículo 596 del COOTAD. 
 
En tal virtud, es evidente que las autoridades y los promotores de esta modalidad de expropiación 
desde la promulgación del COOTAD, hasta la actualidad no conocen las consecuencias que tiene el 
aplicar esta figura, pues el carácter político – clientelar que ha adquirido la regularización de 
asentamientos humanos de hecho ha generado que se creen instituciones jurídicas al calor de las 
ofertas de campaña. 
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Propuesta: Proyecto de Ley que deroga el artículo 596 del COOTAD 
 
 




Gabriela Rivadeneira Burbano 
PRESIDENTA DE LA ASAMBLEA NACIONAL 




En pleno ejercicio de mi derecho de participación para presentar proyectos de iniciativa popular 
normativa, consagrado en el artículo 61 número 3 de la Constitución de la República y en 
concordancia con los artículos 103 y 134 ibídem, pongo en su conocimiento y a consideración del 
Pleno de la Asamblea Nacional el siguiente proyecto de Ley que tiene por objeto derogar el artículo 
596 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización COOTAD, 




Por la atención que brinde al presente Proyecto de Ley y con certeza de que mi iniciativa será 












Exposición de Motivos 
  
El uso especulativo del suelo es una práctica frecuente en nuestro país, que se ha desarrollado e 
impulsado desde hace varias décadas sin que se haya logrado poner un alto a esta situación, 
producto de ello se han incrementado el número de asentamientos humanos de hecho en el 
Ecuador, los principales responsables de esta situación son los fraccionadores ilegales y traficantes 
de tierras, así como la inacción de las autoridades respectivas. 
  
 
Para una mejor comprensión cabe definir que, un fraccionador ilegal es aquel propietario de un lote 
de terreno que lo fracciona sin contar con la respectiva autorización municipal y con ánimo de 
lucrar con su venta; mientras que, un traficantes de tierras es la persona que compra un lote de 
terreno y lo vende nuevamente a dos o más compradores o que toma un lote como suyo y lo 




El fraccionamiento ilegal del suelo y la formación de asentamientos humanos de hecho son 
problemas que enfrentan varias ciudades del país y que pone en evidencia la poca capacidad y la 
falta de medidas implementadas por los Municipios para controlar la consolidación o el incremento 
de estos asentamientos, permitiendo así que los traficantes de tierras y los fraccionadores ilegales 
lucren con el uso del suelo aprovechándose de la ingenuidad, en muchos casos, de las personas de 
bajos recursos económicos que son vulnerables ante la ilusión de tener una vivienda. 
 
 
La Expropiación Especial contenida en el vigente artículo 596 del COOTAD es inaplicable en la 
realidad, ya que se ha evidenciado que la gran mayoría de asentamientos de hecho, son 
fraccionamientos ilegales realizados en terrenos propios de los traficantes de tierras o de las 
Cooperativas de Vivienda y Compañías de las que estos son socios, cuyo único fin es lucrar con el 
uso del suelo. 
 
 
Sólo en el Distrito Metropolitano de Quito hasta el año 2013, existían aproximadamente quinientos 
ocho fraccionamientos ilegales de los cuales doscientos cincuenta y tres fueron legalizados 
mediante Ordenanza y quince están en lista de espera para aplicar la Expropiación Especial. Sin 
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embargo, casi la totalidad de estos predios son de propiedad de los fraccionadores ilegales, y sólo 
por excepción se presenta el caso del barrio “Camino a la Libertad” que es producto de la invasión 
de un inmueble de propiedad privada, que fue fraccionado ilegalmente por sus invasores, donde sí 
cabe la Expropiación Especial. 
 
 
La consolidación del asentamiento humano de hecho “Camino a la Libertad” se concretó con la 
intervención de la Cooperativa de Vivienda creada los primeros años de la invasión, el Comité Pro 
Mejoras creado años más tarde y con el apoyo de las propias autoridades municipales, pese a los 
continuos intentos de los legítimos propietarios por recuperar el dominio del bien sin que hayan 
obtenido resultados; esta situación junto con los conflictos producto de los enfrentamientos entre 
las organizaciones existentes no permitieron la legalización del barrio y que los habitantes sean 
víctimas de continuos engaños. 
 
 
En este sentido, de los antecedentes de formación del asentamiento y de la investigación realizada 
en el barrio, se concluyó, que “Camino a la Libertad”, es el único asentamiento humano de hecho 
en el cual procede aplicar la Expropiación Especial para su regularización, ya que es la única forma 
en la que los actuales posesionarios de los lotes obtendrán las escrituras individuales, las 
organizaciones que manipularon y lucraron durante veinte y dos años con el dinero de los 
moradores dejaran de intervenir sin obtener ganancia alguna y se beneficiará a los legítimos 
propietarios cuyo predio fue invadido. 
 
 
Por lo tanto, en este caso no se realizaría un doble pago al fraccionador ilegal, beneficiándolo 
económicamente con la aplicación de la Expropiación Especial como sí sucedería aplicándola para 
regularizar los otros asentamientos humanos de hecho que existen y que constan en el listado 





Reformas aprobadas al COOTAD: 
 
Con relación a las reformas al artículo 596 del COOTAD aprobadas por el Pleno de la Asamblea 
Nacional en Noviembre del 2013 y publicadas en el Registro Oficial Suplemento No. 166, de 21 de 
enero de 2014, principalmente, la modalidad de expropiación sin indemnización altera los 
elementos que conforman la expropiación así como transgreden las normas constitucionales y los 
derechos consagrados en los Convenios Internacionales, suscritos por el Ecuador, lo que haría que 
la Expropiación Especial continúe siendo inaplicable.  
 
 
Según la abundante doctrina en Derecho Administrativo, la expropiación para ser legítima debe 
reunir elementos fundamentales como la causa expropiandi, que esta causa este contenida en un 
cuerpo normativo con rango de ley, que se efectúe siguiendo el procedimiento que señala la ley, y 
que previamente exista un pago e indemnización conforme a una justa valoración del bien. 
 
 
De esta concepción se deriva que uno de los elementos fundamentales de la expropiación es el pago 
del justo precio, ya que de no existir este pago se desnaturaliza la institución jurídica de la 
expropiación convirtiéndose en una confiscación. 
 
 
De conformidad al artículo 323 de la Constitución de la República del Ecuador, “Con el objeto de 
ejecutar planes de desarrollo social, manejo sustentable del ambiente y de bienestar colectivo, las 
instituciones del Estado, por razones de utilidad pública o interés social y nacional, podrán declarar la 
expropiación de bienes, previa justa valoración, indemnización y pago de conformidad con la ley. Se prohíbe 
toda forma de confiscación.” 
 
 
En concordancia con nuestra legislación, el artículo 21 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en su número dos prescribe que: “Artículo 21.- (…) 2. Ninguna persona puede ser 
privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de 
interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.” 
 
 
Es decir que, tanto la norma Constitucional como los Convenios Internacionales suscritos por el 
Ecuador, determinan que para que proceda la expropiación se debe pagar el justo precio del bien 
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expropiado; razones por las cuales la reforma aprobada al artículo 596 del COOTAD, que incluye 
la modalidad de expropiación sin indemnización sería inconstitucional. 
 
 
Si bien se puede considerar que la pretensión del legislador al insertar la expropiación sin 
indemnización fue evitar que los fraccionadores ilegales o traficantes de tierra se enriquezcan 
injustificadamente con esta forma de regularización de asentamientos humanos de hecho, debían 
considerar que este precepto es contrario a la actual norma jurídica constitucional que garantiza que 
se podrá “declarar la expropiación de bienes, previa justa valoración, indemnización y pago”; y que, al 
aplicar esta modalidad se estaría dando a la expropiación un carácter sancionatorio similar a la 
confiscación, figura que también se encuentra prohibida por nuestra Constitución. 
 
 
A pesar de que el artículo 376 de la Constitución de la República del Ecuador, prohíbe obtener 
beneficios a partir de prácticas especulativas de uso del suelo al señalar que: “Para hacer efectivo el 
derecho a la vivienda, al hábitat y a la conservación del ambiente, las municipalidades podrán expropiar, 
reservar y controlar áreas para el desarrollo futuro, de acuerdo con la ley. Se prohíbe la obtención de 
beneficios a partir de prácticas especulativas sobre el uso del suelo, en particular por el cambio de uso, de 
rústico a urbano o de público a privado”. (Las negrillas me pertenecen). Claramente sobre esta 
prohibición se establece una especificación cuando afirma “en particular por el cambio de uso de 
rústico a urbano o de público a privado” mas no hace referencia al enriquecimiento injustificado o 
a expensas de otros, lo cual sí sustentaría en cierta forma la aplicación de una expropiación sin 
indemnización basada en estos argumentos.  
 
 
Consecuentemente, para introducir esta modalidad de expropiación se debería hacer a la vez una 
reforma a las normas constitucionales, lo que conllevaría a un análisis mucho más amplio, sobre los 
efectos de tal reforma; ya que las normas jurídicas vigentes estipulan que: 
 
Artículo 424 CRE.- “La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier 
otra del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán 
mantener conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán 
de eficacia jurídica. 
 
La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 
Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, 
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prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público”. (Constitución 
de la República del Ecuador, 2008). 
  
 
En definitiva, aún con la reforma al artículo 596 del COOTAD, la Expropiación Especial no es 
aplicable a la realidad de nuestro país y atenta contra las normas jurídicas constitucionales y los 
derechos consagrados en la Constitución y los Convenios Internacionales.  
 
 
En mérito a lo expuesto, se propone al Pleno de la Asamblea Nacional el siguiente: 
 
 
Proyecto de Ley que deroga el artículo 596 del Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización 
 
Artículo único.- Introdúzcase la siguiente modificación al Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización: 
1.-  Deróguese el artículo 596 del Código Orgánico de Organización Territorial,               
Autonomía y Descentralización COOTAD. 
 
 
La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial 
 
 








1. La institución jurídica de la expropiación, conforme a su definición doctrinaria y su 
naturaleza jurídica, posee elementos esenciales que la legitiman, uno de ellos es el pago del 
justo precio o indemnización respectiva por la transferencia de dominio a favor del Estado, 
acorde a la Constitución de la República en el artículo 323 y a lo previsto en los Convenios 
Internacionales suscritos y ratificados por el Ecuador. 
 
 
2. La expropiación es una institución jurídica contenida en todas las legislaciones, como 
política de las entidades públicas y en particular de los Municipios para hacer efectiva su 
gestión, sin embargo, se han realizado variaciones como el ampliar los motivos que la 
justifican, aplicarla no solo para mejora de infraestructura vial, ya que también se la ha 
establecido como medio para regularizar los asentamientos humanos de hecho e inclusive se 
le ha dado nuevas modalidades como la expropiación sin indemnización. 
 
 
3. Los asentamientos humanos de hecho son una realidad que enfrenta nuestro país y que han 
logrado incrementarse y consolidarse por la complicidad de las autoridades de turno pues 
desde hace varias décadas se ha constatado el poder que tienen estos sectores principalmente 
cuando hay elección de autoridades, pues son los mismos políticos y autoridades quienes 
dotan de servicios básicos, infraestructura y con ello contribuyen a su consolidación a 
cambio del apoyo en las elecciones. 
 
 
4. Con la investigación desarrollada en el Distrito Metropolitano de Quito, se constató que en la 
mayoría de casos en los que se pretende aplicar la Expropiación Especial, los terrenos 
fraccionados ilegalmente son de propiedad de los mismos traficantes de tierra y 
fraccionadores ilegales quienes durante años han lucrado con la venta ilegal de lotes, 
enriqueciéndose a expensas de personas de pocos recursos económicos que son vulnerables 
ante la ilusión de adquirir un lote propio. Y son estos mismos fraccionadores ilegales quienes 




5. Por medio de la investigación de campo, se demostró que la Expropiación Especial 
únicamente es aplicable al caso concreto del barrio “Camino a la Libertad”, asentamiento 
humano de hecho y consolidado producto de una invasión, lo cual permite afirmar, que esta 
forma de regularización puede incentivar no solo el incremento de fraccionamientos 
ilegales sino también de invasiones.  
 
6. Las políticas de legalización de asentamientos humanos de hecho, constituyen medios para 
mantener la informalidad, convirtiendo a las autoridades en cómplices de los 
fraccionamientos ilegales, pues basta que estos fraccionamientos se consoliden mínimo 
cuatro años para que sus representantes soliciten la regularización del barrio.  
 
 
7. Las reformas al artículo 596 del COOTAD, configuran la modalidad de expropiación sin 
indemnización, bajo el fundamento de que el propietario del inmueble que lo lotice 
contraviniendo disposiciones legales no tendrá derecho a pago alguno, debido a los costos 
ocasionados a la Municipalidad por la construcción de equipamiento de obras de 
infraestructura, lo cual transgrede el artículo 323 de la Constitución de la República así 
como el artículo 21 número 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos en los 






1. Es necesario que se refuercen e incrementen los controles para evitar la formación de 
nuevos asentamientos de hecho, ya que si bien es cierto que el Gobierno Nacional asumió 
una postura firme en contra de los asentamientos de hecho, para que ésta política sea 
efectiva y surta los efectos esperados, requiere de la colaboración constante de los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados y de cada una de sus autoridades, porque sin duda 
alguna, se trata de un arduo proceso que requiere de la participación de autoridades y de la 
sociedad en general para garantizar un hábitat seguro y saludable para todos así como el 
crecimiento planificado de las ciudades. 
 
 
2. En concordancia con la reciente política de cero tolerancia a las invasiones y asentamientos 
ilegales, es trascendental fijar paralelamente un límite a la política de legalización de 
asentamientos consolidados que también se encuentra vigente, pues se ha demostrado que 
al dotar de servicios o infraestructura a un barrio ilegal con dos años o menor tiempo de 
asentamiento, promueve su consolidación y con el transcurso de un par de años más, podrá 
exigir su regularización. 
 
 
3. El actual  proceso de regularización de barrios informales incluye el análisis de la situación 
jurídica, socio-organizativa y técnica para ubicarlo dentro de uno de los procesos de 
legalización. Sin embargo, es preciso que en el estudio socio-organizativo se realice una 
investigación minuciosa con la colaboración del Ministerio de Inclusión Económica y 
Social MIES (entidad encargada de aprobar, regular y controlar las constitución jurídica y 
legal de las organizaciones sociales, entre ellas asociaciones, comités por mejoras de 
barrios, ciudadelas, federaciones, entre otros), para evitar que surjan inconvenientes por la 
existencia de dos o más organizaciones sociales, debidamente reconocidas e inscritas, en 
un mismo asentamiento de hecho, como ya ha ocurrido en varios casos, obstaculizando los 






4. Es prudente que para la regularización de los asentamientos humanos de hecho 
consolidados y que aún existen en el país, se continúe aplicando la legalización a través de 
Ordenanzas y en los casos que procede, la potestad de partición administrativa prescrita  en 
el COOTAD, ya que constituyen formas factibles para alcanzar este objetivo y cuyo 
impacto dentro del mismo fraccionamiento ilegal, beneficia a sus habitantes y los motiva a 










Alessandri, A. (1999,pág. 47). Derecho Civil Parte Preliminar y General. Chile: Editorial Jurídica 
de Chile. 
Alfonsin, B. (1999). Politicas de regularizacao fundiaria. Massachusetts: Lincoln Institute research 
report. 
Apuntes Arquitectura Digital. (15 de febrero de 2010). La barriada. Recuperado el 29 de 
noviembre de 2013, de http://apuntesdearquitecturadigital.blogspot.com/2010/02/la-
barriada-en-lima-los-de-arriba-y-los.html 
Benalcázar, J. C. (2013). Revista de Temas Constitucionales No. 3 del Tribunal Contencioso 
Administrativo. 
Bielsa, R. (1956). Derecho Administrativo Tomo IV. Buenos Aires: Roque de Palma Editor. 
Brakarz, J. (2002). Banco Interamericano de Desarrollo. Obtenido de Ciudades pára todos: 
http://www.iadb.org/es/publicaciones/detalle,7101.html?id=67430 
Cabanellas, G. (1993). Diccionario Jurídico Elemental. Buenos Aires: Heliasta S.R.L. 
Cabanellas, G. (2006). Diccionario Jurídico Elemental. Buenos Aires: Heliasta. 
Calderón, J. (1999). Acceso por los pobres al suelo urbano y mercado inmobiliario en Lima. Lima, 
pERÚ: Lincoln Institute research report, Cambridge, Massachusetts. 
Canasi, J. (1952). El justiprecio de la expropiación pública. Buenos Aires: Roque de Palma. 
Cassagne, J. C. (2002). Derecho Adminitrativo Tomo II. Buenos Aires: Abeledo Perrot 7ma 
edición. 
Castells, M. (1986, pág. 295). La ciudad y las masas, Sociología de los movimientos urbanos. 
Madrid: Alianza. 
Clichevsky, N. (diciembre de 2003). CEPAL, Serie 75 Medio Ambiente y Desarrollo. Recuperado 
el 22 de octubre de 2013, de Pobreza y acceso al suelo urbano. Algunas interrogantes sobre 




Constitución de la República del Ecuador. (2008). Quito - Ecuador: Corporación de Estudios y 
Publicaciones. 
Coral, E. (2010). Edgarcoral.ec. Obtenido de Unidad Popular: 
http://www.edgarcoral.ec/pisulli/pisulli.html 
Correa, R. (10 de Julio de 2009). Oficio No. T.4570-SGJ-09-1657. Proyecto de Código Orgánico 
de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización COOTAD. Quito, Pichincha, 
Ecuador. 
Costa, A., & Hernández, A. (Mayo de 2010). Revista INVI versión On-line ISSN 0718-8358 vol.25 
no. 68. Recuperado el 3 de Noviembre de 2013, de 
http://www.scielo.cl/pdf/invi/v25n68/art05.pdf 
Diez, M. M. (1997). Manual de Derecho Administrativo Tomo II. Buenos Aires: Plus Ultra. 
DMQ. (2012). Ordenanza Metropolitana No.0172, sancionada el 30 de Diciembre de 2011 y 
publicada el 11 de septiembre de 2012 en el R.O. 328. Quito - Ecuador. 
Dromi, R. (1997). Ciudad y Municipio. Buenos Aires Argentina: Ediciones Ciudad Argentina. 
Enríquez de Salamanca, L. (1973). Naturaleza y alcance de la expropiación por razones de 
Urbanismo. Madrid: Instituto de Estudios de Administración Local. 
Esquivel de Infante, A. (1974). La Propiedad Pública del Suelo. Maracaibo: Oficina Metropolitana 
de Planeamiento Urbano OMPU. 
Expropiación, Sentencia C-1074/02 (Corte Constitucional de Colombia 2002). 
Falla, G. (2001). Tratado de Derecho Administrativo, Tomo III. Madrid: Tecnos. 
Faride Ibagón, A. (1987). El Proceso de Expropiación. Bogotá: Universidad Javeriana. 
Fernández, P. P. (23 de Septiembre de 2010). Grau Asociados - Abogados. Recuperado el 21 de 
Noviembre de 2013, de Urbanismo y Derecho: 
http://urbanismoyderecho.blogspot.com/2010/09/distincion-entre-clasificacion-del.html 
Fraga, G. (1980). Derecho Administrativo. México: Porrúa. 
García de Enterría, E. (2006, pág. 114-115). Los principios de la nueva ley de expropiación 
forzosa. Madrid: Aranzadi. 
131 
 
García de Enterría, E., & Fernández, T. R. (1981). Curso de Derecho Administrativo II. Madrid: 
Civitas S.A. 
García Hernández, N. (2006). Asentamientos Informales. Revista Electrónica de Geografía y 
Ciencias Sociales, Universidad de Barcelona, 218. 
García Oviedo, Carlos y Martínez, Enrique. (1957). Derecho Administrativo. Madrid: Editorial 
Eisa. 
González Barrón, G. (2011). Derecho y Cambio Social. Recuperado el 16 de noviembre de 2013, 
de En defensa de la Ley 29320: 
http://www.derechoycambiosocial.com/revista020/expropiacion.htm 
Gordillo, A. (2006). Tratado de Derecho Administrativo. Tomo2. Buenos Aires: Fundación de 
Derecho Administrativo. 
Granda Jaramillo, D. (2010). Asentamientos Irregulares en Medellín. Medellín: Librería Jurídica 
Sánchez Ltda. 
Granja Galindo, N. (2002). Fundamentos del Derecho Administratvo. Ecuador: Editorial Jurídica 
del Ecuador - UTPL. 
Grau Asociados, A. (s.f.). Manual Básico de Derecho Urbanístico. Recuperado el 22 de Junio de 
2013, de www.grauasociados.com: http://www.grauasociados.com/textos/manual.pdf 
Guerra, D. (1996). El proceso expropiatorio en el Derecho Municipal Ecuatoriano. Quito: 
Publicado por la Procuraduria Metropololitano de Quito. 
Hernández Becerra, A. (2001). Ordenamiento y desarreglo territorial de Colombia. Colombia: 
Universidad Externado de Colombia. 
Inmediato. (22 de 11 de 2012). Municipio inicia proceso de expropiación especial de 18 grandes 
predios no regularizados. Quito Noticias, pág. 1. 
Jaramillo, J. y. (1996). Mercado del Suelo en Quito. Quito: Imprenta Polar. 
Jijón, R. (Diciembre de 2012). La legalidad sobre las expropiaciones. http://www.clave.com.ec/1-
INICIO.html. (C. Vela, Entrevistador) 
Larrea Holguín, J. (2008). Manual Elemental de Derecho Civil del Ecuador. Quito: Corporación de 
Estudios y Publicaciones 3vol.4 pág. 159. 
132 
 
Marienhoff, M. (1977). Tratado de Derecho Administrativo. Colombia: Temis. 
Massiris, Á. (2 de octubre de 2000). www.banrepcultural.org. Recuperado el 12 de Junio de 2013, 
de Biblioteca Virtual Luis Ángel Arango: 
http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/geografia/masir/1.htm 
MDMQ. (Noviembre de 2013). Página del Municipio del DMQ. Recuperado el 27 de agosto de 
2013, de http://www.quito.gob.ec/secretarias/secretaria-de-coordinacion-territorial-y-
participacion#programas 
Mena Segura, A. P. (12 de Octubre de 2010). Regularización de los asentamientos informales en 
Quito:Análisis de las políticas públicas. Recuperado el 15 de 09 de 2013, de 
http://hdl.handle.net/10469/2383 
Ministerio de Desarrollo Urbano. (2010). Subsecretaría de Hábitat y Asentamientos Humanos. 
Recuperado el 29 de noviembre de 2013, de 
http://www.habitatyvivienda.gob.ec/subsecretaria-de-habitat-y-asentamientos-humanos/ 
Municipio de Montilla. (4 de Mayo de 2011). www.montilla.es. Recuperado el 26 de Junio de 2013, 




Ovalle Favela, J. (1998). Derecho Procesal Civil. México: Oxford University Press-Harla México 
S.A. pág 46. 
Pedraza Nuñez, G. (2013). Inicia programa de Regularización de Asentamientos en Querétaro. (R. 
d. Anónimo, Entrevistador) 
Pera Verdaguer, F. (2002). Expropiación Forzosa. Madrid: Bosch. 
Pérez Camacho, E. (2007). Derecho Administrativo Tomos I y II. Quito: Corporación de Estudios y 
Publicaciones. 
Pólis. (2001). El Estatuto de la ciudad, nuevas herramientas para garantizar el derecho a la 
ciudad en Brasil. Recuperado el 27 de agosto de 2013, de www.polis.org.br 
Queretano. (23 de abril de 2013). Página oficial del Gobierno del Estado de Querétaro. 







Quito, M. d. (2013). Obtenido de 
http://www.emaseo.gob.ec/documentos/lotaip_2012/s/plan_de_desarrollo_2012_2014.pdf 
Rivas Cadena, L. (1974). Derecho Civil estudios del Libro II del Código Civil ecuatoriano Vol.3. 
Quito: Casa de la Cultura Ecuatoriana. 
Rivero Ortega, R. (2007). El Expediente Administrativo. Pamplona: Aranzadi. 
Rodríguez, A. (2013). Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM. Recuperado el 01 de Agosto de 2013, de www.juridicas.unam.mx: 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/6/2735/27.pdf 
Romero, A., Sornoza, J., & Macas, R. (17 de enero de 2012). Scribd. Recuperado el 17 de octubre 
de 2013, de Expropiación en el Ecuador: 
http://es.scribd.com/doc/97820696/EXPROPIACION-EN-EL-ECUADOR 
Rosa, J. A. (24 de Junio de 2010). Universidad Internacional de Andalucía. Recuperado el 15 de 
Octubre de 2013, de http://ocw.unia.es/ciencias-juridicas-y-derecho/aprovechamiento-
urbanistico/unidades/Unidad-2.-Regimen-juridico-basico-de-la-propiedad 
Santos, C. (08 de julio de 2013). Asentamientos irregulares deterioran el ambiente. (M. L. 
Santillán, Entrevistador) 
Sayagués, E. (2002, pág.324). Tratado de Derecho Administrativo. Montevideo: Fundación de 
Cultura Universitaria 7ma edición. 
Secaira, P. (2004). Curso Breve de Derecho Administrativo. Quito: Universitaria. 
Stamatuolos, C. (2014). Enciclopedia Jurídica. Recuperado el 03 de 01 de 2014, de 
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/bienes-mostrencos/bienes-mostrencos.htm 
Trabuco, F. (1975). Constituciones de la República del Ecuador. Quito: Universidad Central. 
UERTB, Unidad Especial de Regularización de Barrios. (2010). Manual de Gestión 2010. Quito, 
Pichincha, Ecuador. 
Valencia Salazar, A. (s.f.). La expropiación. 
134 
 
Vidal Perdomo, J. (1985). Temas Municipales y Regionales. Bogotá: Ediciones Rosaristas. 
Zambrano, E. (09 de 02 de 2014). Atucucho, una historia de organización y paciencia. El 




















































Anexo  6  Certificado de Gravamen en que se inscribe la demanda presentada por Jorge 








































































Anexo  13  Borrador Acuerdo entre UERB, Comité Pro Mejoras Paz del Condado y Flia. 































Anexo  17  Carátula Escritura de Compraventa José García a favor del Comité Pro Mejoras 







Anexo  18 Certificado de Gravamen habilitante para la compraventa en el que no consta 









Anexo  19 Negativa de inscripción de la Escritura de Compraventa otorgada por José García 




Anexo  20  Certificado de Gravamen año 2012 en el que constan impedimentos para la venta 

















 Anexo  21 Documento enviado junto con la lista de posesionarios realizada por la Empresa 
Consultora para la Expropiación Especial iniciada por el Municipio del DMQ 
 
 
